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INTRODUCCIÓN 

La Contraloría de Bogotá, D. C., en desarrollo de su función constitucional y legal, y en cumplimiento de la Primera Fase de  su Plan de Auditoría Distrital (PAD) 2003-2004, la Dirección Sector Educación, Cultura, Recreación y Deporte, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Abreviada a la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, a la gestión realizada en la vigencia de 2003.

En el desarrollo de la auditoría se efectuó la evaluación de los Estados Contables (Bancos, Avances, Propiedad Planta y Equipo, Cuentas por Pagar, Bienes y Derechos en Investigación, Otros Ingresos, Cuentas de Orden Deudores Litigios y Demandas, Saneamiento Contable.) Presupuesto, Contratación, Plan de De Desarrollo, Fondo de Pensiones, Nómina (Quinquenios y Cesantías), Control Interno, Gestión y Resultados y Balance Social.

Las líneas de auditoría seleccionadas responden al análisis de la importancia y riesgos asociados a los procesos y actividades ejecutadas.

Las respuestas dadas por la Entidad fueron analizadas, evaluadas e incluidas en el informe cuando se consideraron pertinentes.

Dada la importancia estratégica que la Universidad Distrital Francisco José de Caldas tiene para el sector de la educación y la ciudad, la Contraloría de Bogotá, espera que este informe contribuya a su mejoramiento continuo y con ello a una eficiente administración de los recursos públicos, lo cual redundará en el mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos.

1.  ANALISIS SECTORIAL

1.1. LA EDUCACIÓN SUPERIOR EN COLOMBIA

En el país, el número de instituciones de educación superior ha venido aumentando de manera considerable. De 29
 en 1960, se pasó a 193
 en 1980, a 312
 en el 2001 y a 320
 al finalizar el 2002.  

En el año 2001 el sector oficial disponía de 101 instituciones, mientras el no oficial contaba con 211.  Se aprecia el incremento en la creación de nuevas Instituciones de Educación Superior IES por parte del sector no oficial, lo que aumenta a su vez su participación en la oferta de la educación superior. 

CUADRO 1

EVOLUCIÓN OFERTA-DEMANDA EDUCACIÓN SUPERIOR

	AÑO
	CUPOS
	SOLICITUDES
	ALUMNOS

NUEVOS

	1990
	192.441
	391.273
	138.602

	1994
	310.658
	472.665
	179.785

	1998
	479.819
	552.990
	207.396

	1999
	421.819
	494.184
	181.175

	2000
	414.790
	556.448
	216.888

	2001
	491.793
	588.523
	267.950

	2002
	641.019
	742.873
	332.005


Fuente: ICFES

No obstante el significativo incremento de IES, el número de solicitudes de ingreso ha sido superior históricamente a la cantidad de cupos ofrecidos en conjunto por las IES oficiales y privadas, como se observa en el cuadro 1. Sin embargo, el número de alumnos nuevos (Primíparos) matriculados en primer semestre es notablemente inferior a la cantidad de solicitudes presentadas, así como también es inferior al total de cupos ofrecidos, fenómeno que se registra por la alta cantidad de solicitudes formuladas en IES de carácter oficial. Ello indica, que aproximadamente el 39% de bachilleres que desean ingresar a la educación superior lo puede hacer. Ante la brecha tan amplia que se presenta entre demanda y oferta de cupos en el sector oficial, el restante porcentaje no puede acceder por no encontrar cupo o por aspectos principalmente económicos, dado que la mayor oferta del servicio proviene del sector privado.

CUADRO 2

MATRICULA PRIMER SEMESTRE 2001-2002 SECTOR OFICIAL Y PRIVADO

	AÑO
	TOTAL 

MATRICULA
	SECTOR

OFICIAL
	PARTICIP

%
	SECTOR 

PRIVADO
	PARTICIP

%

	2001
	267.950
	119.907
	44.75%
	148.043
	55.25%

	2002
	332.005
	134.707
	40.57%
	197.298
	59.43%


Fuente: ICFES
En el año 2001, los alumnos matriculados en el primer semestre de educación superior sumaron 267.950, de los cuales el sector oficial atendió 119.907 estudiantes, es decir, el 44.75%, mientras el sector privado matriculó a 148.043, lo que representó una participación del 64.79%.

Para el año 2002, se observa que la participación en alumnos matriculados en primer semestre en IES de carácter oficial se reduce al 40.57%, es decir, se reduce en cuatro puntos con relación al 2001 y, que al contrario, el porcentaje de participación del sector privado se aumentó al 59.43%.

A su vez, el número de alumnos matriculados en primer semestre en IES oficiales, entre  el 2001 y el 2002,  tuvo un crecimiento del 12.34%, al pasar de 119.907 a 134.707 estudiantes. Mientras tanto el sector privado presentó un total de 197.298 matrículas para el primer semestre de 2002, lo que representó un incremento del 33.27% en el mismo periodo.

Esta situación hace evidente la mayor oferta del sector no oficial y  el limitado crecimiento del sector público en la generación  de nuevos cupos, que den la posibilidad  a un mayor sector de la población de bajos ingresos de acceder a la educación superior, ya que los estudiantes de estratos bajos tienen en las IES de carácter oficial su única alternativa.

1.2. LA EDUCACIÓN SUPERIOR EN BOGOTA

La mayor oferta de educación superior se concentra en Bogotá, donde se encuentran ubicadas 106 IES, 13 de ellas, son de carácter oficial y las restantes 93 pertenecen al sector privado
. 

Por las mismas razones, en la capital se encuentra matriculado el 36.1% del total de estudiantes del país, es decir, de un número de 981.458 de alumnos de educación superior, en Bogotá estudian 354.622 de ellos.  A continuación se ilustra la ubicación de los estudiantes en las diferentes regiones:

CUADRO 3

UBICACIÓN ESTUDIANTES EDUCACIÓN SUPERIOR

POR REGIONES 2002

	DEPARTAMENTO
	ALUMNOS MATRICULADOS
	PARTICIPACIÓN %

	ANTIOQUIA
	130.081
	13.25%

	ATLÁNTICO
	68.680
	7.00%

	BOGOTA
	354.622
	36.13%

	SANTANDER
	58.170
	5.93%

	VALLE
	86.428
	8.81%

	OTROS DEPARTAMENTOS
	283.477
	28.88%

	TOTAL
	981.458
	100.00%


Fuente: ICFES

La alta concentración de instituciones de educación superior en Bogotá, así como de su elevado número de estudiantes obedece principalmente a que es la ciudad del país con mayor número de habitantes, aproximadamente siete millones, es la mayor generadora de empleo, el Distrito Capital contribuye aproximadamente con el 21%
 de PIB, lo que la convierte en una ciudad atractiva para vivir y solucionar problemas de desempleo para los personas que habitan en las demás regiones del país y que migran hacia la capital en busca de mejores oportunidades.

No obstante, la participación del sector oficial en Bogotá en la prestación del servicio de educación superior, correspondiente a formación universitaria, sólo ofreció 17.300 cupos en el año 2000, aproximadamente el 16% de los cupos en la ciudad para ese año, mientras el sector privado ofreció el 84%, lo que representó 91.200 cupos
.

De otra parte, en el año 2003 el número de estudiantes en la educación superior fue de 924.181 en el país, de los cuales el sector oficial atendió 406.455 alumnos
, que corresponde al 43.98%. Los restantes  517.726, es decir, el 56.02%, se encontraba matriculado en IES del sector privado.

En el caso de Bogotá la situación cambia dramáticamente, puesto que de un total de  354.622 estudiantes de educación superior, tan sólo 106.719 se encontraban matriculados en IES oficiales, lo que equivale al 30.09%, porcentaje bastante alejado del 43.98% de participación del sector oficial en el orden nacional.

Como se aprecia, el mayor número de nuevos cupos para educación universitaria en Bogotá lo genera el sector privado, lo cual coloca en abierta desventaja a los estudiantes pertenecientes a los sectores de más bajos ingresos, en una ciudad donde el 76.5% de la población
 pertenece a los estratos 2 y 3 y sólo el 5.2% forma parte de los estratos 5 y 6.

Además, las cifras muestran que la participación del sector oficial en Bogotá, con referencia al número de estudiantes matriculados en IES de educación superior, está muy por debajo de la participación que este sector tiene en el resto del  país, lo cual permite deducir que la educación superior oficial en Bogotá no está siendo suficientemente fortalecida y que, con la escasa cobertura oficial, este tipo de educación está cada vez más alejada de un considerable número de personas, dado los índices de pobreza que muestra nuestra ciudad.

1.3. LA UNIVERSIDAD DISTRITAL Y SU PARTICIPACIÓN EN LA EDUCACIÓN SUPERIOR

La Universidad Distrital es una universidad que presta servicio de educación superior de carácter estatal, popular y democrática, clasificada como Ente Universitario Autónomo, cuya misión es: “La democratización del conocimiento para garantizar a nombre de la sociedad y con participación del Estado, el derecho social a una educación superior rigurosa y crítica, con calidad, equidad y competitividad social, mediante la investigación, la enseñanza y servicios a las comunidades en el contexto local, nacional e internacional”.

Con tal propósito, la Universidad se ha propuesto mejorar la calidad y la pertinencia de los programas de educación superior, por medio de la vinculación al Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología. Se pretende desarrollar estrategias dirigidas a responder adecuadamente a las nuevas tendencias mundiales a las cuales debe adaptarse nuestro país, buscando mejorar la calidad de la educación ofrecida y contribuir en mejor forma al desarrollo del país.  

Sus  objetivos se centran principalmente en adelantar programas que propicien la formación de los jóvenes de los sectores marginados económica y socialmente, fomentar la investigación hacia la generación de conocimientos técnicos, crear y adecuar científicamente tecnologías, y mejorar la docencia mediante la formación de docentes e investigadores. 
CUADRO 4

INSCRIPCIONES-CUPOS-ABSORCIÓN  EN LA U. DISTRITAL

1998-2003

	AÑO
	INSCRIP.
	VARIAC

%
	CUPOS
	ADMISIONES
	VARIAC.

%
	ABSOR

CION %

	1998
	13.381
	
	3.800
	3.966
	
	29.64%

	1999
	14.105
	5.41%
	3.840
	4.012
	1.16%
	28.44%

	2000
	18.571
	31.66%
	3.839
	4.106
	2.34%
	22.11%

	2001
	26.290
	41.56%
	4.146
	5.023
	22.33%
	19.11%

	2002
	34.650
	31.80%
	6.800
	6.937
	38.10%
	20.02%

	2003
	40.060
	15.61%
	6.800
	6.363
	-8.27%
	15.88%


Fuente: Balance social UD 2003-Cálculos SAS Educación Contraloría de Bogotá

Es evidente la desproporción que se ha venido presentando en la Universidad Distrital entre el número de inscripciones para el primer semestre, y el  número de alumnos admitidos. La evolución de las cifras presentadas en el cuadro 4 señalan, que en el periodo 1998-2003, salvo el año 2002, en todos los casos el incremento en el número de inscripciones es mayor al crecimiento que se presenta en el número de estudiantes admitidos para cursar el primer semestre. 

Esta situación se presentó debido a que el número de inscripciones en el periodo anotado se incrementó en 26.679, mientras las admisiones apenas aumentaron en 2.397 estudiantes, es decir, que el crecimiento de éstas representó únicamente el 9% del incremento de las admisiones en esos años. El caso más crítico se dio en el año 2003, en el cual el número de admisiones se redujo en 547 con respecto al 2002, y los cupos nuevos se mantuvieron en 6.800.

Es conveniente precisar  que en buena medida el incremento en el número de  inscripciones que se ha venido dando en la Universidad Distrital, obedece  a que una cantidad considerable de estudiantes que terminan la educación media tiene como primera, y en muchas ocasiones como única alternativa, el tratar de acceder a la oferta de educación superior que brinda el sector oficial.  

La Universidad Distrital muestra el siguiente comportamiento en el total de alumnos matriculados, durante el periodo 1998-2003:

CUADRO 5

EVOLUCIÓN TOTAL ALUMNOS 1998-2003

	AÑO
	INGENIERIA
	CIENC.Y

EDUC.
	MEDIO

ABIENT.
	CONVENIOS
	TECNO

LOGICA
	POST

GRADO
	TOTAL

ALUMN.
	INCRE

MENTO

	1998
	3.803
	3.468
	1.797
	682
	1.815
	904
	12.469
	-

	1999
	4.316
	4.345
	2.459
	630
	2.412
	932
	15.094
	21.05%

	2000
	4.622
	4.762
	2.624
	996
	3.456
	1.217
	17.677
	17.11%

	2001
	4.917
	5.003
	2.664
	1.163
	4.350
	1.121
	19.218
	8.72%

	2002
	5.435
	5.437
	3.196
	1.239
	4.601
	1.217
	21.125
	9.92%

	2003
	5.365
	5.546
	3.363
	1.606
	4.926
	929
	21.735
	2.89%


Fuente: Balance Social  U. Distrital 2003 

Aunque entre los años 1998 y 2003 se incrementó en 9.266 el número de estudiantes matriculados en la U D, lo que representa un aumento del 74.31%, es bastante significativo el  descenso porcentual que se ha venido presentando en el crecimiento de alumnos matriculados en la Universidad a partir del año 2000, situándose esta variación apenas en el 2.89% entre el 2002 y el 2003, lo cual está relacionado con la disminución del 8.27% en las admisiones del 2002 con relación al 2003.

Esta situación se presenta en razón a que la Universidad no dispone de una infraestructura que permita incrementar la cobertura, lo cual incide en las oportunidades de ingreso a la educación superior de los estudiantes de los estratos uno, dos y tres. Por ello es importante que la Institución agilice la construcción de las sedes de Kennedy y Suba, lo cual permitirá ampliar la cobertura en unos diez mil estudiantes. 

1.4. SISTEMA DE INDICADORES SUE

El Gobierno Nacional, con base en las facultades que le otorga la Constitución Nacional, y con el propósito de evaluar el mejoramiento de la calidad de la educación superior impartida por las instituciones de carácter oficial,  emitió la Resolución No. 021 de septiembre de 1999, la cual contiene los indicadores de gestión de la educación superior universitaria,  la cual es aplicable a las universidades públicas del país.

Los resultados obtenidos por la Universidad Distrital (se toma una universidad por la región norte, una por la región centro y otra por la región occidente y eje cafetero) en el estudio de indicadores para el año 2002, haciendo mención a los principales de ellos, son los siguientes:

CUADRO 6

INDICADORES SUE 2002

	INDICADOR
	U.DISTRITAL
	U. DE 

ANTIOQUIA
	U. DEL 

VALLE

	Número de centros, institutos y corporaciones de investigación
	2
	45
	25

	Número de grupos de investigación que participaron en 2 últimas convocatorias de COLCIENCIAS
	39
	82
	99

	Total grupos de investigación reconocidos por COLCIENCIAS
	9
	86
	70

	Número de programas de maestría de la institución en funcionamiento
	3
	54
	52

	Total docentes tiempo completo matriculados en programas de doctorado
	15
	71
	34

	Total programas de pregrado con acreditación de calidad
	0
	27
	12

	INDICADOR
	U.DISTRITAL
	U. DE 

ANTIOQUIA
	U. DEL 

VALLE

	Total programas de pregrado acreditables de la institución
	33
	55
	42

	Total puntaje obtenido por libros de texto elaborados por los docentes de la institución en el año
	0
	329
	51

	Total programas de pregrado radicados en el Consejo Nacional deAcreditación(en proceso de acreditación de calidad)
	0
	19
	5

	Total proyectos de investigación aprobados, interna y externamente, en ejecución en el año
	39
	814
	186

	Puntaje total  por artículos elaborados por investigadores de la Universidad publicados por revistas nacionales indexadas
	0
	996
	1.239

	Puntaje total por artículos elaborados por investigadores de la Universidad publicados por revistas
	0
	2.717
	1.074

	Puntaje total por libros elaborados por investigadores de la Universidad como producto de la investigación
	0
	329
	48


Fuente: Indicadores ICAD-IR información 2002 para las universidades

El resultado del estudio de indicadores presenta una situación poco favorable para la Universidad Distrital, y la ubican en una posición de alta desventaja frente a los resultados de las universidades de Antioquia y del Valle, con las cuales  aparece comparada en el estudio a que se hace referencia. 

Aunque el proceso de acreditación es voluntario, la mayoría de las universidades e instituciones educativas de educación superior están realizando las gestiones necesarias para obtener del Consejo Nacional de Acreditación CNA la respectiva certificación de acreditación, que les significa en el futuro a las universidades que sus programas son de alta calidad y por tanto gozaran de un mayor reconocimiento en el ámbito de la formación en estudios de educación en las fases de pregrado y posgrado.

La Universidad Distrital en cumplimiento de esta actividad voluntaria, la cual quedó como un compromiso en el Plan de desempeño; ha realizado algunos tramites para dar cumplimiento al proceso de acreditación, pero aún, en algunos casos no ha recibido la visita de los pares académicos, lo cual indica, que hasta el momento ninguno de los programas ha recibido la acreditación respectiva por parte del CNA.   

Los resultados del Sistema de indicadores SUE, reportan que la Universidad Distrital no registra ningún programa de pregrado acreditado, es decir, la institución  no ha mejorado en ese aspecto, por cuanto los indicadores del año 2000 mostraban la misma situación, lo cual, incide directamente con el posicionamiento en términos de calidad de la educación impartida por la Universidad a través de los diferentes programas académicos. 

Llama la atención, observar que a la Universidad no le haya sido asignado puntaje en los indicadores que tienen que ver con artículos elaborados por investigadores de la misma publicados por revistas, o por libros elaborados por investigadores de la Universidad, cuando el mismo estudio señala, que la Institución cuenta con un total de 160 docentes de tiempo completo dedicados a la investigación, lo que representa el 21% del número total de docentes. 

Esta es una situación que no se encuentra coherente, en el sentido de que la Universidad está dedicando gran parte de su presupuesto al pago de docentes de tiempo completo y que los resultados no se reflejen cuando muchos de ellos, dedican buena parte de su tiempo a la investigación; en consecuencia, es preciso que la administración de la Universidad revise sus resultados académicos en este aspecto frente al numeroso recurso humano y recursos financieros invertidos teniendo su objeto misional.

En contraste, a las universidades de Antioquia y del Valle les fueron asignados importantes puntajes por esos conceptos, no obstante que el número de  docentes de tiempo completo dedicados a la investigación era de 130 y 152 respectivamente, que representan el 7.6% y el 15.2%, es decir, una representación menor que  la Universidad Distrital. 

De otro lado, solamente nueve grupos de investigación de la Universidad Distrital estaban reconocidos por Colciencias (en categoría C y D), mientras a las universidades de Antioquia y del Valle les eran reconocidos  86 y 70 grupos respectivamente, distribuidos en todas las categorías. Al respecto de este tema, es preciso recordar que otro de los compromisos dentro del Plan de desempeño, es ubicar grupos de investigación reconocidos por Conciencias dentro de las categorías A y B.

El mismo estudio, Sistema Universitario Estatal SUE para el año 2002, señala en el indicador  “Total aportes de la Nación para funcionamiento, sin incluir pensiones ni transferencias al ICFES”, que la U. de Antioquia recibió $116.001 millones, la del Valle $96.233 millones y la Distrital sólo recibió $7.238 millones de la Nación en ese año.

Esta situación no es equitativa, por cuanto la educación superior oficial  en nuestro país ha sido financiada principalmente por la Nación; sin embargo, el aporte que ésta efectúa a la Universidad Distrital es escaso, a pesar que esta Institución atendió en el año 2003 a 21.735 estudiantes de diferentes  regiones del país, lo que representa el 5.35% del total de alumnos matriculados en IES de carácter público.

En el presupuesto de ingresos para el año 2004 de la Universidad Distrital, se ha establecido la suma de $ 14.800 millones como transferencias de la Nación.

1.5. PLAN DE DESEMPEÑO

El Concejo de Bogotá, mediante el Acuerdo 53 de 2002, en cumplimiento de lo establecido en la Ley 648 de 2000, autorizó el recaudo del valor de la estampilla “Universidad Distrital Francisco José de Caldas  50 años”, el recaudo se autorizó hasta por la suma de $200 millones de pesos valorados a precios de 1998

Los recursos que por ese concepto se recauden, deberán ser invertidos de la siguiente forma:

· El cuarenta por  ciento (40%) en el plan de desarrollo físico, dotación y compra de equipos necesarios  que conduzcan a ampliar la cobertura, mejorar la calidad de la educación, y desarrollar institucionalmente a la Universidad.

· El veinte por ciento (20%) en mantenimiento y ampliación de la planta física, de los equipos de laboratorio y suministro de materiales.

· El quince por ciento (15%) al pasivo prestacional por concepto de pensiones y cesantías y los gastos a cargo de la Universidad.

· El diez por ciento (10%) para promover el Fondo de Desarrollo de Investigación Científica.

· El cinco por ciento (5%) para el desarrollo y fortalecimiento de los doctorados.

· El cinco por ciento (5%) para bibliotecas y centros de documentación.

· El cinco por ciento (5%) para el fortalecimiento de la Red de Datos

La universidad ha cumplido los compromisos del área académica y administrativa y algunos del área financiera en cuanto al respectivo trámite y aprobación por parte del Consejo Superior Universitario CSU en los casos que lo requiere, pero en la práctica, esto no se refleja en la gestión desarrollada por la universidad; por ejemplo en el área administrativa, se cumplió con la presentación del Plan estratégico, que determinara la planta docente, administrativa, el número de horas lectivas más adecuada y el número de estudiantes que está en capacidad de atender, de acuerdo con su capacidad financiera y física.

De otro lado, se cumplió también con la adopción del Plan de Austeridad en el gasto; efectivamente estos dos compromisos tomados como ejemplo se tramitaron, sin embargo, el resultado en términos de eficiencia en el desarrollo de la gestión indica que la Universidad sigue presentando deficiencias de índole administrativo.  

Si bien es cierto que la aprobación del Plan de Desempeño solucionaría problemas puntuales en diferentes áreas, también es cierto, que la institución debe implementar reformas estructurales en su organización con la aplicación de instrumentos adecuados de organización y control para mejorar los resultados de su gestión y así cumplir con su misión institucional.

La Universidad no ha realizado los esfuerzos necesarios para adelantar el cumplimiento de los compromisos del área financiera, relacionados con la aprobación del cálculo del pasivo de cesantías, del cual ha presentado nueve versiones ante el Ministerio de Hacienda y mientras la Dirección General de Presupuesto Nacional no emita concepto previo favorable aceptando la condición técnica de los supuestos del cálculo y los resultados del mismo, la Universidad no puede cumplir con las condiciones previas para la expedición de los Bonos de Cesantías Serie A y Serie B. 

Como consecuencia de lo anterior, el Ente Universitario y la Secretaría de Hacienda Distrital no pueden suscribir el acuerdo para convenir la forma en que ambas partes darán cumplimiento a la obligación de transferir la porción del pasivo de cesantía a su cargo para cumplir con el artículo 3º del Decreto 2786 de 2001 “Por medio del cual se establecen reglas para la expedición de los bonos de reconocimiento del pasivo de cesantías de las universidades estatales” y así, de esta manera establecer el plazo para la transferencia de los recursos a la Administradora de Cesantías, o los términos para la emisión de los pagarés, si ese fuere el caso. 

De otro lado, tampoco es posible la firma del convenio con el Ministerio de Hacienda y Crédito público para el saneamiento del pasivo pensional de la Universidad.

1.6. CONCLUSIONES

· El mayor número de solicitudes de ingreso a la educación superior se presentan en las instituciones de carácter oficial, pero la mayor cantidad de cupos es generado por las IES del sector privado. Es decir, aunque es superior la oferta del servicio en el sector no oficial, el mayor porcentaje de de aspirantes a ingresar a la educación superior prefiere tener la posibilidad de acceder al servicio ofrecido por el sector público, en razón a los menores costos.

· El mayor número de nuevos cupos para educación universitaria en Bogotá lo genera el sector privado, lo cual coloca en abierta desventaja a los estudiantes pertenecientes a los sectores de más bajos ingresos, en una ciudad donde el 76.5% de la población pertenece a los estratos 2 y 3 y sólo el 5.2% forma parte de los estratos 5 y 6.

· La participación del sector oficial en Bogotá, con referencia al número de estudiantes matriculados en IES de educación superior, está muy por debajo de la participación que este sector tiene en el resto del  país, lo cual permite deducir que la educación superior oficial en Bogotá no está siendo suficientemente fortalecida y que, con la escasa cobertura oficial, este tipo de educación está cada vez más alejada de la población de menores recursos.

· Desde el año 2000 se ha venido presentando un descenso bastante significativo en el crecimiento porcentual de alumnos matriculados en la Universidad Distrital,  situándose esta variación apenas en el 2.89% entre el 2002 y el 2003.  De otra parte, el número de alumnos admitidos en el año 2003 se redujo en   574 con relación al año 2002, lo que indica  que existen deficiencias en las estrategias tendientes a generar nuevos cupos y  a conseguir una mayor cobertura.

· Los indicadores ICAD-IR del año 2002, SUE, mediante los cuales se evalúa la calidad académica de las universidades del sector público,  muestran una situación bastante desventajosa para la Universidad Distrital, sin que presente avances significativos con relación a las cifras arrojadas por los indicadores SUE en el año 2000. Además, de la comparación del resultado de los indicadores obtenidos por las universidades de Antioquia y del Valle, con los de la Distrital, se establece que esta última presenta cifras ampliamente desfavorables,  de lo que se induce que la Institución no ha realizado el suficiente esfuerzo para mejorar en este sentido.

· El incumplimiento de compromisos y metas consignados en el Plan de Desempeño  de la Universidad Distrital, le ha privado de disponer de los recursos de la estampilla autorizada por el Concejo de Bogotá, mediante el Acuerdo 53 de 2002, en cumplimiento de la Ley 648 de 2001. Estos recursos, que a la fecha presentan un nivel de recaudo de $11.300 millones de pesos, contribuirían en buena medida a la solución de los problemas que presenta la Institución en las áreas académica, administrativa y financiera.

· La universidad tiene que hacer mayores esfuerzos para cumplir la totalidad de los compromisos del Plan, haciendo un seguimiento estricto sobre las actuaciones ante las terceras instituciones que están involucradas, como son el ICFES, Ministerio de Hacienda y Secretaria de Hacienda Distrital, con el propósito de hacer más expedito el proceso y de esta manera obtener esos recursos en el menor tiempo posible para que pueda lograr sus propósitos institucionales. 

1.2. INFORME  BALANCE SOCIAL  

1.2.1. Problema Social Identificado  

1.2.1.1 Baja cobertura en la atención de estudiantes que solicitan ingreso a la Universidad.

En nuestro país, el acceso a la educación superior tiene dos problemas fundamentales, la insuficiente cobertura y una inequitativa distribución de la matrícula, puesto que “el 20%  de las personas con mayores recursos, tienen 2.6 más posibilidades de asistencia que los de menores recursos. En la actualidad solo el 12% de los estudiantes pertenece al 50% más pobre y de estos el 62% están estudiando en Universidades privadas”. Es decir, se tiene una marcada discriminación a los estratos más bajos, ya que la población de menores ingresos ve cada vez más reducida la posibilidad de tener acceso a  la educación superior.

Colombia cuenta con una población matriculada en educación superior de 981.458 estudiantes , de los cuales  el 94.16% se encuentran en pregrado es decir 924.181 y en postgrado el 5.84% los que equivale a 57.277. Las instituciones privadas atienden a nivel de pregrado el  56.02% y las públicas el 43.98%., en cuanto a postgrado  las privadas atienden el 26.27% y las públicas el 73.73%.  

A nivel nacional de un total de solicitudes de 742.873 para 2002 , solamente se matricularon a primer curso un 44.69%, o sea 332.005, donde el sector oficial atendió 40,57% y el privado 59,43%.  Se dejo de atender un 56.4 % de solicitudes de los cuales el sector oficial  de un total de 349.086,  dejó de atender el  72,15%; afectando de esta manera a la población menos favorecida perteneciente a los estratos 0, 1,2 y 3. El sector privado de un total de 61.782; dejó de atender el 23.85%.

Bogotá cuenta aproximadamente con siete millones de habitantes, con una población matriculada en educación básica secundaria y media vocacional  de 1.544.218  estudiantes, y con  354.622 estudiantes en educación superior. La ciudad cuenta con 106 instituciones de educación superior, de las cuales 13 son de carácter oficial y  93 privadas, instituciones que reciben no solamente la demanda del Distrito Capital, sino de todas las regiones del país.

La Universidad Distrital en cuanto a solicitudes, participa a nivel nacional en un 5,39% y a nivel Distrital en 13,152%; o sea de 304.576 la Universidad atendió 40.060 estudiantes, matriculándose a primer semestre 6.362,  tan solo el 15.88% y dejando de atender el  84.12%.
De un total de 742.873 solicitudes, el distrito atiende el 40,99 % de todo el país o sea  438.297, de los  cuales solo se matricularon a primer semestre un 42,69%, donde el sector oficial atendió 21,52% y el privado 70,80%. No se atendió el 57.31% de solicitudes de los cuales el sector oficial  de un total de 173.742  atendió 37.388 dejando de atender el  78.48%; afectando de esta manera a la población menos favorecida perteneciente a los estratos 0,1,2 y 3, dado que no cuenta con la infraestructura que permita ampliar su cobertura. El sector privado de un total de 130.025 atendió 92.637,  dejando de atender el 29.20%.  

Esta situación puede estar relacionada con el bajo volumen de gastos de inversión que corresponden al 2% del total de gastos de la entidad, debido a que dentro del cumplimiento del Plan de Desarrollo “BOGOTA: Para Vivir todos del mismo lado” se inscribió el proyecto 4149 “Dotación de Laboratorios” con una asignación de $2.135 millones, inscribiendo como metas la dotación de 4 laboratorios en la facultad de ciencias, la dotación de 6 laboratorios en la facultad técnica, la dotación de 4 laboratorios en la facultad de medio ambiente y recursos naturales y la dotación de un laboratorio de sistemas, metas todas que apuntan a mejorar la calidad de la educación en la Universidad Distrital. Dicho proyecto aunque se ejecutó en un 96.5% no garantiza que pueda aumentarse la cobertura ni la calidad de la educación brindada a los estudiantes, puesto que los elementos a la fecha de la auditoria no han sido recibidos en su totalidad, ni han sido instalados debidamente por lo que el balance social en relación con la ejecución del Plan de Desarrollo, no representa un avance significativo en la solución de la problemática planteada en el informe de balance social.

2.  HECHOS RELEVANTES EN EL PERIODO AUDITADO
2.1. NEGOCIOS DE LA ENTIDAD

La Universidad Distrital Francisco José de Caldas es un organismo público autónomo descentralizado del orden Distrital de Bogotá, sin ánimo de lucro, cuya actividad principal es prestar el servicio de educación superior, aprobado por el ICFES, creada mediante el Acuerdo No. 010 de 1948 por el Concejo de Bogotá.

Ha impulsado el desarrollo de programas de diplomados, cursos de capacitación para aspirantes a presentar el examen del ICFES, postgrados, especializaciones y magíster, que se llevan a cabo de manera separada a través de oficinas especializadas, con destino a estudiantes y profesionales, quienes pagan el valor total sin derecho a subsidio y ha promovido el intercambio de estudiantes en Universidades del Exterior.

La Universidad celebra convenios de cooperación con diferentes Entidades del Distrito y Localidades, mediante los cuales realiza cursos de educación no formal, obteniendo un ingreso del 10% sobre el valor de éstos.      

De igual forma celebra convenios internacionales con instituciones educativas en España, Alemania, Brasil, Chile Cuba, Francia, Italia, República Checa, Estados Unidos.

2.2. SITUACIÓN   PRESUPUESTAL

2.2.1. Ejecución de Rentas e  Ingresos

El presupuesto definitivo para la vigencia 2003 ($99.292.1 millones), tuvo un recaudo total de $95.811.6 millones  es decir el 96.5%; correspondiendo al rubro de Transferencias el 83% es decir $79.572.6 millones.

Los Ingresos Corrientes participan con un 12% del total de ingresos recaudados; destacándose la cuenta Ordinal Matriculas con un 73%, es decir $9.145.3 millones. ( Ver cuadro No. 7)
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	COMPARATIVO DE LA EJECUCION  PRESUPUESTAL DE INGRESOS 2002 - 2003

	 
	PRESUPUESTO
	 
	 
	%
	%
	% VARC.
	% VARC.

	CONCEPTO
	DEFINITIVO
	RECAUDO
	PARTICIPACION
	RECAUDO
	PPTO.
	RECAUDO

	 
	2002
	2003
	2002
	2003
	2002
	2003
	2002
	2003
	2002/2003
	2002/2003

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	INGRESOS CORRIENTES
	12.785,4
	11.891,7
	12.235,3
	12.438,1
	13,3
	12,0
	95,7
	104,6
	-7,0
	1,7

	MATRICULAS
	7.044,9
	8.644,4
	7.821,4
	9.145,4
	7,3
	8,7
	111,0
	105,8
	22,7
	16,9

	TRANSFERENCIAS
	78.119,1
	85.071,3
	71.018,2
	79.572,6
	81,0
	85,7
	90,9
	93,5
	8,9
	12,0

	NACION
	13.533,6
	14.800,7
	7.282,7
	9.302,0
	14,0
	14,9
	53,8
	62,8
	9,4
	27,7

	ADMON. CENTRAL
	64.585,5
	70.270,6
	63.735,5
	70.270,6
	66,9
	70,8
	98,7
	100,0
	8,8
	10,3

	OTRAS TRANSF.
	6.250,9
	6.250,9
	0,0
	0,0
	6,5
	6,3
	0,0
	0,0
	0,0
	 

	RECURSOS DE CAPITAL 
	5.583,0
	2.329,1
	5.537,2
	3.801,0
	5,8
	2,3
	99,2
	163,2
	-58,3
	-31,4

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	TOTAL INGRESOS
	96.487,5
	99.292,1
	88.790,7
	95.811,6
	100,0
	100,0
	92,0
	96,5
	2,9
	7,9

	Fuente: Ejecuciones presupuestales División de Recursos Financieros de la Universidad Distrital "Francisco J. de Caldas"
	
	
	
	


2.2.2. Ejecución Gastos e Inversión

El presupuesto disponible para la vigencia 2003 ($99.2 millones), tuvo una ejecución de compromisos del 94.1% ($93.5 millones) y giros del 92% ($91.5 millones);por concepto de reservas presupuestales, se constituyeron compromisos por valor de $1.961,9 millones al cierre de la vigencia 2003. 

El PAC aprobado en la vigencia 2003, fue de $91.547.1 millones. El PAC final refleja un saldo por incorporar de $7.745.0 millones, equivalente al 8%, constituyéndose un PAC disponible anual de $99.292.1 millones.
El comportamiento comparativo de la ejecución presupuestal de gastos durante la vigencia de 2003, muestra que mientras en el año 2002 el presupuesto de funcionamiento pasó de $90.857,6 millones a $ 96.483,9 es decir tuvo un incremento del 6,2%, mientras que los gastos de inversión - que solo representaron durante la vigencia anterior el 5,2% del total de gastos de la entidad - se redujo en 53,7% durante la vigencia objeto de análisis, llegando a representar el 2,3% del total de los gastos de la entidad. (Ver cuadro No. 8)

Los giros acumulados del presupuesto de inversión al final del año 2003, tuvieron una disminución del 50.3% respecto de año anterior mientras que las reservas se incrementaron en 12,9% durante el periodo de análisis, respecto del año anterior; la ejecución presupuestal de estos gastos refleja una disminución del 41,5% durante el 2003 con respecto al año base, dada su baja asignación presupuestal.
[image: image1.emf]CONCEPTO

2002 %Part. 2003 %Part. %Varc. 2002 %Ejec. %Part. 2003 %Ejec. %Part. %Varc. 2002 %Ejec. %Part. 2003 %Ejec. %Part. %Varc. 2002 %Ejec. %Part. 2003 %Ejec. %Part. %Varc.

GASTOS DE FUNCIONAMIENTO 90.857,6 94,2 96.483,9 97,2 6,2 85.150,2 93,7 95,6 89.431,0 92,7 97,7 5,0 957,4 1,1 64,0 1.354,7 1,4 69,0 41,5 86.107,6 94,8 95,1 90.785,6 94,1 97,1 5,4

ADMINISTRATIVOS 22.322,1 23,1 24.312,2 24,5 8,9 21.046,2 94,3 23,6 23.216,0 95,5 25,4 10,3 833,3 3,7 55,7 1.096,2 4,5 55,9 31,6 21.879,5 98,0 24,2 24.312,2 100,0 26,0 11,1

SERVICIOS PERSONALES 8.504,7 8,8 9.809,3 9,9 15,3 8.493,3 99,9 9,5 9.511,6 97,0 10,4 12,0 11,3 0,1 0,8 297,7 3,0 15,2 2531,6 8.504,7 100,0 9,4 9.809,3 100,0 10,5 15,3

Honorarios 200,4 0,2 892,5 0,9 345,4 189,1 94,4 0,2 594,9 66,6 0,6 214,6 11,3 5,6 0,8 297,7 33,4 15,2 2531,6 200,4 100,0 0,2 892,5 100,0 1,0 345,4

Prima Semestral 494,3 0,5 674,3 0,7 36,4 494,3 100,0 0,6 674,3 100,0 0,7 36,4 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 494,3 100,0 0,5 674,3 100,0 0,7 36,4

Prima Navidad 615,1 0,6 757,4 0,8 23,1 615,1 100,0 0,7 757,4 100,0 0,8 23,1 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 615,1 100,0 0,7 757,4 100,0 0,8 23,1

Prima Vacaciones 461,3 0,5 431,2 0,4 -6,5 461,3 100,0 0,5 431,2 100,0 0,5 -6,5 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 461,3 100,0 0,5 431,2 100,0 0,5 -6,5

Otras Primas 333,2 0,3 250,8 0,3 -24,7 333,2 100,0 0,4 250,8 100,0 0,3 -24,7 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 333,2 100,0 0,4 250,8 100,0 0,3 -24,7

Quinquenios 399,5 0,4 138,7 0,1 -65,3 399,5 100,0 0,4 138,7 100,0 0,2 -65,3 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 399,5 100,0 0,4 138,7 100,0 0,1 -65,3

GASTOS GRALES. ADTVOS. 8.633,6 8,9 10.945,7 11,0 26,8 7.389,0 85,6 8,3 10.155,7 92,8 11,1 37,4 802,1 9,3 53,6 790,1 7,2 40,3 -1,5 8.191,0 94,9 9,0 10.945,7 100,0 11,7 33,6

Impresos y Publicaciones 267,4 0,3 365,3 0,4 36,6 249,5 93,3 0,3 354,5 97,0 0,4 42,0 17,9 6,7 1,2 10,8 3,0 0,6 -39,5 267,4 100,0 0,3 365,3 100,0 0,4 36,6

Sentencias Judiciales 382,7 0,4 195,5 0,2 -48,9 382,7 100,0 0,4 146,0 74,7 0,2 -61,8 0,0 0,0 0,0 49,5 25,3 2,5 382,7 100,0 0,4 195,5 100,0 0,2 -48,9

Mantenimientos y Reparac. 3.505,8 3,6 4.195,0 4,2 19,7 2.948,4 84,1 3,3 3.807,3 90,8 4,2 29,1 557,5 15,9 37,3 387,7 9,2 19,8 -30,5 3.505,8 100,0 3,9 4.195,0 100,0 4,5 19,7

Programas y Convenios 453,3 0,5 1.519,5 1,5 235,2 212,1 46,8 0,2 1.478,8 97,3 1,6 597,1 91,5 20,2 6,1 40,7 2,7 2,1 -55,5 303,6 67,0 0,3 1.519,5 100,0 1,6 400,4

Otros Gastos Generales 1.796,1 1,9 1.935,7 1,9 7,8 1.531,3 85,3 1,7 1.758,0 90,8 1,9 14,8 29,9 1,7 2,0 177,7 9,2 9,1 494,4 1.561,2 86,9 1,7 1.935,7 100,0 2,1 24,0

OPERATIVOS 32.287,3 33,5 32.850,2 33,1 1,7 31.639,8 98,0 35,5 32.601,7 99,2 35,6 3,0 109,4 0,3 7,3 248,5 0,8 12,7 127,2 31.749,1 98,3 35,1 32.850,2 100,0 35,1 3,5

SERVICIOS PERSONALES 22.119,1 22,9 23.716,8 23,9 7,2 22.117,6 100,0 24,8 23.567,7 99,4 25,7 6,6

0,0

0,0 0,0 149,1 0,6 7,6 22.117,6 100,0 24,4 23.716,8 100,0 25,4 7,2

Sueldo Personal Nómina 9.117,7 9,4 9.792,9 9,9 7,4 9.117,7 100,0 10,2 9.792,9 100,0 10,7 7,4 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 9.117,7 100,0 10,1 9.792,9 100,0 10,5 7,4

Prima Semestral 896,2 0,9 996,7 1,0 11,2 894,7 99,8 1,0 996,7 100,0 1,1 11,4 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 894,7 99,8 1,0 996,7 100,0 1,1 11,4

Prima Navidad 1.201,1 1,2 994,8 1,0 -17,2 1.201,1 100,0 1,3 994,8 100,0 1,1 -17,2 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 1.201,1 100,0 1,3 994,8 100,0 1,1 -17,2

Prima Vacaciones 804,9 0,8 571,7 0,6 -29,0 804,9 100,0 0,9 571,7 100,0 0,6 -29,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 804,9 100,0 0,9 571,7 100,0 0,6 -29,0

Otros Gastos Operativos 9.110,1 9,4 10.499,4 10,6 15,3 9.110,1 100,0 10,2 10.350,3 98,6 11,3 13,6 80,3 0,9 5,4 149,1 1,4 7,6 85,7 9.190,3 100,9 10,2 10.499,4 100,0 11,2 14,2

Transferencias Funcionamiento 36.248,2 37,6 39.321,5 39,6 8,5 32.464,2 89,6 36,5 33.613,3 85,5 36,7 3,5 14,8 0,0 1,0 10,0 0,0 0,5 -32,4 32.479,0 89,6 35,9 33.623,3 85,5 36,0 3,5

SERVICIO DE LA DEUDA 560,5 0,6 462,7 0,5 -17,4 555,5 99,1 0,6 460,0 99,4 0,5 -17,2 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 555,5 99,1 0,6 460,0 99,4 0,5 -17,2

INVERSION 5.069,5 5,3 2.345,6 2,4 -53,7 3.332,2 65,7 3,7 1.656,2 70,6 1,8 -50,3 537,7 10,6 36,0 607,2 25,9 31,0 12,9 3.869,9 76,3 4,3 2.263,4 96,5 2,4 -41,5

Dotación Laboratorios UD 976,9 1,0 2.135,6 2,2 118,6 0,0 0,0 0,0 1.503,3 70,4 1,6 0,0 0,0 0,0 607,2 28,4 31,0 0,0 0,0 0,0 2.110,5 98,8 2,3

Transferencia Inversión 229,5 0,2 210,0 0,2 -8,5 150,3 65,5 0,2 152,9 72,8 0,2 1,7 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 0,0 150,3 65,5 0,2 152,9 72,8 0,2 1,7

Construc. Facult. Ingeniería 3.073,1 3,2 -100,0 2.975,8 96,8 3,3 -100,0 97,3 3,2 6,5 -100,0 3.073,1 100,0 3,4

Construc. Facult. Medio Amb. 300,0 0,3 -100,0 8,8 2,9 0,0 -100,0 160,6 53,5 10,7 -100,0 169,4 56,5 0,2

Dotación y Actual. Biblioteca 150,0 0,2 -100,0 66,5 44,3 0,1 -100,0 83,4 55,6 5,6 -100,0 149,8 99,9 0,2

Plan Descentr. Facul. Politéc. 340,0 -100,0 130,9 38,5 0,1 -100,0 196,4 57,8 13,1 -100,0 327,3 96,3 0,4

TOTAL GASTOS 96.487,5 100,0 99.292,1 100,0 2,9 89.037,9 92,3 100,0 91.547,1 92,2 100,0 2,8 1.495,1 1,5 100,0 1.961,9 2,0 100,0 31,2 90.533,0 93,8 100,0 93.509,0 94,2 100,0 3,3

Fuente: Ejecuciones presupuestales División de Recursos Financieros de la Universidad Distrital "Francisco J. de Caldas"

TOTAL  EJECUCION DEFINITIVO GIROS  ACUMULADOS RESERVAS
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COMPARATIVO DE LA EJECUCION  PRESUPUESTAL DE GASTOS E INVERSION 2002 - 2003                                                                    Cifras en millones de pesos


Por otra parte, los gastos de funcionamiento durante 2003 presentaron una ejecución presupuestal del 97% con un incremento respecto del año 2002, destacándose los rubros destinados a "Honorarios", "programas y convenios" que tuvieron un incremento de 345,4% y 400% respectivamente, respecto del año anterior; por otra parte los rubros destinados a "Quinquenios", "otras primas" y "sentencias judiciales" presentaron una reducción  promedio aproximada del 45% respecto de la vigencia anterior.

Es de resaltar que la universidad ejecuta la nomina de todos sus docentes a través de los gastos de funcionamiento, situación que influye en el alto porcentaje de gastos de funcionamiento frente a los gastos de inversión.

A diciembre 31 de 2003, se constituyeron reservas presupuestales, por valor de $1.841.6 millones, distribuidas así: Gastos de Funcionamiento $ 1.234.4,0 millones e Inversión $ 607.2 millones de acuerdo con lo establecido en la circular No. 022 de 2003, emitida por el Director Distrital de Presupuesto; de estas se ejecutaron $1.385.7 millones, que corresponden al 93%. La diferencia de $109.3 millones no ejecutados, corresponde básicamente a la cuenta auxiliar 3.1.1.02 Gastos Generales.

La falta de ejecución de tales reservas obedece primordialmente, entre otras razones a  arreglos conciliatorios entre los contratistas y la Universidad Distrital; no disponer el contratista de los elementos necesarios para dar cumplimiento del objeto contractual; además la  gran mayoría están incluidas en el Plan de Mejoramiento de la Entidad del correspondiente año y la Contraloría se ha pronunciado respecto de las observaciones realizadas en la pasada auditoria.

Mediante acta firmada el 28 de diciembre de 2003, por el Rector, el Jefe de la División de Recursos Financieros y el Jefe de la Sección de Presupuesto de la Universidad Distrital, se cancelan las reservas presupuestales liquidadas a 31 de diciembre de 2002 y no ejecutadas durante la vigencia fiscal de 2003, por un valor de $109.3 millones, suma destinada al presupuesto de Gastos de Funcionamiento.  

La Universidad Distrital Francisco José de Caldas no constituyó Cuentas por Pagar a 31 de diciembre de 2003, según acta firmada por la Tesorera fechada el día 9 de febrero de 2004.

Desde el área de Presupuesto se evidencia que el Sistema de Control Interno en términos generales es regular en las dependencias que intervienen en el proceso de ejecución presupuestal; se deben mejorar aspectos como: implementar un sistema de integración de la información de presupuesto con las demás áreas, los  manuales de procesos y procedimientos se articulen, actualicen y socialicen, el  sistema financiero brinde seguridad en el manejo de la información y sirva de soporte en la toma de decisiones y que exista una adecuada conservación, disponibilidad, consulta y seguridad de los libros presupuestales.  

Tomando como base las observaciones realizadas, se expresa una opinión con salvedades al proceso de ejecución y cierre presupuestal; no obstante se presenta razonablemente la situación presupuestal de la Universidad.

2.3. SITUACIÓN FINANCIERA

En este numeral de nuestro informe, generalmente se presenta un análisis de los saldos presentados en el Balance General y en el Estado de la actividad económica, financiera y social.

Sin embargo, en virtud a la magnitud de los hechos que dieron lugar a que se dictaminaran con opinión negativa los Estados Contables con corte a diciembre 31 de 2002 y 2003, se considera improcedente y sobre todo poco confiable el realizar cualquier análisis de la  Universidad Distrital a partir de los Estados Contables.

2.4.  CAMBIOS EN LA NORMATIVIDAD

Durante la vigencia evaluada se presentaron cambios en la normatividad interna, en lo relacionado con el Régimen de Contratación, expidiéndose Acuerdos Resoluciones por el Consejo Superior  Universitario.

Mediante la Resolución 266 del 11 de septiembre de 2003, se reglamenta el Estatuto General de Contratación de la Universidad Francisco José de Caldas.

Acuerdo del Consejo Superior  Universitario No. OO1 Ene-17-03
“Por medio del cual se definen los criterios para el reconocimiento  y pago de los docentes que prestan servicios a la Universidad Distrital en la modalidad de Tiempo Completo Ocasional en los Programas de Pregrado”

.







Acuerdo del Consejo Superior  Universitario No.OO2 Ene-31-03
“Por medio del cual se modifica y reglamenta el Acuerdo 001 de Enero 17 de 2003”.







Acuerdo del Consejo Superior  Universitario No.OO3 Mar-04-03
“Por medio del cual se fija el régimen salarial para los empleados públicos de la Universidad”.





Acuerdo del Consejo Superior  Universitario No.OO4 Jul-18-03
“Por el cual se hace una adición y una modificación al Acuerdo 005 del 24 de Julio de 2000”. (Reglamentación nombramiento del Rector.)

Acuerdo del Consejo Superior  Universitario No.OO5 Jul-18-03 “Por el cual se establece el calendario de mecanismo de consulta y designación de rector de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas”.

Acuerdo del Consejo Superior  Universitario No.OO6 Ago-1º-03
“Por el cual se adicionan unos parágrafos al Acuerdo 003 de Abril 8 de 1997, Estatuto General de la Universidad”.







Acuerdo del Consejo Superior  Universitario No.OO7 Ago-1º-03 “Por el cual se hace una modificación al Acuerdo 004 del 18 de Julio del 2003”. (Reglamentación nombramiento del Rector.)


Acuerdo del Consejo Superior  Universitario No.OO8 Ago-1º-03
“Por el cual se expide el Estatuto General de Contratación de la Universidad Distrital Francisco de Caldas.


Acuerdo del Consejo Superior  Universitario No.OO9 Ago-29-03
“Por el cual modifica el calendario de mecanismo de consulta y designación de Rector de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas”.

3.  DICTAMEN DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL CON ENFOQUE INTEGRAL MODALIDAD ABREVIADA
Doctor

RICARDO GARCIA DUARTE

Rector

UNIVERSIDAD DISTRITAL FRANCISCO JOSE DE CALDAS

Ciudad

La Contraloría de Bogotá, con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto 1421 de 1993, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, modalidad Abreviada a la Universidad Distrital Francisco José de Caldas a través de la evaluación de los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad con que administró los recursos puestos a su disposición y los resultados de su gestión, el examen del Balance General a 31 de diciembre de 2003, y el Estado de Actividad Financiera, Económica y Social por el periodo comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2003; cifras que fueron comparadas con las de la vigencia de 2002, la comprobación de que las operaciones financieras, administrativas y económicas se realizaron conforme a las normas legales, estatutarias y de procedimientos aplicables, la evaluación y análisis de la ejecución de los planes, programas y la evaluación al Sistema de Control Interno.  

Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá. La responsabilidad de la Contraloría de Bogotá consiste en producir un informe integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la administración de la Entidad, que incluya pronunciamientos sobre el acatamiento a las disposiciones legales y la calidad y eficiencia del Sistema de Control Interno, y la opinión sobre la razonabilidad de los Estados Contables.

El informe contiene aspectos administrativos, financieros y legales que una vez detectados como deficiencias por el equipo de auditoría, serán corregidos por la Administración, lo cual contribuye al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente en la eficiente y efectiva prestación del servicio en beneficio de la ciudadanía, fin último del control.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoría Gubernamental compatibles con las de general aceptación, así como las políticas y procedimientos de auditoría establecidos por la Contraloría de Bogotá, por lo tanto requirió, acorde con ellas, de la planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los  conceptos y la opinión expresada en el informe integral. El control incluyó el examen, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la Entidad, las cifras y presentación de Estados Contables y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del Sistema de Control Interno. 

Concepto sobre la Gestión y  Resultados

Los resultados de la evaluación a la gestión de la vigencia 2003, nos permite conceptuar que la Universidad, amparada en su autonomía no cumple eficientemente con las disposiciones externas e internas que regulan las actividades académicas, administrativas, de planeación, presupuestales y contables, lo que conduce a que las actividades realizadas no obedezcan a planes y programas previamente concertados, se caiga en el terreno de la improvisación y se coloquen en riesgo los recursos de la institución.
Por otra parte se presentan deficiencias en el manejo de los recursos humanos, la reglamentación del Fondo de Pensiones, las cuotas partes pensionales, el manejo de los convenios y programas de extensión y el seguimiento realizado al Plan de Mejoramiento, no presentan un avance significativo.

Se presenta indiferencia por parte de la Universidad para normalizar las actividades internas entre otras para regular su funcionamiento, en aspectos como el manejo de  la carrera administrativa, por cuanto mediante sentencia No C 560 del 2000 la  Corte Constitucional determino que la ley 443 de 1998, no le es aplicable en consecuencia corresponde a la universidad adelantar los tramites para regular la materia.

La Universidad persiste en la falta de información contable confiable que refleje la realidad de sus operaciones, aún quedan partidas por conciliar, falta de seguimiento y control a los ajustes efectuados, lo cual se ve afectado por un deficiente Sistema de Control Interno Contable.

En la evaluación al área de Presupuesto, se evidencia que el Sistema de Control Interno en términos generales es deficiente en las dependencias que intervienen en el proceso de ejecución presupuestal, no existen controles que le permitan llevar a cabo una adecuada ejecución presupuestal, haciendo que esta información no sea útil ni confiable para la toma de decisiones.

En esta área se deben mejorar aspectos como: implementación de un sistema de integración de la información de presupuesto con las demás áreas, lograr que los  manuales de procesos y procedimientos se articulen, actualicen y socialicen, que el sistema financiero brinde seguridad en el manejo de la información y sirva de soporte en la toma de decisiones y que exista una adecuada conservación, disponibilidad, consulta y seguridad de los libros presupuestales.  

Nuevamente se reitera como en auditorias anteriores que a pesar de haber actualizado su manual de funciones, no ha adoptado una nueva estructura orgánica que entre otras cosas aclare las competencias entre las áreas administrativa y académica, donde se presentan la mayoría de irregularidades detectadas.

En materia de contratación, las ordenes de Prestación de Servicios suscritas por la entidad, presentan irregularidades por la similitud de los objetos a ejecutar por los contratistas, el tiempo pactado para su ejecución  en general es igual  y sin embargo los honorarios pagados a los contratistas presentan  marcadas diferencias. Igualmente se observa que continuamente se modifican en tiempo y en valor sin ninguna justificación, evidenciándose igualmente que no existe acompañamiento por el área de Control Interno.

Como resultado de la evaluación realizada a las ordenes de prestación de servicios, se pudo establecer que estas se prorrogan de una vigencia a otra, generando continuidad laboral en dichos contratos, conllevando a sobrecostos producto de las demandas laborales que se puedan generar.

Las órdenes de compra suscritas por la entidad incumplieron el Principio de  Economía y presentan deficiencias en la suscripción,  ejecución y control de los respectivos elementos adquiridos.

Aunado a la elaboración inadecuada del Plan de Compras y Plan de contratación, se presentan irregularidades en la aplicación del Estatuto de Contratación, que es modificado continuamente para dar cumplimiento a la Ley General de Contratación, cayendo en una ambigüedad normativa que produce confusión y desorden en la realización del proceso de contratación y dificultades en el manejo de la documentación relacionada, lo cual imposibilita la verificación de su legalidad; así como, el cumplimiento del Principio de Dirección, consistente en el seguimiento de las ejecuciones y/o cabal cumplimiento de los objetos contratados. 

Por otra parte, como resultado de la evaluación a la gestión desarrollada, se evidenció ineficiencia e ineficacia y gestión antieconómica  en la adquisición  de equipos de computación a diferentes firmas,  sin tener en cuenta la oferta realizada por la firma  Iberoamerican Science and Technology Education Consortium (Consorcio Iberoamericano de Educación en Ciencia y Tecnología) ISTEC, según la cual sus afiliados, pueden adquirir computadores de ultima generación de las mejores marcas del mercado a un costo menor cada uno, dentro del programa de apoyo a la investigación y desarrollo.

La Universidad no ha considerado a la fecha, la iniciativa de enlace biblioteca virtual mundial, ofrecida por el Consorcio ISTEC, puesto  que no a aprovechado su condición de miembro de este consorcio desaprovechando el acceso a la Red virtual de bibliotecas asociadas al consorcio; de esta forma incumple lo dispuesto por la Ley General de Educación que ordena la promoción, formación y consolidación de comunidades académicas y la articulación con sus homólogos a nivel internacional; beneficios de esta iniciativa ya los están percibiendo algunas instituciones educativas de educación superior  del país.

De igual forma, no se cumple con lo dispuesto en los estatutos internos para la elaboración del Plan Operativo, los planes de acción y planes de trabajo de la Institución, lo que impide el adecuado desarrollo del sistema de planeación de la organización.

Asimismo, la universidad no dispone de un Estatuto Financiero que normalice las actividades de las dependencias involucradas en la gestión financiera y evite la improvisación en la ejecución de sus operaciones, además que la información producida por el sistema de Planeación no corresponda a la ejecución presupuestal real.

Se encontró también que no existen procedimientos para la verificación del cumplimiento de la carga académica de los docentes de planta ni el procedimiento para cancelar a los mismos docentes su sueldo como personal de nomina, pues a pesar de haber sido solicitados repetidamente mediante oficio No. 34000-018221 del 24 de noviembre de 2003 y  nuevamente mediante oficio de fecha marzo 30 de 2004, no fueron aportados.

Como resultado de la evaluación del balance social presentado por la entidad, se pudo comprobar que la cobertura presentada por la institución en cumplimiento de los proyectos inscritos en el Plan de Desarrollo, no corresponde a la realidad por cuanto los equipos adquiridos en cumplimiento del proyecto del presupuesto de inversión “Dotación de Laboratorios”, sólo beneficiaran por una parte a los estudiantes de algunas carreras en los últimos semestres y por otra parte solo beneficiaran a estos últimos cuando hayan sido instalados o recibidos a satisfacción, lo cual a la fecha de la realización de la auditoría no se había realizado.

Tampoco existe claridad sobre los beneficios ni beneficiarios de los convenios que suscribe la Universidad con otros organismos, ni de los programas de extensión como tampoco se registra adecuadamente en el informe de balance social remitido en la cuenta por la entidad, los beneficiarios de la gestión desarrollada por la emisora Laud 90.4 F.M. Estéreo.
Como resultado de la evaluación del sistema de control interno, se evidenció que  la Universidad presenta dificultades en la aplicación y seguimiento del sistema,  por parte de los ejecutores de los procedimientos, presentando irregularidades en la mayoría de sus fases y componentes particularmente en Ambiente de control, operacionalización de los elementos y retroalimentación.

Estas deficiencias conducen a que la entidad no esté realizando un seguimiento adecuado a las operaciones y procedimientos desarrollados por la entidad, que permita el control preventivo y garantice un nivel de confianza adecuado en la gestión de los recursos públicos y el cumplimiento de los principios de economía, eficiencia y eficacia.
De los faltantes determinados por la Administración de la entidad, por cuantía de $1.546,0 millones, no se ha iniciado ningún  proceso disciplinario interno por parte de la Universidad, evidenciándose la deficiencia en el Sistema de Control Interno contable y del  proceso de saneamiento contable y falta de gestión por parte de la Rectoría.

Respecto al cumplimiento del Plan de Mejoramiento, la gestión de la entidad ha sido deficiente  evidenciando la falta de compromiso por parte de algunos miembros y dependencias de la organización, provocando trastornos en el funcionamiento de la entidad y desarticulación en los objetivos de la entidad.

La aplicación inadecuada de instrumentos modernos de gestión, como el estatuto de planeación, plan financiero, plan de compras, indicadores de gestión; el atraso en el cumplimiento de los compromisos adquiridos, la ambigüedad en la aplicación de las normas, particularmente en materia de contratación y de personal, la desarticulación funcional de la mayoría de las dependencias, la no puesta en funcionamiento del fondo de pensiones para el efectivo cobro de las cuotas partes, entre otras razones impiden el cumplimiento de las metas y objetivos propuestos. 

La adopción de indicadores de gestión soportados en información no confiable, no permite realizar una verificación de sus actividades de forma objetiva y por consiguiente no son instrumentos idóneos para realizar seguimiento a cada una de las operaciones adelantadas por la entidad, ni  para aplicar una adecuada toma de decisiones.
Los hallazgos presentados en los párrafos anteriores, nos permiten conceptuar que en el desarrollo de la gestión adelantada por la administración de la Entidad, no se acatan debidamente las disposiciones internas, no ha implementado un Sistema de Control interno que le  ofrezca garantía en el manejo de los recursos; lo cual ha incidido para que en la adquisición y uso de los recursos,  no se manejen  criterios de economía, eficiencia y equidad y por consiguiente se refleje una gestión desfavorable durante la vigencia 2003.

Opinión sobre los Estados Contables

Producto del auditaje a los Estados Contables con corte a diciembre 31 de 2002, esta Dirección de Control Fiscal emitió opinión negativa. La Evaluación a los Estados Contables con corte a diciembre 31 de 2003 nos permitió determinar lo siguiente: 

· La cuenta 1110 de Bancos y Corporaciones presenta un saldo de $7.183.2 millones a diciembre 31 de 2003; en las conciliaciones de las cuentas de los  bancos de Occidente y Bancolombia con corte a la misma fecha, se presentaron partidas conciliatorias que vienen desde el 2000, por un valor total de $7.545.2 millones, y cheques pendientes de cobro del 2002 por $38.7 millones, generando incertidumbre en el saldo reportado en el balance.

Además se han efectuado reclasificaciones de saldos que afectan la cuenta de bancos y que no se encuentran debidamente soportados, sobreestimando en $634.5 millones el saldo de esta cuenta; $270.7 millones en el 2002  y  $363.8 millones en el 2003.

· La cuenta de 1420 Anticipos para Proyectos de Inversión presenta un saldo de $872.9 millones a diciembre 31 de 2003, de los cuales $206.5 millones corresponden a saldos que no presentan movimiento desde el 2000, sobre los cuales la Universidad puede llegar a incurrir en un detrimento patrimonial al no exigir, bien sea la legalización o el cobro de los recursos Distritales, antes que prescriban las acciones para efectuar el cobro coactivo. 

Igualmente se detectó que no se amortizó el valor de $579,1 millones del anticipo girado al Consorcio Robayo Ramírez para la construcción de la Sede de Ingeniería, presentándose una sobreestimación en esta cuenta y una subestimación en la cuenta de Edificios y Casas.  
· La cuenta 1600 Propiedad, Planta y Equipo presenta un saldo de $51.751,6 millones a diciembre 31 de 2003. Mediante oficio No. AGI-033 de marzo 1 de 2004, suscrito por el Jefe de Sección Almacén e Inventarios de la Universidad, reporto faltantes de $462.44 millones con responsable identificado y $1058.4 millones sin identificar el responsable,  para un total de $1.520.8.millones, sobre los cuales la Universidad  no ha iniciado ningún proceso disciplinario interno, en  cumplimiento de lo establecido en el inciso 2 del artículo 7 de la Ley 610 de 2000, denotando  la falta de gestión y deficiencia en el Sistema de Control Interno contable y del  proceso de saneamiento contable.

· La cuenta 1635 Bienes Muebles en Bodega  presenta un saldo de $63.1 millones a diciembre 31 de 2003, producto de la evaluación se evidencio  que existen algunos elementos que al momento de su entrega no se le elaboro y suscribió la salida del almacén y físicamente no están en bodega por $28.35 millones,  en la cuenta señalada. 

La anterior situación se presenta por la falta de controles, gestión y oportunidad en los registros contables, reflejándose en esta cuenta una sobreestimación y una subestimación en los  devolutivos a 31 de diciembre de 2003.

· Las cuentas 1910 Cargos Diferidos – Materiales y Suministros y  1960 Bienes de Arte y Cultura -  presentan un saldo de $214.8 millones y $ 1.857.7  millones a diciembre 31 de 2003, producto de la evaluación se evidencio  que existen algunos elementos que al momento de su entrega no se le elaboro y suscribió la salida del almacén y físicamente no están en bodega por $90.5 millones,  y $31.5 millones, respectivamente, en las cuentas señaladas. 

La anterior situación se presenta por la falta de controles, gestión y oportunidad en los registros contables, reflejándose en esta cuenta una sobreestimación y una subestimación en los gastos y  devolutivos a 31 de diciembre de 2003.

· La cuenta 1960 Bienes de Arte y Cultura presenta un saldo de $1.857,7 millones a diciembre 31 de 2003. Mediante oficio No. AGI-033 de marzo 1 de 2004, suscrito por el Jefe de Sección Almacén e Inventarios de la Universidad, reporto faltantes de $25.16 millones con responsable identificado, evidenciando que la Universidad no ha iniciado ningún proceso disciplinario interno, en  cumplimiento de lo establecido en el inciso 2 del artículo 7 de la Ley 610 de 2000, denotando  la falta de gestión y deficiencia en el Sistema de Control Interno contable y del  proceso de saneamiento contable.

· La cuenta 1996 Bienes y Derechos en Investigación Administrativa refleja un saldo de $4.226,5 millones a diciembre 31 de 2003, de los cuales $2.299,5 millones corresponden a avances y anticipos de vigencias anteriores pendientes de depurar, evidenciándose que a la fecha de la auditoría no se ha adelantado de manera efectiva el proceso de depuración de estas partidas, generando incertidumbre en esta cuenta.  Además, los saldos de los años 95 al 98 por valor de $206,7 millones en este momento, y de no mediar circunstancias especiales, ya estarían inmersas en una prescripción para iniciar el cobro coactivo con lo cual se evidencia un potencial detrimento del patrimonio del Distrito en esa cuantía.

· La Cuenta 2401  Adquisiciones de Bienes y Servicios Nacionales presenta un saldo de $572 millones a 31 de diciembre de 2003; observándose que se han efectuado ajustes de partidas con naturaleza contraria sin contar con los soportes correspondientes, generando incertidumbre en esta cuenta  y en la cuenta de Ingresos Extraordinarios.

· La cuenta 2455 Depósitos Recibidos de Terceros presenta un saldo de $2.639,5 millones a diciembre 31 de 2003, el cual se encuentra sobreestimado por los registros que se efectuaron en la reclasificación de las partidas conciliatorias reportadas en la cuenta de bancos por valor de $586,1 millones de los cuales $222,3 millones vienen del 2002 y $363,8 millones del 2003.

· La cuenta 245506  Depósitos recibidos en Administración presenta un saldo a diciembre de 2003 por $2.094,7 millones, en el cual no se han registrado los saldos de los convenios suscritos antes del 2002, generando incertidumbre en el valor reportado.

· La cuenta 48109004 Utilidades por Convenios Interinstitucionales presenta un saldo de $6,8 millones, correspondiente a las utilidades de los convenios liquidados durante la vigencia, el cual se ve afectado por la falta de registro de los convenios que no han sido liquidados y que fueron suscritos antes de la vigencia 2002, generando incertidumbre es esta cuenta.

· La cuenta 2710 Provisión para Contingencias presenta un saldo de $5.015 millones a diciembre 31 de 2003, por concepto de demandas en contra de la Universidad observándose una diferencia de $1.104 millones frente al valor de los procesos por $6.119 millones, reportado  según oficio OJ-0513 del 24 de marzo de 2004 por la Oficina Asesora Jurídica, lo cual origina una subestimación en esta cuenta y en la cuenta de gastos.

Resultados de la Evaluación al Proceso de Saneamiento Contable

Tal como se evidencia en el seguimiento efectuado en el capitulo sobre los resultados de la Evaluación al Plan de Mejoramiento suscrito en el año 2002 y la evaluación a los Estados Contables con corte a diciembre 31 de 2003, tenemos que manifestar con gran preocupación que si bien se evidenció que producto de  las auditorias realizadas por la Contraloría, la Administración de la Universidad pretendió dar cumplimiento a la Ley 716 de 2001 relativa al Saneamiento Contable y que producto de su ejecución se adelantaron algunas actuaciones para lograr el saneamiento de los Estados Contables a diciembre 31 de 2003, estos esfuerzos han sido poco representativos, más aún cuando algunos ajustes realizados no cuentan con soportes y más que una depuración fue una reclasificación de saldos trasladando las irregularidades a otras cuentas, situación que no permite determinar la consistencia de los registros y de los saldos presentados a diciembre 31 de 2003.

De otra parte, en el momento de la identificación de las cuentas a depurar no incluyeron las cuentas de orden.

Por lo anterior, consideramos que las acciones emprendidas han sido extemporáneas, intermitentes y sobre todo ineficaces para lograr el saneamiento pretendido; además, no se tomaron las medidas necesarias para minimizar las causas que originaron la actual situación contable de la Universidad.

El sistema de información contable y los procedimientos de Control Interno aplicados por la Entidad, no soportan, ni reportan adecuadamente los registros, ni las operaciones de las mismas, como se corrobora en la evaluación al sistema de control interno contable del cual se estableció que sigue siendo ineficiente e ineficaz, por cuanto no tiene un desarrollo adecuado ni cuenta con un efectivo seguimiento y control de las actividades desarrolladas, con lo cual se determina que la Universidad Distrital Francisco José de Caldas presenta un alto riesgo en la calidad de su información. 
De conformidad con las normas generales de contabilidad pública, las circulares nacionales del Contador General de la Nación y las circulares e instructivos del Contador General de Santa Fe de Bogotá y de acuerdo con las observaciones relacionadas en los párrafos anteriores, los cuales inciden en forma determinante en los saldos del Balance General y en el estado de Ingresos y Gastos, en mi  opinión los Estados Financieros Contables de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, NO PRESENTAN RAZONABLEMENTE su situación financiera a Diciembre 31 de 2003, y el resultado de sus operaciones correspondientes al período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre del mismo año.

En desarrollo de la presente auditaría tal como se detalla en el anexo No. 1, se establecieron en total 65 hallazgos administrativos de los cuales 5 tienen alcance fiscal en cuantía de $2.710.2  y 18 tienen alcance disciplinario. 

Concepto sobre Fenecimiento

Por el concepto desfavorable emitido en cuanto a la gestión realizada, el incumplimiento de la normatividad, la falta de un adecuado Sistema de Control Interno y  la opinión negativa expresada de los Estados Contables, la cuenta rendida por la entidad correspondiente a la vigencia 2003, no se fenece.

A fin de lograr que la labor de auditoría conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar en el menor tiempo posible las deficiencias puntualizadas en el presente informe, así mismo involucrando las observaciones del plan de mejoramiento de la vigencia pasada que aún no han sido corregidas; dicho  documento deberá ser remitido a la Contraloría de Bogotá dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del informe por parte de la entidad, de conformidad con lo establecido en las Resoluciones Reglamentarias Nos. 053 de 2001, 042 de 2001  y 023 de 2002 de la Contraloría de Bogotá.

Bogotá, D.C.  

ALIRIO RODRIGUEZ OSPINA

Director Técnico Sector Educación, Cultura, Recreación y Deporte

4.  RESULTADOS DE AUDITORIA

4.1 RESULTADOS DEL SEGUIMIENTO AL PLAN DE MEJORAMIENTO

4.1.1.  Recursos Humanos.

Se efectúo seguimiento al plan de mejoramiento suscrito por la Universidad Distrital a la vigencia 2002  en lo relacionado con recursos humanos referente a la organización de archivos de hojas de vida encontrándose incumplimiento por cuanto a 31 de diciembre de 2003 no se habían realizado las acciones y estrategias acordadas en dicho Plan. 

La Universidad presenta en su avance del plan de mejoramiento un avance del 60% en todas sus actividades.

4.1.2. Presupuesto

La Universidad se encuentra dentro de los términos presentados en el plan de mejoramiento, reflejando un avance al 31 de diciembre de 2003 de un 80%.

4.1.3. Estados Contables

El Plan de Mejoramiento Unificado de las vigencias 2001-2002, contiene 19  observaciones que fueron formuladas en la evaluación a los estados contables de dichos períodos, observándose que la entidad no cumplió con los términos establecidos para desarrollar la totalidad de las acciones de mejoramiento, contempladas en el citado Plan, plazo que venció en diciembre 31 de 2003.   

La Universidad implementó acciones correctivas para subsanar las diferencias que se presentaban entre contabilidad y presupuesto de los saldos reportados por concepto de ingresos por servicios educativos y efectuó el registro del valor facturado por cuotas partes y el mayor valor cancelado en la mesada pensional concedida a la señora Teresa de Verástegui

 En lo referente al registro de la  propiedad y avalúo de los bienes inmuebles, la Universidad contrató el correspondiente estudio, sobre el cual se efectuaron los ajustes en  contabilidad;  el grupo auditor verificó el registro contable, de lo cual queda pendiente  verificar  el contenido del avalúo.

Por otra parte, no aplicó los correctivos para solucionar las inconsistencias observadas en las cuentas de Bancos, Avances, Cuentas por Pagar: - Adquisición de Bienes y Servicios y Depósitos Recibidos de Terceros, Propiedad Planta y Equipo, en lo relativo a la identificación de faltantes y responsables e Ingresos por utilidad de convenios. En cuanto al Sistema de Control Interno, no se observaron acciones de mejoramiento para el seguimiento y control de los ajustes efectuados durante el proceso de saneamiento contable.

Finalmente, de las 19 observaciones a los estados contables, a diciembre 31 de 2003, la Universidad implementó totalmente las acciones de mejoramiento en 6 de éstas, lo cual equivale a un incumplimiento del  65% en las actividades contempladas en el Plan de Mejoramiento.  

 4.1.4. Pensiones

La Universidad no presenta un avance significativo respecto a la vigencia anterior (20%), incumpliendo las actividades pactadas en el Plan de mejoramiento.

4.1.6. Control Interno

La Universidad a pesar de haber registrado acciones tendientes a dar soluciones a las inquietudes de la ciudadanía, no ha presentado un avance significativo en la formalización mediante acto administrativo de un Acuerdo que reglamente los mecanismos de participación ciudadana.
4.1.7. Jurídica

La Universidad presenta un avance del 66% en el plan de mejoramiento.

4.1.8. Planeación:

A la fecha no ha presentado un avance en el plan de mejoramiento en lo que se refiere a  la actualización de los manuales de procedimientos y de funciones, incumpliendo las fechas acordadas para dicho correctivo, toda vez que ha solicitado prórrogas mediante oficios Nos 34000018338 del 25 de Noviembre de 2003 y 3400007461 del 28 de abril de 2004

4.1.9. Plan de Desarrollo

La Universidad presenta un avance del 100% en el Plan de Mejoramiento.

4.2. EVALUACION AL SISTEMA DE CONTROL INTERNO

4.2.1.  Ambiente de Control

Representa la forma de ser y operar de una organización, caracterizada por la actitud y compromiso de la alta dirección en el Sistema de Control Interno, así como por las pautas de comportamiento de los servidores públicos en la institución que obran como regulación, para que sus actuaciones sean consecuentes con los valores adoptados en la concertación estratégica para el logro del cometido estatal.

4.2.1.1. Principios y Valores Éticos

A pesar que el código de ética se adoptó al comienzo del año 2002,  y fue difundido a través de una cartilla a los jefes de cada área, se observa falta de asimilación de algunos de los valores como son compromiso, responsabilidad y armonía laboral, por parte de los funcionarios lo cual se ve reflejado en las inconsistencias detectadas en las áreas evaluadas.

La calificación de este componente se ubica en 3.0  dentro del nivel regular con un riesgo mediano. 

4.2.1.2. Compromiso y Respaldo de la Alta Dirección 

Se observó falta de compromiso y respaldo por parte de la Alta Dirección en el desarrollo de las actividades programadas en el Plan de Mejoramiento y en la definición de los planes de acción que conduzcan a una optima planeación institucional que orienten las acciones a desarrollar para el logro de su Misión y aún no se han diseñado e implantado los mecanismos idóneos para fomentar la participación ciudadana en la planeación de los planes y programas.

La calificación de este componente se ubica en 2.6 dentro del nivel regular con un riesgo mediano. 

4.2.1.3.  Cultura de Autocontrol

La Entidad para la vigencia estudiada no elaboró plan de acción institucional debidamente concertado y por ende no se elabora Plan anual de compras, plan anual de contratación, plan de  necesidades, plan de capacitación, lo que conduce a que en cada dependencia reine la improvisación y no establezcan criterios de economía, eficacia y equidad en la asignación de los recursos.

De otra parte, el personal contratado por órdenes de prestación de servicios no genera buen ambiente y cultura del autocontrol, puesto que ellos no tienen los mismos beneficios de los funcionarios de planta, en cuanto a capacitación, prestaciones y  estabilidad laboral.

El área Financiera ha adelantado acciones para subsanar las observaciones contenidas en el Plan de Mejoramiento, pero no han tomado las medidas correctivas para mitigar sus causas y así evitar que se continúen presentando las inconsistencias. La Universidad conformó el Comité de Saneamiento Contable a finales de diciembre de 2002, sin embargo se encontraron falencias relacionadas con la  no aplicación de la normatividad. La oficina de control interno no cumple con su función de acompañar y evaluar en forma independiente y objetiva este proceso, puesto que este organismo de control evidencio irregularidades que no se encuentran contempladas en ningún  informe de los presentados por la oficina de Control interno

La elaboración del mapa de riesgos y los planes de mejoramiento en cada una de las áreas como instrumentos del autocontrol, se constituyen en instrumentos en etapa de implementación cuya utilidad no se evidencia en la gestión de la universidad.

La calificación de este componente se ubica en 3.0 dentro del nivel regular con riesgo mediano. 

4.2.1.4.  Cultura del Diálogo

La Contraloría observó  que aún no es adecuado el nivel de comunicación permanente entre funcionarios y directivos de los diferentes niveles de la administración, esta situación muestra gran dificultad para el cumplimiento de las metas y objetivos en la entidad.

La calificación de este componente se ubica en 2.9 dentro del nivel regular con un riesgo mediano. 

La calificación de esta fase se ubicó en 2.8 considerada regular con un riesgo mediano.

4.2.2.  Administración del Riesgo

Es un proceso interactivo que se hace sobre la marcha y es componente crítico de un Sistema de Control Interno efectivo. El nivel directivo se debe centrar cuidadosamente en los riesgos de todos los niveles de la Entidad y realizar las acciones necesarias para administrarlos. La Entidad puede encontrarse en riesgo por causa de factores internos y/o externos, que a su turno pueden afectar tanto los objetivos establecidos como los implícitos.

4.2.2.1.  Valoración del Riesgo

La Universidad cuenta actualmente con el mapa de riesgos institucional en proceso de  implementación, dicho mapa aún no ha sido socializado entre los funcionarios  de las diferentes áreas y no se han tomado medidas para enfrentar las causas de los riesgos internos como tampoco se han considerado los efectos que los riesgos externos podrían traer para la entidad.

Este mapa de riesgos no contempla la adopción de la reglamentación para el funcionamiento del fondo de pensiones, creado desde 1997. 

El cobro de las cuotas partes a las diferentes Entidades se está realizando sin ningún procedimiento ni control, la responsabilidad está a cargo de una sola persona contratada mediante orden de prestación de servicios y no se evidencia seguimiento por parte de la Oficina Asesora de Control Interno.

La Universidad no cuenta con un proceso integrado de información financiera, lo cual genera demoras  y duplicidad en el registro de la información.

En el área Contable se corrigen las observaciones presentadas por la Contraloría, pero no se toman medidas para evitar su ocurrencia, conllevando a que al cierre de la vigencia se realicen los ajustes sin los respectivos soportes, cifras sin conciliar, saldos de avances sin depurar después  de varias vigencias.

Igualmente se observa que no existen aplicaciones integrales para el procesamiento de la nómina de profesores hora cátedra  y las existentes para liquidar las nóminas del personal de planta, no cuentan con los controles necesarios, por otra parte, no ha sido definido un procedimiento confiable que permita verificar el cumplimiento de las horas cátedra dictadas por los profesores de planta.

De igual forma, las Hojas de Vida aún no han sido actualizadas, foliadas ni organizadas en orden cronológico, lo que puede ocasionar la liquidación de subsidios a los funcionarios o a sus hijos,  que ya no tengan derecho, entre otras irregularidades.

La calificación de este componente se ubica en 2.2 del nivel regular con un riesgo mediano.

4.2.2.2.  Manejo del Riesgo

El mapa de riesgos adoptado por la Universidad presenta debilidades en cuanto a las acciones de minimización del riesgo ya que para llevarlas a cabo se necesita de un gran número de recursos, en su mayoría financieros, que en un momento dado pueden llegar a ser insuficientes. Adicionalmente no se han tomado medidas para enfrentar las causas de los riesgos internos como tampoco se han considerado los efectos que los riesgos externos podrían traer para la entidad por cuanto no reflejan la implantación de políticas efectivas para el manejo de los mismos.

La calificación de este componente se ubica en 2.4 dentro del nivel regular con un  riesgo mediano.

4.2.2.3.  Monitoreo

La vigilancia y monitoreo de los riesgos detectados en el mapa de riesgos no es la mas indicada por cuanto la presencia de irregularidades en las distintas dependencias, evidencia la inexistencia o inoperancia de dichos mecanismos de vigilancia.

La calificación de este componente se ubica en 2.0 dentro del nivel regular con un  riesgo mediano.

La calificación de esta fase se ubicó en 2.2 considerado regular con un riesgo mediano.

4.2.3. Operacionalización de los Elementos

Hace referencia a la articulación e interrelación del esquema Organizacional, la planeación, los procesos y procedimientos, el desarrollo del talento humano, los sistemas de información, la democratización de la administración pública y los mecanismos de verificación y evaluación, elementos que componen entre otros, el Sistema de Control Interno y que para efectos de la estandarización se han considerado como los mínimos a tener en cuenta en cualquier sistema de control.

4.2.3.1.  Esquema Organizacional

La organización de la Universidad presenta serias dificultades con su esquema organizacional debido a la delegación sin criterios claros de recursos y funciones a algunos funcionarios, situación que conduce a la  desarticulación funcional entre el Nivel Académico y Administrativo, ya que existe  excesiva delegación entre las diferentes facultades, haciendo más dispendioso la ejecución y el control al manejo de los recursos y  normas internas expedidas en cada una de ellas.

La calificación de este componente se ubicó en 2.5 considerado regular con un riesgo mediano

4.2.3.2.  Planeación

Los planes de acción presentados por los funcionarios de las diversas dependencias en la vigencia de estudio, por haber sido presentadas extemporáneamente de forma incompleta en algunos casos, no permiten realizar una planeación institucional anual que clarifique los recursos, metas y objetivos a cumplir por parte de cada una de las dependencias.

La calificación de este componente se ubicó en 3.1 considerado regular con un riesgo mediano.

4.2.3.3.  Procesos y Procedimientos

Algunos Manuales de funciones y Procedimientos se vienen aplicando en algunas dependencias, sin embargo esto no garantiza que haya articulación entre las diversas dependencias y si por el contrario se presenta dispersión de esfuerzos y duplicidad de tareas , puesto que algunos de estos manuales fueron elaborados sin considerar las funciones y procedimientos de otras áreas.

En algunas áreas no existe o no se aplica los manuales de procedimientos como es el caso del Fondo de Pensiones.

La calificación de este componente se ubicó en 2.6 considerado regular con un riesgo mediano.

4.2.3.4.  Desarrollo del Talento Humano

En el área de Recursos Humanos se encuentra el archivo del personal activo y de los pensionados, el cual todavía no se encuentra debidamente actualizado, foliado ni organizado en forma cronológica.

No se llevó a cabo un plan de capacitación que involucrara a todos los funcionarios de la Entidad, sino que cada área organizó su capacitación aisladamente y en forma desorganizada, presentándose más capacitación al nivel directivo.

La Universidad presenta un alto índice de vinculación de personal por órdenes de prestación de servicios, aspecto que influye negativamente en la preservación de la continuidad en las funciones asignadas.

La calificación de este componente se ubicó en 2.6 considerado regular con un riesgo mediano.

4.2.3.5.  Sistemas de Información

La Universidad no cuenta con un sistema integrado para el manejo de la información financiera; en algunas áreas el manejo de la información se realiza a través de sistemas manuales, libros radicadores y en áreas como almacén no se cuenta siquiera con información registrada en kardex y las dependencias de Contabilidad y Tesorería manejan información integrada pero falta incluir  las áreas de Presupuesto,  Almacén, Inventarios y Recursos Humanos.
En el área de Recursos Humanos no existe un sistema integrado para el manejo de su información, se utilizan diferentes aplicaciones para la liquidación de las nóminas, haciéndola  más susceptible a alteraciones o errores.  

La calificación de este componente se ubicó en 2.3 considerado regular con un riesgo mediano.

4.2.3.6. Democratización de la Administración Pública

La Universidad ha realizado algunos convenios y programas de extensión con Localidades para incentivar programas de participación ciudadana, sin embargo no presenta un balance de los resultados obtenidos ni de los beneficiarios de las acciones emprendidas ni de la utilidad obtenida con la realización de tales eventos.

Actualmente, la Vicerrectoría está elaborando políticas dirigidas a incentivar la participación ciudadana en el desarrollo de los programas de la Universidad, en cumplimiento de los compromisos establecidos en la Carta de Gerencia de 2001.

La calificación de este componente se ubicó en 3.2 considerado bueno con un riesgo mediano.

4.2.3.7.  Mecanismos de verificación y evaluación

El Manual de indicadores adoptado mediante Resolución 393 del 28 de diciembre de 2001, contiene únicamente indicadores para el área académica pero se encuentran desactualizados.

No se evidencia un adecuado seguimiento y control a los registros efectuados por contabilidad en desarrollo del proceso de depuración de partidas antiguas y saneamiento contable de los cuales se observaron inconsistencias en la presente auditoría por parte de la Oficina de Control Interno

La calificación de este componente se ubicó en 2.7 considerado regular con un riesgo mediano.

La calificación de esta fase se ubicó en 2.6 considerada regular con un riesgo mediano.

4.2.4.  Documentación

Es la descripción por escrito del ejercicio de la Entidad, es decir, la elaboración de manuales de funciones procesos y procedimientos a partir de los cuales la organización actúa y toma decisiones. Esto implica que las funciones y procedimientos deben ser aprobados por la alta dirección y fundamentalmente, que sean puestos en conocimiento de los funcionarios que los deben ejecutar.

4.2.4.1.  Memoria Institucional

Los registros de información es adecuada en algunas dependencias, sin embargo se observó que en otras no es adecuadamente utilizada al momento de la  toma de decisiones, debido a que se encuentra dispersa en las diferentes dependencias y mas grave aún los soportes de una operación deben localizarse y reunirse en las diferentes áreas que intervinieron en la misma para conformar un expediente; por consiguiente el proceso de depuración de partidas  de vigencias anteriores, se ha dificultado debido a que la Entidad no cuenta con los documentos soportes.

Un problema identificado en el mapa de riesgos, consiste en que la mayoría de las áreas involucran dentro de sus riesgos la falta de seguridad en la conservación de los archivos, pero a la fecha de la evaluación los problemas persisten en el manejo documental.

La calificación de este componente se ubicó en 3.1 considerado regular con un riesgo mediano.

4.2.4.2.  Manuales

La universidad a pesar de disponer de manuales de procedimientos para algunas dependencias, no cuenta con instrumentos de actualización ni de seguimiento y verificación de los mismos y en algunos casos estos manuales se aplican independientemente de los procesos ejecutados por otras dependencias lo que  puede conducir a la realización de actividades paralelas, a la ambigüedad en la asignación de responsabilidades y a que las dependencias se manejen independientemente unas de las otras.

La calificación de este componente se ubicó en 2.7 considerado regular con un riesgo mediano

4.2.4.3.  Normas y Disposiciones Internas

La Universidad cuenta con una base de datos que contiene todas las normas y pueden ser consultadas a través de Internet, pero falta la unificación de los criterios en las Facultades para la reglamentación de los programas académicos.

La calificación de este componente se ubicó en 3.0 considerado regular con un riesgo mediano.

La calificación de esta fase se ubicó en 3.1 considerada regular con un riesgo mediano.

4.2.5.  Retroalimentación

Tiene que ver con la efectividad de la comunicación de la Entidad y es la fase final y dinamizadora del Sistema de Control Interno, que busca generar al interior una Cultura de Autocontrol que permita mejorar la Gestión y resultados de la organización.
4.2.5.1. Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno o quien haga sus veces

El  Comité de Coordinación de Control Interno efectúa sus reuniones, plasmando en sus actas las diferentes inquietudes, pero no presentan soluciones inmediatas, no retoman tareas anteriores, ni fijan nuevas directrices, como tampoco se realiza vigilancia y monitoreo de las tareas encomendadas a las diferentes áreas.

La calificación de este componente se ubicó en 3.0 considerado regular con un riesgo mediano.

4.2.5.2. Plan de Mejoramiento

La Oficina Asesora de Control Interno dentro de su plan de acción del 2003, está ejerciendo seguimiento y efectuando las correspondientes recomendaciones para los ajustes a que haya lugar. La Universidad en sus diferentes áreas, elaboró un plan de mejoramiento en el segundo semestre de 2003, el cual no se cumplió en un 100%.

La calificación de este componente se ubicó en 3.0 considerado regular con un riesgo mediano.

4.2.5.3. Seguimiento 

La Oficina Asesora de Control Interno ha implementado acciones de seguimiento en algunas de las áreas, pero falta complementar este proceso con la elaboración y aplicación de indicadores; además no se verifica la confiabilidad y soportes de los registros contables efectuados mediante notas de ajustes en el proceso de depuración de partidas antiguas.

La calificación de este componente se ubicó en 2.7 considerado regular con un riesgo mediano.

La calificación de esta fase se ubicó en 2.8 considerado regular con un riesgo mediano.

La calificación global definitiva del Sistema de Control Interno se ubica  en 2.7, considerado regular con un  nivel de riesgo mediano.

Fases y Componentes                     Calificación

Ambiente de Control
2.8

Administración del Riesgo
2.2

Operacionalización de los Elementos
2.6

Documentación
3.1

Retroalimentación
2.8

TOTAL
2.7

La calificación del Sistema de Control Interno se obtiene de la sumatoria de las fases dividida por el número de ellas, el resultado se clasifica en los siguientes rangos:
     PESIMO              MALO                 REGULAR        BUENO           EXCELENTE

-------------------- --------------------- ------------------------ ----------------------- -------------------

01             1  

1.1                 2

    2.1                    3




       3.1                    4







    4.1               5

_________________________ _____________________________ ___________

         ALTO RIESGO                               MEDIANO RIESGO              

      BAJO RIESGO

Como se puede apreciar, la universidad obtuvo una calificación de 2.7 ubicada en un nivel de riesgo medio

4.3. HALLAZGOS DE AUDITORÍA

4.3.1. Presupuesto

4.3.1.1  Como resultado de la evaluación realizada se logro constatar que eL día 7 de febrero de 2003 se afecto el presupuesto por un valor de $467.0 millones, que corresponde a una transferencia que hace la nación a la Universidad Distrital, evidenciándose que se realizo nuevamente el nuevo ingreso por $ 457.0 millones, según la Resolución 008 del 28 de marzo de 2003, presentándose el presupuesto con cifras irreales.

La entidad debe velar porque en el presupuesto de cada vigencia no se incluyan ingresos, contribuciones o impuestos que no figuren en el presupuesto de renta, según lo normado en el Decreto 714, Artículo 13, literal a) y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información de sus registros , en cumplimiento de los objetivos del Sistema de Control Interno, establecidos en el literal e) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993.

Por los anterior se observa falta de análisis, control y verificación de los registros presupuestales y debilidad en el sistema de control Interno, presentándose una información irreal en los ingresos generando una sobreestimación en la cuenta de ingresos.

Respuesta dada por la Administración:

"Detectada la situación del doble registro de la transferencia de la Nación a la Universidad, la Administración ordenó se tomaran los correctivos del caso, de conformidad con la normatividad aplicable… (")

Es necesario reconocer que se han presentado dificultades en el proceso presupuestal, por tal razón la Rectoría creó mediante Resolución No.043 del 9 de marzo de 2004, la Comisión Presupuestal y Financiera con el fin de hacer seguimiento permanente al Presupuesto General de la Universidad,  generar mecanismos de autocontrol, análisis y seguimiento de cada uno de sus componentes y a la vez fortalecer el Sistema de Control Interno.
Creemos que con estas medidas y la implementación del software, los problemas detectados por la Contraloría y nuestro Sistema de Control Interno, serán subsanados".

La administración ratifica en su respuesta las debilidades presentadas en los procedimientos, sistemas de control  y comunicación entre las diferentes áreas involucradas en el proceso presupuestal, esta situación se constituye en un hallazgo administrativo y deberán adoptarse los correctivos necesarios en el Plan de Mejoramiento.

4.3.1.2 La Contraloría al realizar el seguimiento de las reservas presupuestales a 31 de diciembre de 2003, encontró la orden de pago No. P-02842 de diciembre 16 de 2003 a favor del señor Lucio Posada por un valor de $49.5 millones por concepto de sentencias judiciales, cuya reserva No. 3963 expedida el 15 de diciembre de 2003 quedo registrada en el cierre presupuestal habiéndose efectuado el giro el 16 de diciembre mediante la orden de pago arriba mencionada, transgrediendo el numeral 3. de la circular No. 022 de 2003 de la Secretaría de Hacienda Distrital.

Respuesta dada por la Administración:

"La Universidad reconoce que fue omitido el procedimiento establecido en las normas presupuestales el cual señala la obligatoriedad de imputar previamente al pago la reserva presupuestal por parte de la Sección de Presupuesto, lo cual generó que dicha cuenta quedará constituida como reserva presupuesta a 31 de diciembre de 2003. Para subsanar dicho inconveniente se levantó un acta de cancelación de la reserva.

Es importante señalar que la Tesorería autorizó el pago en razón de la urgencia del reconocimiento de la sentencia judicial, ordenada por el Juez 18 Laboral del Circuito quien obliga a la Universidad Distrital a cancelar la suma de $49.500.000, así como ante la proximidad del cierre de juzgados y del cierre de la vigencia fiscal de la institución".

La administración ratifica en su respuesta las debilidades presentadas en los procedimientos, sistemas de control  y comunicación entre las diferentes áreas involucradas en el proceso contable, esta situación se constituye en un hallazgo administrativo y deberán adoptarse los correctivos necesarios en el Plan de Mejoramiento.

4.3.2.  Evaluación a los Estados Contables

4.3.2.1. – Cuenta 1110- Bancos y Corporaciones

4.3.2.1.1. La cuenta de Bancos y Corporaciones presenta un saldo de $7.183,2 millones a diciembre 31 de 2003; en las conciliaciones bancarias con corte a la misma fecha, de los bancos Occidente y Bancolombia, se encuentran partidas conciliatorias que vienen desde el 2000, por un valor total de $7.545,2 millones,  y cheques pendientes de cobro del 2002 por $38,7 millones, generando incertidumbre en el saldo reportado en el balance.

Las cuentas bancarias y las situaciones a que nos referimos son las siguientes:

CUADRO 9
PARTIDAS CONCILIATORIAS DE BANCOS A DICIEMBRE DE 2003

                                                                                                                                    Millones de $  

	CUENTA No.
	BANCO
	SIN REGISTRAR EN EXTRACTO
	SIN REGISTRAR  EN LIBROS
	CHEQUE PDTES  COBRO

	
	
	CONSIGNACIONES
	NOTAS.DEBITO
	NOTAS CREDITO
	NOTAS DEBITO
	

	230814626
	OCCIDENTE
	213.8
	1.533.6
	219.2
	1.594.9
	

	230814618
	OCCIDENTE
	209.0
	7.1
	876.6
	286.6
	

	23053548
	OCCIDENTE
	717.6
	251.3
	374.4
	352.6
	38.7

	3912625077
	BANCOLOMBIA
	102.2
	351.9
	375.8
	78.6
	

	
	TOTALES
	1.242.6
	2.143.9
	1.846
	2.312.7
	38.7


Fuente: Conciliaciones bancarias a diciembre 31 de 2003, elaboradas por la Sección de Contabilidad de la Universidad
Lo anterior evidencia que la información contable incumple con los postulados de confiabilidad y utilidad, con lo establecido en los numerales 1.1.3.2, 1.1.3.3, 1.1.3.5 en los aspectos conceptuales de los procedimientos relativos a los principios del Capítulo I Parte II del Plan General de Contabilidad Pública, adoptado mediante Resolución No. 400 del 1 de diciembre de 2000, por el Contador General de la Nación y lo establecido en la Ley 716 de 2001 y sus Decretos Reglamentarios. 

Igualmente, se incumple con los parámetros establecidos en la Resolución 196 de julio 23 de 2001, referentes al Sistema de Control Interno Contable; en concordancia con lo establecido en los literales a) y e) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993  referentes a proteger los recursos de la organización y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros. 

Esta inconsistencia se presenta debido a la falta de gestión y oportunidad en la aclaración de dichas partidas, puesto que se presentan cifras por conciliar de los años 2000 al 2003,  con lo cual se evidencia que la Universidad no ha subsanado las partidas de vigencias anteriores y no ha adoptado las medidas correctivas para evitar que esta situación continúe presentándose.

Producto de la evaluación de las conciliaciones se encontró que estas no son consistentes toda vez que parten del saldo según extracto y sin embargo contemplan conceptos tales como consignaciones sin registrar en extracto y notas débito sin registrar en extracto, situación del todo improcedente.

Es de anotar que no todas las partidas por conciliar obedecen a la falta de reporte de información de la entidad bancaria, toda vez que se han encontrado casos en el Banco de Occidente Cuenta 230-5354- Proveedores, en el que la conciliación a diciembre 31 de 2003 reporta como cheque pendiente de cobro con el número 67685 un valor de $7.8 millones, documento que corresponde a un pago de nómina por transferencia ACH, operación no efectuada por esta cuenta sino por la cuenta corriente del Banco Occidente No. 23082018-5 Nómina. Igualmente los cheques 14404 por $191.467 y 14405 por $438.778 figuran pendientes de cobro cuando en realidad estos fueron anulados. Así como estos casos se presentan muchos otros que la Universidad debe revisar uno a uno para establecer realmente cuales  partidas  son objeto de conciliación y cuales obedecen a errores en el registro contable.

Las situaciones descritas en los párrafos anteriores denotan que no se está efectuando un verdadero análisis e identificación de la problemática de cada partida, en el proceso de depuración de saldos y saneamiento contable. 

En consecuencia, se observan deficiencias en el sistema de control interno contable en cuanto a la conciliación,  verificación y seguimiento de los registros; conllevando a  que los Estados Contables no reflejen los recursos realmente disponibles, lo cual no permite que la información sea útil, oportuna y confiable para la adecuada toma de decisiones. 

De conformidad con el Plan de Mejoramiento Unificado del 2001-2002 suscrito con la Contraloría de Bogotá, se estableció como fecha límite diciembre 31 de 2003, para  depurar la totalidad de las partidas conciliatorias en bancos, acciones que no fueron ejecutadas por los responsables relacionados en dicho Plan,  ni verificadas por los encargados de efectuar el seguimiento y monitoreo.

Respuesta dada por la administración:

"Los problemas evidenciados por ustedes que se remontan desde el año 2000, como se deduce de los documentos del Plan de mejoramiento no se han solucionado a la fecha" 

La administración en su respuesta acepta que se presentan las inconsistencias señaladas en la cuenta de bancos, y que a la fecha no se han solucionado. Además, como ya hemos señalado, la Universidad no ha adoptado las medidas correctivas para evitar que se continúen presentando dichas inconsistencias, puesto que las partidas conciliatorias incluyen valores del 2002 y 2003, es decir con posterioridad a la expedición de la Ley de saneamiento contable.

“Teniendo en cuenta el comparativo de  algunas de las cuentas que se encuentran por conciliar esta cifra no arroja $ 7.545.2. millones por depurar , “ La conciliación bancaria  consiste en cotejar, determinar las diferencias que puedan existen entre los libros auxiliares y el estado de las cuenta Bancarias ( Extractos) , sin obviar que de estas diferencias existen partidas como Notas débitos y créditos no registradas en extracto y Notas Débitos y Créditos no registradas en libros, esto quiere decir que haciendo un comparativo tomando dos de las cuentas antes mencionadas …”

De otra parte, referente a la respuesta dada a las observaciones formuladas en el informe preliminar, es de anotar que las partidas indicadas en el cuadro 9 fueron tomadas de las conciliaciones bancarias allegadas y suscritas por el funcionario que las preparó y por el Contador, las cuales reposan en los papeles de trabajo del equipo auditor. Respecto a los $38.5 millones por cheques pendientes de cobro que se reflejan en la conciliación bancaria a diciembre de 2003, la observación se refiere a que teniendo en cuenta que estos cheques fueron girados desde hace año y medio,  ya perdieron su vigencia, según el código de comercio,  por lo tanto, no deben aparecer como partida conciliatoria puesto que estos ya no se podrán hacer  efectivos.

Por lo anterior, este hecho se constituye en un hallazgo administrativo de carácter disciplinario, según numeral 52 del articulo 48 de la ley 734 de febrero 5 de 2002, y será trasladado a la Personería de Bogota, igualmente se corrobora el  incumplimiento al Plan de Mejoramiento, puesto que este es un compromiso que adquirió la Universidad con la Contraloría, independiente de las acciones que se deban adelantar con motivo de la Ley 716 de 2001, en consecuencia este ente de Control iniciara el correspondiente proceso sancionatorio.

4.3.2.1.2 - La Contraloría efectuó seguimiento a las observaciones formuladas en el 2002, referente a las partidas conciliatorias antiguas pendientes de depurar en las cuentas de bancos; en ese año se efectuaron reclasificaciones mediante notas 2-295, 2-594 2-302 2-301 2-300, 2-90 y 2-593 generadas por la tesorería entre junio y noviembre de 2002, las cuales carecían de soporte, situación que ocasionó un registro debito a Bancos por $270.7 millones y un crédito a la cuenta depósitos recibidos de terceros por la misma cuantía, en este registro se reclasificaron irregularmente partidas de conciliaciones bancarias sin justificación y soporte alguno. Con base en lo anterior se determinó que a diciembre 31 de 2002 se estaba sobreestimando el saldo de estas dos (2) cuentas en $270.7 millones.  

Durante el 2003, sin justificación ni soporte alguno reclasificaron la suma de $48.4 millones de la cuenta 24550601 Depósitos Recibidos de Terceros a la cuenta 2996905506 Obligaciones en Investigación Administrativa – Otras Obligaciones mediante nota N13-424 de diciembre de 2003, generando una sobreestimación de $222.3 millones en la Cuenta Depósitos Recibidos en Terceros, de $48.4 millones en Obligaciones en Investigación Administrativa y $270.7 millones en bancos.

De otra parte, en mayo de 2003, la Universidad saldó 8 cuentas bancarias del banco Occidente, Cuentas Nos. 814568, 814576, 814584, 814592, 814600, 5953, 81924-5, 82018-5, las cuales presentaban partidas conciliatorias de vigencias anteriores; evidenciándose que estas no fueron depuradas pero si eliminadas de la conciliación bancaria mediante el comprobante C-002-395 de mayo 12 de 2003, registrando un débito de $363.8 millones en la cuenta contable de Bancos y un crédito en la cuenta Depósitos Recibidos de Terceros, por concepto de diferencia entre Banco y Tesorería; registro que no se encuentra debidamente soportado ni corresponde a la dinámica de la cuenta del pasivo; razón por la cual se presenta una sobreestimación por valor de $363.8 millones en la cuenta de Bancos y  $586.1 millones en Depósitos Recibidos de Terceros.

Finalmente, se presenta una sobreestimación por valor de $634.5 millones en la cuenta de Bancos, $586.1 millones en Depósitos Recibidos de Terceros y $48.4 millones  en Obligaciones en Investigación y Administrativa
Los anteriores ajustes carentes de soporte, evidencian que la información contable y sus registros incumplen con los postulados de confiabilidad y utilidad, lo establecido en los numerales 1.1.3.2, 1.1.3.3, 1.1.3.5 en los aspectos conceptuales de los procedimientos relativos a los principios del Capítulo I Parte II del Plan General de Contabilidad Pública, adoptado mediante Resolución No. 400 del 1 de diciembre de 2000, por el Contador General de la Nación y lo establecido en la Ley 716 de 2001 y sus Decretos Reglamentarios. 

Igualmente, se incumple con los parámetros establecidos en la Resolución 196 de julio 23 de 2001, referentes al Sistema de Control Interno Contable; en concordancia con lo establecido en los literales a) y  e) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993  referentes a proteger los recursos de la organización y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros. 

Las inconsistencias señaladas se presentan debido a la falta de gestión y oportunidad en la aclaración de dichas partidas y deficiencias en el sistema de control interno contable y en el proceso de saneamiento contable en cuanto a verificación y seguimiento de los registros efectuados mediante las notas de ajustes; conllevando a que los saldos reportados en la cuenta de Bancos, Depósitos Recibidos de Terceros y Obligaciones en Investigación y Administrativa, no sean confiables

Respuesta dada por la administración:

" ..La Universidad Distrital, haciendo uso de su autonomía administrativa y financiera procedió a la cancelación e las 12 cuentas referidas en razón de criterios de eficiencia y transparencia en los procedimientos……Como es normal en estos procesos quedaron partidas conciliatorias para ser depuradas posteriormente por Tesorería, procesos a realizarse en la medida en que se alleguen los soportes respectivos y se depure la partida conciliatoria”

No se acepta la respuesta de la administración en lo referente a que el proceso de depuración se efectuará en la medida en que se alleguen los soportes, puesto que 

se evidenció que no todas las partidas por conciliar obedecen a la falta de reporte de información de la entidad bancaria, toda vez que se han encontrado casos en el Banco de Occidente Cuenta 230-5354- Proveedores, en el que la conciliación a diciembre 31 de 2003 reporta como cheque pendiente de cobro con el número 67685 un valor de $7.8 millones, documento que corresponde a un pago de nómina por transferencia ACH, operación no efectuada por esta cuenta sino por la cuenta corriente del Banco Occidente No. 23082018-5 Nómina, situación originada por un error en el registro contable; ésta cuenta  corresponde a una de las que fue cancelada sin la debida depuración de sus partidas conciliatorias 
“En las demás partidas conciliatorias en las cuentas del Banco de Occidente;  la cifra  evidenciada por este ente de control por cheques pendientes de cobro  al año 2002 ( cuenta proveedores 230-05354-8 ) Denominada contablemente 11100502 por valor de 38.5 millones  ustedes mismos manifiestan que no todas la partidas reportadas  son cifras que deben afectar una conciliación por cruzar porque son cheques anulados y ajustes  de nomina como es el caso de 7.8 millones de pesos que fueron afectados por otra cuenta la 230-82018-5.”

Respecto a la respuesta dada al informe preliminar, referente a las cuentas bancarias canceladas, se reitera que no se efectuó el procedimiento correcto, puesto que se realizó un ajuste global debiéndose depurar partida por partida; teniendo en cuenta que en mayo 7 de 2004 han dado las instrucciones correspondientes para la depuración de todas las cuentas bancarias incluidas las que fueron saldadas, esta observación deberá incorporarse en el Plan de Mejoramiento  indicado.  En cuanto a los registros efectuados en la cuenta depósitos recibidos de terceros por  $270.7 millones, se agrega que no se tuvo en cuenta el comprobante C2-724 por $73.3 millones registrado en junio 11 de 2002

Por lo anterior, este hecho se constituye en un hallazgo administrativo de carácter disciplinario, según numeral 52 del articulo 48 de la ley 734 de febrero 5 de 2002, y será trasladado a la Personería de Bogota, igualmente se corrobora el  incumplimiento al Plan de Mejoramiento, puesto que este es un compromiso que adquirió la Universidad con la Contraloría, independiente de las acciones que se deban adelantar con motivo de la Ley 716 de 2001, en consecuencia este ente de Control iniciara el correspondiente proceso sancionatorio.

4.3.2.2.-Cuenta 1420-Avances y Anticipos

4.3.2.2.1 - La cuenta 142013 Anticipos para Proyectos de Inversión presenta un saldo de $872.9 millones a diciembre 31 de 2003, de los cuales $206.5 millones corresponden a saldos que no presentan movimiento desde el 2000. Al efectuar el seguimiento al origen de dicho saldo se evidenció que en el caso del saldo de $3.0 millones a nombre de Ordóñez Pinzón Germán, $1.0 millones a nombre de  Quesada G. María del C. se debe a error en el registro contable puesto que corresponden a avances sin legalizar y no a anticipos. Igualmente se detectó que no se amortizó el valor de $579.1 millones del anticipo girado al Consorcio Robayo Ramírez para la construcción de la Sede de Ingeniería, presentándose una sobreestimación en esta cuenta y una subestimación en la cuenta de Edificios y Casas.  

Con respecto al saldo de $206.5 millones que viene desde el 2000,  la Universidad  puede llegar a incurrir en un detrimento patrimonial al no exigir, bien sea la legalización o el cobro de los recursos Distritales, antes que prescriban las acciones para efectuar  el cobro coactivo. 

Es de citar que durante el 2003, se efectuaron Reclasificaciones a todas las cuentas de avances y anticipos por un valor total de $2.397.9 millones a al cuenta 1996 Bienes y Derechos en Investigación Administrativa, que corresponden a giros efectuados desde el año 1997 al 2002, los cuales no constituyen un proceso de depuración sino una reclasificación de saldos, dilatando el proceso de saneamiento contable. 

Lo anterior evidencia que la información contable pública no cumple con los postulados de confiabilidad y utilidad ni con lo establecido en los numerales 1.1.3.2, 1.1.3.4  y  1.1.3.5 en los aspectos conceptuales de los procedimientos relativos a los principios del Capítulo I Parte II del Plan General de Contabilidad Pública, adoptado mediante Resolución No. 400 del 1 de diciembre de 2000, por el Contador General de la Nación, así como lo establecido en la ley 716 de 2001 y sus Decretos Reglamentarios;  proteger los recursos de la organización y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, en cumplimiento de los objetivos del sistema de control interno, contemplados en los literales a) y  e) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993.

Esta situación se presenta por la falta de controles para el giro y legalización de los avances y anticipos,  análisis de saldos al cierre de la vigencia, deficiencias en el sistema de control interno y en el proceso de saneamiento contable,  conllevando a que la información contable no sea útil ni confiable; además, se evidencia incumplimiento al Plan de Mejoramiento en lo referente a las actividades que se debían efectuar a 31 de diciembre de 2003, para subsanar las deficiencias observadas en los avances y anticipos.

Respuesta dada por la administración:

" Efectivamente, al confrontar los terceros que hacen parte de la cuenta de anticipos para proyectos de inversión, aparecen algunos con saldos de cierta antigüedad de los cuales 4 casos son producto de una errónea clasificación al momento de la entrega del dinero,….registros que ya fueron reclasificados y ajustados mediante comprobante N12-003 de enero 23 de 2004 y N12-011 de marzo 8 de 2004….Con base en el análisis anterior y los documentos que dieron origen a los mismos, la sección de contabilidad procederá a efectuar los correspondientes ajustes en el mes de abril de 2004”.

La respuesta dada por la Universidad corrobora que no se ha efectuado el debido proceso de depuración de las partidas por legalizar de vigencias anteriores. 
“Referente a su apreciación de incurrir en un detrimento patrimonial no es procedente ya que lo que esta pendiente es un proceso administrativo al no disminuir un anticipo anteriormente al momento de generar la orden de pago, sin que haya quedado saldos por cobrar a terceros.

En cuanto a la apreciación que las reclasificaciones efectuadas a todas la cuentas de avances y anticipos por valor de $2.397.9 millones a las cuentas 1996 Bienes en Investigación Administrativa no corresponden a depuración sino reclasificaciones de saldos, me permito informarle que es una visión errada ya que estos ajustes fueron producto del análisis detallado de terceros, lo que conllevo el levantamiento de”

En cuanto a los soportes de los ajustes efectuados en las cuentas de Avances y  Bienes en Investigación Administrativa, este aspecto será verificado durante el seguimiento al Plan de Mejoramiento. 
De otra parte, la afirmación referente al presunto detrimento que se puede presentar por la inoportuna depuración de los saldos de vigencias anteriores en la cuenta de avances, es una advertencia de las posibles consecuencias que se pueden presentar con el fin de que se tomen las acciones correctivas pertinentes, puesto que en la evaluación se evidenció que este proceso no presenta un avance significativo.

Por lo anterior, este hecho se constituye en un hallazgo administrativo de carácter disciplinario, según numeral 52 del articulo 48 de la ley 734 de febrero 5 de 2002, y será trasladado a la Personería de Bogota, igualmente se corrobora el  incumplimiento al Plan de Mejoramiento, puesto que este es un compromiso que adquirió la Universidad con la Contraloría, independiente de las acciones que se deban adelantar con motivo de la Ley 716 de 2001, en consecuencia este ente de Control iniciara el correspondiente proceso sancionatorio.

4.3.2.3-Cuenta 1600-Propiedad Planta y Equipo 

4.3.2.3.1 La cuenta 164001 Edificios y Casas presenta un saldo de $30.593.3 millones a diciembre 31 de 2003 el cual se encuentra subestimado en $579.1 millones por la falta de amortización del Anticipo girado al Consorcio Robayo Ramírez, señalado en el numeral 4.3.2.2.1 de esta acápite. Esta situación afecta la depreciación y los gastos de depreciación.
Lo anterior evidencia que la información contable pública no cumple con los postulados de confiabilidad y utilidad ni con lo establecido en los numerales 1.1.3.2, 1.1.3.4  y  1.1.3.5 en los aspectos conceptuales de los procedimientos relativos a los principios del Capítulo I Parte II del Plan General de Contabilidad Pública, adoptado mediante Resolución No. 400 del 1 de diciembre de 2000, por el Contador General de la Nación, así como lo establecido en la ley 716 de 2001 y sus Decretos Reglamentarios;  proteger los recursos de la organización y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, en cumplimiento de los objetivos del sistema de control interno, contemplados en los literales a) y  e) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993.

Esta situación se presenta por la falta de controles para el giro y legalización de los avances y anticipos,  análisis de saldos al cierre de la vigencia, deficiencias en el sistema de control interno y en el proceso de saneamiento contable,  conllevando a que la información contable no sea útil ni confiable; además, se evidencia incumplimiento al Plan de Mejoramiento en lo referente a las actividades que se debían efectuar a 31 de diciembre de 2003, para subsanar las deficiencias observadas en los avances y anticipos.

Respuesta dada por la administración:

"Efectivamente, al confrontar los terceros que hacen parte de la cuenta de anticipos para proyectos de inversión, aparecen algunos con saldos de cierta antigüedad de los cuales 4 casos son producto de una errónea clasificación al momento de la entrega del dinero,….registros que ya fueron reclasificados y ajustados mediante comprobante N12-003 de enero 23 de 2004 y N12-011 de marzo 8 de 2004….Con base en el análisis anterior y los documentos que dieron origen a los mismos, la sección de contabilidad procederá a efectuar los correspondientes ajustes en el mes de abril de 2004”.

La respuesta dada por la Universidad corrobora que no se ha efectuado el debido proceso de depuración de las partidas por legalizar de vigencias anteriores Este hecho se constituye en un hallazgo administrativo; además, se evidencia incumplimiento al Plan de Mejoramiento en lo referente a las actividades que se debían efectuar a 31 de diciembre de 2003, para subsanar las deficiencias observadas en los avances y anticipos.

4.3.2.3.2 - La cuenta 1600 Propiedad, Planta y Equipo presenta un saldo de $51.751,6 millones a diciembre 31 de 2003. Mediante oficio No. AGI-033 de marzo 1 de 2004, suscrito por el Jefe de Sección Almacén e Inventarios de la Universidad, reporto faltantes de $462.44 millones con responsable identificado y $1058.4 millones sin identificar el responsable,  para un total de $1.520.8.millones, sobre los cuales la Universidad  no ha iniciado ningún proceso disciplinario interno, en  cumplimiento de lo establecido en el inciso 2 del artículo 7 de la Ley 610 de 2000, denotando  la falta de gestión y deficiencia en el Sistema de Control Interno contable y del  proceso de saneamiento contable.

CUADRO 10
REPORTE DE FALTANTES A DICIEMBRE 31 DE 2003

	NOMBRE DE LA CUENTA
	Equipo 
	Equipo de 
	Equipo de 
	Armamento de 
	Herramienta y
	Equipo de
	Otros Equipos
	Mubles y
	Equipo de
	Equipo de 
	Equipo de
	Maquinaria de
	Sub total

	 
	de musica
	Recreacion y
	Enseñanza
	Vigilancia
	Accesorios
	Laboratorio
	Medicos
	Enseres
	Oficina
	Comunicación
	Computación
	Restaurante
	 

	 
	 
	Deporte
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	CUENTA No.
	16550502
	16550609
	16550908
	16551001
	16551114
	16600210
	16609001
	16650118
	16650212
	16700107
	16700221
	16800206
	 

	Vr. RESP. IDENTIFICADO
	6,5
	0,5
	0,008
	0,015
	14,1
	25,6
	1,3
	73,7
	0,827
	12,7
	327,2
	0,042
	462.44

	Vr. RESP. SIN IDENTIFICADO
	2,6
	0,43
	2,7
	381,1
	29,8
	80,7
	171,5
	381
	0,46
	0,669
	0,06
	7,4
	1058,4

	GRAN TOTAL
	9,1
	1,03
	2,7
	381,1
	43,9
	106,3
	172,8
	454,7
	1,3
	13,4
	327,26
	7,44
	1,520.8


Fuente: Reporte emitido por la Oficina de Almacén e Inventarios según oficio AGI-033 de marzo 1 de 2004.

La Universidad incumplió con lo establecido en la Ley 716 de 2001 y sus Decretos Reglamentarios.  Además debe  proteger los recursos de la organización y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, en cumplimiento de los objetivos del sistema de control interno, contemplados en los literales a) y  e) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993.

Respuestas dadas por la administración:

“Analizada nuestra base de datos se pudo determinar que existen faltantes  donde no se determina funcionario responsable y los que se pueden identificar con funcionario responsable presentan las siguientes inconsistencias: 

No se cuenta con los soportes de prueba como la firma de los inventarios individualizados…Se pudo establecer que los anteriores jefes de almacén no realizaron gestión de recuperación o cobro de estos elementos….”

La respuesta de la administración corrobora la observación formulada por el Ente de Control, y pone en evidencia las diferentes irregularidades que se presentan en el manejo y control de los bienes devolutivos de la Universidad. 

Este hecho se constituye en hallazgo administrativo; además, se presenta incumplimiento a las actividades contempladas en el Plan de Mejoramiento.

4.3.2.3.3- La cuenta 1635 Bienes Muebles en Bodega  presenta un saldo de $63.1 millones a diciembre 31 de 2003, producto de la evaluación se evidencio  que existen algunos elementos que al momento de su entrega no se le elaboro y suscribió la salida del almacén y físicamente no están en bodega por $28.35 millones,  en la cuenta señalada. 

CUADRO 11
ELEMENTOS MUEBLES QUE NO EXISTEN FISICAMENTE EN BODEGA 

                                                                                                             Millones de $

	DESCRIPCION
	CUENTA No.
	FECHA DEL MOVIMIENTO
	SUB TOTAL

	Archivadores Metálicos
	16350318
	03-09-98
	2.6

	Biblioteca
	16350318
	16-02-01
	1.7

	Carro para mercancía
	16350318
	27-12-89
	0.05

	Extintores solklaflan
	16350318
	17-08-01
	0.14

	Muebles Bandejas y gabinetes
	16350318
	13-02-01
	14.7

	Sillas auxiliares
	16350318
	04-08-98
	0.19

	Sillas Universitarias
	16350318
	01-03-01
	8.97

	GRAN TOTAL
	
	
	28.35


Fuente: Reporte del Inventario físico emitido por la Oficina de Almacén e Inventarios a diciembre 31 de 2003.

La anterior situación se presenta por la falta de controles, gestión y oportunidad en los registros contables, reflejándose en esta cuenta una sobreestimación en esta  $28.35 millones y una subestimación por la misma cuantía en las cuenta de  1665- Muebles, Enseres y Equipo de Oficina correspondientes en servicio a 31 de diciembre de 2003.

La universidad debe velar porque la información contable pública cumpla con los postulados y utilidad, reconocer la totalidad de las operaciones y conciliar con la existencias reales, según lo establecido en los numerales 1.1.3.3. y 1.1.3.4 de los aspectos conceptuales de los procedimientos relativos a los principios del capitulo I, parte II del Plan de Contabilidad Publica, adoptado mediante  la Resolución 400 de diciembre de 2000, del Contador General de la Nación y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, en cumplimiento de los objetivos del Sistema de Control Interno, Literal e)  del articulo 2 de la Ley 87 de 1993.  

Respuesta dada por la Administración:

“En esta materia se han impartido instrucciones precisas para que se dé estricto cumplimiento a lo establecido  para  el manejo de los inventarios propiedad planta y equipo. La Sección de Almacén se encuentra recopilando los soportes con el fin de realizar los comprobantes de ingreso y egreso que actualizarán los reportes mensuales de estado del almacén.”

La administración acepta en su respuesta que efectivamente se presentan las inconsistencias observadas por la Contraloría e indica las acciones correctivas a tomar.

Este hecho se constituye en un hallazgo administrativo y de conformidad con la resolución No.053 de 2001 deberá incorporarse en el Plan de Mejoramiento.

4.3.2.4 Cuenta 1900 - Otros Activos

4.3.2.4.1 Las cuentas 1910 Cargos Diferidos – Materiales y Suministros y  1960 Bienes de Arte y Cultura -  presentan un saldo de $214.8 millones y $ 1.857.7  millones a diciembre 31 de 2003, producto de la evaluación se evidencio  que existen algunos elementos que al momento de su entrega no se le elaboro y suscribió la salida del almacén y físicamente no están en bodega por $90.5 millones,  y $31.5 millones, respectivamente, en las cuentas señaladas. 

CUADRO 12
ELEMENTOS OTROS ACTIVOS QUE NO EXISTEN FISICAMENTE EN BODEGA 

                                                                                                             Millones de $

	DESCRIPCION
	CUENTA No.
	FECHA DEL MOVIMIENTO
	SUB TOTAL

	Dotación -524
	19100114
	05-12-02
	37.0

	Dotación –657
	19100114
	23-12-02
	34.3

	Dotación –660
	19100114
	23-12-02
	6.70

	Dotación -660
	19100114
	23-12-02
	4.60

	Contrato
	19100104
	16-02-01
	7.9

	Libros varios
	19600716
	15-11-00
	6.3

	Biblioteca
	19600716
	18-12-01
	16.2

	Libros Fac. Ingeniería
	19600716
	18-02-02
	9.0

	GRAN TOTAL
	
	
	122


Fuente: Reporte del Inventario físico emitido por la Oficina de Almacén e Inventarios a diciembre 31 de 2003.

La anterior situación se presenta por la falta de controles, gestión y oportunidad en los registros contables, reflejándose en esta cuenta una sobreestimación y una subestimación en los gastos por $122 a 31 de diciembre de 2003.

La universidad debe velar porque la información contable pública cumpla con los postulados y utilidad, reconocer la totalidad de las operaciones y conciliar con la existencias reales, según lo establecido en los numerales 1.1.3.3. y 1.1.3.4 de los aspectos conceptuales de los procedimientos relativos a los principios del capitulo I, parte II del Plan de Contabilidad Publica, adoptado mediante  la Resolución 400 de diciembre de 2000, del Contador General de la Nación y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, en cumplimiento de los objetivos del Sistema de Control Interno, Literal e)  del articulo 2 de la Ley 87 de 1993.  

Respuesta dada por la Administración:

“En esta materia se han impartido instrucciones precisas para que se dé estricto cumplimiento a lo establecido  para  el manejo de los inventarios propiedad planta y equipo. La Sección de Almacén se encuentra recopilando los soportes con el fin de realizar los comprobantes de ingreso y egreso que actualizarán los reportes mensuales de estado del almacén.”

La administración acepta en su respuesta que efectivamente se presentan las inconsistencias observadas por la Contraloría e indica las acciones correctivas a tomar.

Este hecho se constituye en un hallazgo administrativo y de conformidad con la resolución No.052 de 2001 deberá incorporarse en el Plan de Mejoramiento.

 4.3.2.4.2- La cuenta 1960 Bienes de Arte y Cultura presenta un saldo de $1.857,7 millones a diciembre 31 de 2003. Mediante oficio No. AGI-033 de marzo 1 de 2004, suscrito por el Jefe de Sección Almacén e Inventarios de la Universidad, reporto faltantes de $25.16 millones con responsable identificado, evidenciando que la Universidad no ha iniciado ningún proceso disciplinario interno, en  cumplimiento de lo establecido en el inciso 2 del artículo 7 de la Ley 610 de 2000, denotando  la falta de gestión y deficiencia en el Sistema de Control Interno contable y del  proceso de saneamiento contable.

CUADRO 13
REPORTE DE FALTANTES A DICIEMBRE 31 DE 2003

                                                                                                              (millones $ )

	NOMBRE DE LA CUENTA
	Obras de 
	Libros y 
	Sofware
	TOTAL

	 
	Arte
	Publicaciones
	 
	

	 
	 
	 
	 
	

	CUENTA No.
	19600104
	19600716
	19700822
	

	Vr. RESP. IDENTIFICADO
	0,06
	22,9
	2,2
	25.16

	Vr. RESP. SIN IDENTIFICADO
	0
	0
	0
	

	GRAN TOTAL
	0,06
	22,9
	2,2
	25.16


Fuente: Reporte emitido por la Oficina de Almacén e Inventarios según oficio AGI-033 de marzo 1 de 2004.

La Universidad incumplió con lo establecido en la Ley 716 de 2001 y sus Decretos Reglamentarios.  Además debe  proteger los recursos de la organización y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, en cumplimiento de los objetivos del sistema de control interno, contemplados en los literales a) y  e) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993.

Respuestas dadas por la administración:

“Analizada nuestra base de datos se pudo determinar que existen faltantes  donde no se determina funcionario responsable y los que se pueden identificar con funcionario responsable presentan las siguientes inconsistencias: 

No se cuenta con los soportes de prueba como la firma de los inventarios individualizados …Se pudo establecer que los anteriores jefes de almacén no realizaron gestión de recuperación o cobro de estos elementos…(“).

La respuesta de la administración corrobora la observación formulada por el Ente de Control, y pone en evidencia las diferentes irregularidades que se presentan en el manejo y control de los bienes devolutivos de la Universidad. 

Este hecho se constituye en hallazgo administrativo; además, se presenta incumplimiento a las actividades contempladas en el Plan de Mejoramiento.
4.3.2.5-  Cuenta 1996- Bienes y Derechos en Investigación

4.3.2.5.1- La cuenta 1996 Bienes y Derechos en Investigación refleja un saldo de $4.226,5 millones a diciembre 31 de 2003, de los cuales $2.299,5 millones corresponden a avances y anticipos de vigencias anteriores pendientes de depurar, evidenciándose que a la fecha de la auditoría no se ha adelantado de manera significativa el proceso de depuración de estas partidas, generando incertidumbre en esta cuenta.  

Lo anterior evidencia que la información contable y sus registros incumplen con los postulados de confiabilidad y utilidad, lo establecido en los numerales 1.1.3.2, 1.1.3.3, 1.1.3.5 en los aspectos conceptuales de los procedimientos relativos a los principios del Capítulo I Parte II del Plan General de Contabilidad Pública, adoptado mediante Resolución No. 400 del 1 de diciembre de 2000, por el Contador General de la Nación y lo establecido en la Ley 716 de 2001 y sus Decretos Reglamentarios. 

Igualmente, se incumple con los parámetros establecidos en la Resolución 196 de julio 23 de 2001, referentes al Sistema de Control Interno Contable; en concordancia con lo establecido en los literales a) y  e) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993 referentes a proteger los recursos de la organización y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros. 

Esta situación se presenta debido a que la Entidad estableció dichas partidas como desarrollo del proceso de Saneamiento Contable pero no ha efectuado acciones para establecer su situación real ni ha iniciado las acciones disciplinarias correspondientes, conllevando a que se presente un incumplimiento en las actividades programadas en el Plan de Mejoramiento. Además los saldos de los años 95 al 98 por valor de $206,7 millones en este momento, y de no mediar circunstancias especiales, ya estarían inmersas en una prescripción para iniciar el cobro coactivo.

Respuesta dada por la Administración:

" La Universidad ha surtido todos los pasos establecidos en la Ley de Saneamiento contable. En la actualidad se adelanta el proceso definitorio que permitirá finiquitarlo, antes de la finalización  de la presente vigencia…" 

La respuesta dada por la Universidad corrobora que no se ha efectuado el debido proceso de depuración de las partidas por legalizar de vigencias anteriores por concepto de avances; además, se evidencia incumplimiento al Plan de Mejoramiento en lo referente a las actividades que se debían efectuar a 31 de diciembre de 2003, para subsanar las deficiencias observadas en los avances y anticipos.
4.3.2.6.  –Cuenta 2400 - Cuentas por Pagar

4.3.2.6.1 La Cuenta por pagar -2401 Adquisiciones de Bienes y Servicios Nacionales - presenta un saldo de $572 millones a 31 de diciembre de 2003. La Contraloría efectuó seguimiento a las observaciones realizadas en la vigencia anterior, referente a los ajustes que se tenían que hacer sobre partidas con naturaleza contraria y  por $744.4 millones, observándose que los comprobantes de ajuste no se encuentran debidamente soportados, generando incertidumbre en esta cuenta  y en la cuenta de Ingresos Extraordinarios. 

La Universidad debe velar porque la información contable pública cumpla con los postulados y utilidad, reconocer la totalidad de las operaciones y conciliar con las existencias reales, según lo establecido en los numerales 1.1.3.3. y 1.1.3.4 de los aspectos conceptuales de los procedimientos relativos a los principios del capitulo I, parte II del Plan de Contabilidad Publica, adoptado mediante  la Resolución 400 de diciembre de 2000, del Contador General de la Nación y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, en cumplimiento de los objetivos del Sistema de Control Interno, Literal e)  del articulo 2 de la Ley 87 de 1993.

La entidad efectuó la depuración de esta cuenta durante el año 2003 ajustando las cifras que presentaban naturaleza contraria pero no tomaron las medidas pertinentes para evitar estas inconsistencias, denotándose la deficiente comunicación entre las dependencias involucradas, la falta de conciliación de cifras, debilidades en los procedimientos y en el sistema de control interno  lo cual genera incertidumbre en los saldos reflejados en los estados contables, evidenciándose incumplimiento al Plan de Mejoramiento a 31 de diciembre de 2003.

Respuesta dada por la Administración:

“Efectivamente, la Universidad durante el año 2003, atendiendo las recomendaciones de la Contraloría procedió a analizar y ajustar los terceros con naturaleza contraria de la cuenta adquisición de bienes y servicios nacionales, cuyo análisis fue limitado, generando la observación planteada, evento que no se pudo detectar hasta efectuar el cierre del periodo contable. Ante el gran volumen de partidas en estas cuentas, la Sección de Contabilidad solo pudo efectuar ajustes de las partidas más significativas quedando pendiente las demás, situación que está en proceso de análisis y ajuste, el cual culminará en el primer semestre de 2004.”

La Universidad acepta la observación corroborando que a diciembre de 2003 no se culminó la totalidad de los ajustes que se debían efectuar a las partidas con naturaleza contraria de las Cuentas por Pagar – Adquisiciones de Bienes y Servicios  Nacionales. 

Por lo anterior, este hecho se constituye en un hallazgo administrativo de carácter disciplinario, según numeral 52 del articulo 48 de la ley 734 de febrero 5 de 2002, y será trasladado a la Personería de Bogota, igualmente se corrobora el  incumplimiento al Plan de Mejoramiento, puesto que este es un compromiso que adquirió la Universidad con la Contraloría, independiente de las acciones que se deban adelantar con motivo de la Ley 716 de 2001, en consecuencia este ente de Control iniciara el correspondiente proceso sancionatorio.

4.3.2.6.2 - La cuenta 2455 Depósitos Recibidos de Terceros presenta un saldo de $2.639.5 millones a diciembre 31 de 2003, el cual se ve afectado por los registros que se efectuaron en la reclasificación de las partidas conciliatorias reportadas en las cuentas de bancos por valor de $586.1 millones; los cuales no se encuentran debidamente analizados ni soportados, generando una sobreestimación.

Los anteriores ajustes carentes de soporte, evidencian que la información contable y sus registros incumplen con los postulados de confiabilidad y utilidad, lo establecido en los numerales 1.1.3.2, 1.1.3.3, 1.1.3.5 en los aspectos conceptuales de los procedimientos relativos a los principios del Capítulo I Parte II del Plan General de Contabilidad Pública, adoptado mediante Resolución No. 400 del 1 de diciembre de 2000, por el Contador General de la Nación y lo establecido en la Ley 716 de 2001 y sus Decretos Reglamentarios. 

Igualmente, se incumple con los parámetros establecidos en la Resolución 196 de julio 23 de 2001, referentes al Sistema de Control Interno Contable; en concordancia con lo establecido en los literales a) y  e) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993  referentes a proteger los recursos de la organización y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros. 

Las inconsistencias señaladas se presentan debido a la falta de gestión y oportunidad en la aclaración de dichas partidas y deficiencias en el sistema de control interno contable y en el proceso de saneamiento contable en cuanto a verificación y seguimiento de los registros efectuados mediante las notas de ajustes; conllevando a que los saldos reportados en la cuenta de Bancos y Depósitos Recibidos de Terceros no sean confiables.

Respuesta dada por la administración:

" ..La Universidad Distrital, haciendo uso de su autonomía administrativa y financiera procedió a la cancelación e las 12 cuentas referidas en razón de criterios de eficiencia y transparencia en los procedimientos……Como es normal en estos procesos quedaron partidas conciliatorias para ser depuradas posteriormente por Tesorería, procesos a realizarse en la medida en que se alleguen los soportes respectivos y se depure la partida conciliatoria "

No se acepta la respuesta de la administración en lo referente a que el proceso de depuración se efectuará en la medida en que se alleguen los soportes, puesto que se evidenció  que no todas las partidas por conciliar obedecen a la falta de reporte de información de la entidad bancaria, toda vez que se han encontrado casos en el Banco de Occidente Cuenta 230-5354- Proveedores, en el que la conciliación a diciembre 31 de 2003 reporta como cheque pendiente de cobro con el número 67685 un valor de $7.8 millones, documento que corresponde a un pago de nómina por transferencia ACH, operación no efectuada por esta cuenta sino por la cuenta corriente del Banco Occidente No. 23082018-5 Nómina, situación originada por un error en el registro contable; ésta cuenta  corresponde a una de las  que fue cancelada sin la debida depuración de sus partidas conciliatorias 
Por lo anterior, este hecho se constituye en un hallazgo administrativo de carácter disciplinario, según numeral 52 del articulo 48 de la ley 734 de febrero 5 de 2002, y será trasladado a la Personería de Bogota, igualmente se corrobora el  incumplimiento al Plan de Mejoramiento, puesto que este es un compromiso que adquirió la Universidad con la Contraloría, independiente de las acciones que se deban adelantar con motivo de la Ley 716 de 2001, en consecuencia este ente de Control iniciara el correspondiente proceso sancionatorio.

4.3.2.6.3.  La cuenta 245506 de Depósitos recibidos en Administración presenta un saldo a diciembre de 2003 por $2.094.7 millones, en el cual no se han registrado los saldos de los convenios suscritos antes del 2002, generando incertidumbre en el valor reportado. En el proceso de saneamiento contable, la Universidad registró en las cuentas de Pasivos en Investigación Administrativa el valor de $3.483.8 millones y en Bienes y Derechos en Investigación Administrativa $1.203.7 millones, correspondientes al saldo de  los convenios pendientes de depurar a diciembre 31 de 2003.

La Universidad debe velar porque la información contable pública cumpla con los postulados y utilidad, reconocer la totalidad de las operaciones y conciliar con la existencias reales, según lo establecido en los numerales 1.1.3.3. y 1.1.3.4 de los aspectos conceptuales de los procedimientos relativos a los principios del capitulo I, parte II del Plan de Contabilidad Publica, adoptado mediante  la Resolución 400 de diciembre de 2000, del Contador General de la Nación y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, en cumplimiento de los objetivos del Sistema de Control Interno, Literal e)  del articulo 2 de la Ley 87 de 1993.  

Esta situación se presenta por la deficiente comunicación entre las diferentes áreas, lo cual no permite establecer la situación real de los convenios, conllevando a que los estados contables no reflejen los saldos reales de los recursos recibidos en administración.  En el Plan de Mejoramiento la Universidad se comprometió a registrar oportunamente todas las transacciones de los convenios, actividad que no se realizó, por lo tanto se presenta incumplimiento en el mencionado Plan.

Respuesta dada por la administración:

"Los convenios que no se encontraban vigentes a 31 de diciembre de 2002 o que no tenían movimiento, según la Resolución 030 de 2002 fueron reclasificados a la cuenta Obligaciones en Investigaciones Administrativas siendo incluidas dichas partidas dentro del proceso de saneamiento contable conformando para este tema un comité de convenios el cual es lierado por el IDEXUD. Dicho comité viene adelantando la recuperación de información de los convenios antiguos para efecto de depurar o en su defecto, llevarlo a consideración del comité de saneamiento.." 

La respuesta dada por la Universidad corrobora que no se ha culminado el  proceso de depuración de los saldos de convenios suscritos en vigencias anteriores. 

Por lo anterior, este hecho se constituye en un hallazgo administrativo de carácter disciplinario, según numeral 52 del articulo 48 de la ley 734 de febrero 5 de 2002, y será trasladado a la Personería de Bogota, igualmente se corrobora el  incumplimiento al Plan de Mejoramiento, puesto que este es un compromiso que adquirió la Universidad con la Contraloría, independiente de las acciones que se deban adelantar con motivo de la Ley 716 de 2001, en consecuencia este ente de Control iniciara el correspondiente proceso sancionatorio.

4.3.2.7. – Cuenta 4800 - Otros Ingresos

4.3.2.7.1. La cuenta 48109004 de Utilidades por Convenios Interinstitucionales presenta un saldo de $6.8 millones, correspondiente a las utilidades de los convenios liquidados durante la vigencia, el cual se ve afectado por la falta de registro de los convenios que no han sido liquidados y que fueron suscritos antes de la vigencia 2002, generando incertidumbre es esta cuenta. En el proceso de saneamiento contable, la Universidad registró en las cuentas de Pasivos en Investigación Administrativa el valor de $3.483.8 millones y en Bienes y Derechos en Investigación Administrativa $1.203.7 millones, correspondientes al saldo de  los convenios pendientes de depurar a diciembre 31 de 2003.

La Universidad debe velar porque la información contable pública cumpla con los postulados y utilidad, reconocer la totalidad de las operaciones y conciliar con las existencias reales, según lo establecido en los numerales 1.1.3.3. y 1.1.3.4 de los aspectos conceptuales de los procedimientos relativos a los principios del capitulo I, parte II del Plan de Contabilidad Publica, adoptado mediante  la Resolución 400 de diciembre de 2000, del Contador General de la Nación y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, en cumplimiento de los objetivos del Sistema de Control Interno, Literal e)  del articulo 2 de la Ley 87 de 1993.  

Esta situación se presenta por la deficiente comunicación entre las diferentes áreas, lo cual no permite establecer la situación real de los convenios, conllevando a que los estados contables no reflejen los saldos reales de los ingresos percibidos por este concepto. En el Plan de Mejoramiento la Universidad se comprometió a registrar oportunamente todas las transacciones de los convenios, actividad que no se realizó, por lo tanto se presenta incumplimiento en el mencionado Plan.

Respuesta dada por la administración:

" La Universidad conformó un comité de convenios, tal como se explicó en el punto anterior, con el fin de aclarar la situación de los convenios antiguos, dicho comité viene adelantando la recuperación de información de estos, para efecto de depurar, ajustar y proceder a la liquidación respectiva. Por lo tanto, hasta que no se cumplan estos procesos enmarcados dentro del Plan de Saneamiento Contable no se podrá reflejar el registro de las utilidades…Se procederá a la depuración de estos convenios y su liquidación respectiva durante la presente vigencia.." 

La respuesta dada por la Universidad corrobora que no se ha culminado el  proceso de depuración de los saldos de convenios suscritos en vigencias anteriores. 

Por lo anterior, este hecho se constituye en un hallazgo administrativo de carácter disciplinario, según numeral 52 del articulo 48 de la ley 734 de febrero 5 de 2002, y será trasladado a la Personería de Bogota, igualmente se corrobora el  incumplimiento al Plan de Mejoramiento, puesto que este es un compromiso que adquirió la Universidad con la Contraloría, independiente de las acciones que se deban adelantar con motivo de la Ley 716 de 2001, en consecuencia este ente de Control iniciara el correspondiente proceso sancionatorio.

4.3.2.8 – Cuenta 271090- Pasivos Contingentes

4.3.2.8.1. - La cuenta de Pasivos Contingentes presento un saldo de $5.015 millones a diciembre de 2003. Según oficio OJ-O513 del 24 de marzo de 2004 de la Oficina Asesora Jurídica, se pudo establecer que el valor  de las pretensiones a diciembre 31 de 2003 asciende a   $6.119 millones.

La Universidad debe velar porque la información contable pública cumpla con los postulados y utilidad, reconocer la totalidad de las operaciones y conciliar con las existencias reales, según lo establecido en los numerales 1.1.3.3. y 1.1.3.4 de los aspectos conceptuales de los procedimientos relativos a los principios del capitulo I, parte II del Plan de Contabilidad Publica, adoptado mediante  la Resolución 400 de diciembre de 2000, del Contador General de la Nación y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, en cumplimiento de los objetivos del Sistema de Control Interno, Literal e)  del articulo 2 de la Ley 87 de 1993.  

Esta situación se presenta por la deficiente comunicación entre las diferentes áreas, conllevando a que los estados contables no reflejen los saldos reales, presentándose una subestimación en esta cuenta y en la cuenta 531401 Gastos Provisiones.   

Respuesta dada por la Administración:

“Al analizar la información suministrada mediante oficio OJ-513 de fecha 24 de marzo de 2004, emitido por la Oficina Asesora Jurídica de la Universidad, con destino a la Contraloría Distrital, se observa que dicha información corresponde a los procesos contra la Universidad, dentro de los cuales se hace una estimación de las eventuales condenas a la institución y se registran a la cuenta No.271090, denominada Provisión para Contingencias, la cual a 31 de diciembre de 2003, reflejó  un saldo por $5.015 millones. Es de señalar que de manera permanente fluye la información de la Oficina Jurídica y del grupo de Contabilidad, para la actualización de dicho saldo”
De acuerdo con la observación efectuada por la Contraloría,  la Universidad subsanó esta observación mediante  comprobante L-2-0005 del 31 de marzo de 2004.  

4.3.2.9. Evaluación al Sistema de Control Interno Contable

Las Entidades deben aplicar lo establecido en la Resolución 196 de julio 23 de 2001, del Contador General de La Nación,  con la cual se dictan disposiciones relacionadas con el Control Interno Contable; en la evaluación efectuada al Sistema de Control Interno Contable de la Universidad Distrital, se evidenció lo siguiente:

 Ambiente de control 

4.3.2.9.1. En el área financiera persiste deficiente coordinación y comunicación entre la Sección de Contabilidad y las demás secciones que alimentan la información contable, como son la Oficina Jurídica, Almacén e Inventarios, y Tesorería, respecto a las medidas que deben tomarse para disminuir la ocurrencia de las diferentes inconsistencias señaladas en las cuentas contables, lo cual  entorpece el proceso de depuración de saldos, conllevando a la presentación  inconsistente e  irreal de los estados contables.

Si bien es cierto, la División Financiera estableció las Mesas de Trabajo, las irregularidades observadas advierten que no se han tomado las medidas correctivas adecuadas y que esta herramienta no es suficiente para solucionar las grandes inconsistencias que presenta la información contable, conllevando al incumplimiento del Plan de Mejoramiento.

Respuesta dada por la Administración:

"Ha sido política institucional de ésta administración el mejoramiento de la comunicación y la articulación de las distintas unidades administrativas, particularmente el área financiera…..para ello se han realizado reuniones de trabajo con las dependencias de la Dirección Administrativa, en procura de su mejor coordinación…De otra parte se gestiona la firma de un convenio con la Secretaría de Hacienda para la implementación de un software financiero que integrará la información de Tesorería, Presupuesto y Contabilidad..."

La Universidad debe establecer controles eficaces para procurar que la información contable sea útil y confiable, lo cual no puede depender únicamente de reuniones de trabajo, puesto que se evidencia falta de seguimiento y coordinación de la información y registros efectuados por las áreas en mención; además, la Universidad siempre ha argumentado la implementación del software financiero, sin que hasta la fecha se haya instalado o se vea un avance significativo en el mismo.

Lo anterior se constituye en un hallazgo administrativo que evidencia incumplimiento a las actividades planteadas en el Plan de Mejoramiento, puesto que durante la vigencia de 2003 continúan presentándose  falencias en el registro y reporte de la información contable, situaciones que ya habían sido observadas en el 2002.
 Administración del Riesgo

Se evidencian serias deficiencias en el Mapa de Riesgos establecido por la Universidad, puesto que existen asuntos que ponen en riesgo la información y los recursos de la Universidad, sobre los cuales no se han tomado los correctivos:

4.3.2.9.2. La Universidad estableció mediante el acta del 12 de marzo de 2003, que todos los comprobantes debían estar firmados por el funcionario responsable, pero no se tomaron las acciones correctivas respecto a los que no se encuentran debidamente soportados, como el caso de los comprobantes mediante los cuales se ajustaron las cuentas de bancos y cuentas por pagar. Esta situación evidencia incumplimiento a las acciones contempladas en el Plan de Mejoramiento, por lo anterior se iniciará un proceso sancionatorio.
Respuesta dada por la entidad:

"Cada vez que un funcionario accede al Sistema de Información SIIGO, debe hacerlo con su código de acceso, quedando registrado en el sistema, con lo cual el responsable de la transacción puede ser fácilmente identificado. Sin embargo  se tomarán los correctivos necesarios para que los comprobantes sean firmados por los responsables, en los casos necesarios….Respecto a los soportes de los compromisos de ajuste de las cuentas por pagar y bancos, es necesario aclarar que dichos comprobantes tienen soportes. Por lo anterior solicitamos respetuosamente se precisen los comprobantes que no poseen los soportes.”

La respuesta de la Universidad no es satisfactoria puesto que no se cuestiona la firma del comprobante sino la falta de soportes en los mismos, además, el numeral 4.3.2.1.2 de este informe contiene la evaluación de la cuenta de bancos donde se  indican los comprobantes mediante los cuales se  efectuaron  reclasificaciones sin contar con los soportes respectivos, así:  Notas 2-295, 2-594 2-302 2-301 2-300, 2-90 y 2-593 generadas por la tesorería entre junio y noviembre de 2002  y en el 2003 mediante el comprobante C-002-395 de mayo 12 de 2003.

Respecto a las cuentas por pagar, en el numeral 4.3.2.5.1 se indica que corresponde a los ajustes efectuados a las partidas que presentaban naturaleza contraria a diciembre de 2002.

Lo anterior se constituye en un hallazgo administrativo que evidencia incumplimiento a las actividades planteadas en el Plan de Mejoramiento, puesto que durante la vigencia de 2003 continúan presentándose las mismas falencias en el registro de ajustes en la cuenta de bancos que ya habían sido observadas en el 2002;  y no se ha solucionado lo referente a cuentas por pagar.

4.3.2.9.3- Como resultado del proceso de Saneamiento Contable, la cuenta Bienes y Derechos en Investigación refleja un saldo de $2.299.5 millones por concepto avances y anticipos de vigencias anteriores pendientes de depurar, sobre los cuales no han efectuado acciones para establecer su situación real ni han iniciado las acciones disciplinarias correspondientes.  Además los saldos de los años 95 al 98 por valor de $206.7 millones en este momento, y de no mediar circunstancias especiales, ya estarían inmersas en una prescripción para iniciar el cobro coactivo. 

Respuesta dada por la administración:

"En materia de saneamiento contable la Universidad aplica lo establecido en la Ley 716 y sus decretos reglamentarios y se orienta por la Guía Practica de Saneamiento Contable, expedida en conjunto por la Contaduría General de la Nación y la Contraloría General de la República. En cuanto al procedimiento general  para el saneamiento contable de aquellas partidas que han sido incluidas en las cuentas bienes y derechos en investigación, y hasta tanto no se de cumplimiento a estos procedimientos, no se puede disminuir el valor reflejado en los saldos a los cuales se hace mención en esta observación……."Es de anotar que el Congreso de la República mediante la Ley de Reforma Tributaria de diciembre de 2003 prorrogó el plazo de ejecución y depuración del saneamiento contable hasta diciembre 31 de 2005,  en razón a que el cumplimiento de los procedimientos y la normatividad regulada en saneamiento contable, cuyo término inicial de culminación fue del 31 de diciembre de 2003, no era posible llevarlo a cabo dada la dificultad de la realización de la totalidad de pasos y procedimientos y el volumen de partidas…"

No se acepta la respuesta de la administración porque  desde el 2001 la Contraloría viene observando que existen partidas por depurar por concepto de avances y anticipos, que han ido aumentando con saldos de las vigencias 2002 y 2003  debido a que la Universidad no ha adoptado las medidas correctivas para evitar que continúen presentándose dichas inconsistencias.

La respuesta dada por la Universidad corrobora que no se ha efectuado el debido proceso de depuración de las partidas por legalizar de vigencias anteriores por concepto de avances. Además, se evidencia incumplimiento al Plan de Mejoramiento en lo referente a las actividades que se debían efectuar a 31 de diciembre de 2003, para subsanar las deficiencias observadas en los avances y anticipos.

4.3.2.9.4. Durante el 2003, la Universidad efectuó avances por  valor de $2.013.6 millones, por concepto de viáticos $607.7 millones, estudios posgrados $98.2 millones y otros $1.307.7 millones, evidenciándose las siguientes inconsistencias:

· La Universidad no ha reglamentado el proceso de solicitud y legalización de los avances de acuerdo a la Ley, situación que fue contemplada en el Plan de Mejoramiento y sobre el cual se presenta incumplimiento.

· En el Proceso de Acreditación, se utilizan avances para cubrir los gastos relacionados con dicho proceso, evidenciando que la mayoría de los soportes corresponden a gastos por concepto de almuerzos, refrigerios, desayunos, hospedajes y eventos organizados, en algunos casos fuera de la ciudad, como si la Universidad no contara con instalaciones adecuadas para realizar estas reuniones, como es el Edificio Sabio Caldas.

·  Los avances no son legalizados oportunamente, en la muestra seleccionada, se observó que la señora Martha Bonilla Estévez recibió un avance en septiembre de 2002 por $21.5 millones, por concepto de gastos acreditación, el cual fue legalizado con reportes parciales, siendo la última legalización en mayo 7 de 2003.  

· El señor Joaquín Meza Alvarez recibió un avance por $1.8 millones en enero 21 de 2003, para realizar un diplomado en logística internacional, el cual fue legalizado el 18 de diciembre de 2003,  presentando un Diploma por concepto de Etiqueta y Protocolo, es decir diferente al tema para el cual se aprobó el avance.

· La señora Martha Bonilla Estévez recibió un avance en septiembre 11 de 2003 por $5.0 millones, para la adquisición de tiquetes aéreos con el fin de asistir a un Congreso Nacional en Bologna, en octubre 24 de 2003, recibió otro avance para la adquisición de los mismos tiquetes; con este último avance efectivamente se adquirieron los tiquetes y los $5.0 millones girados en septiembre 11 de 2003 fueron reintegrados dos meses después, lo cual evidencia que no existen controles para el giro de avances.

· No existe una adecuada planeación y control en el giro de avances, puesto que en las actas de anulación de cheques No. 16 del 14 de julio de 2003 se evidenció que los cheques girados para avances por concepto de estudios, prácticas académicas, Maestría, viáticos por valor de $7.9 millones, fueron anulados  por caducidad. Igualmente, con acta de anulación 025 de octubre 1 de 2003, se anuló el cheque 20321 girado el 19 de septiembre de 2003, por valor de $3.1 millones, para cubrir viáticos, debido a que ya se había girado con Orden de Pago 12-1897 de septiembre 4 de 2003, situación que evidencia la falta de controles para el giro de avances.
· Los avances girados con cargo a los convenios suscritos con las Localidades,  tampoco se encuentran reglamentados, y aunque no corresponden a recursos propios de la Universidad, son recursos que están administrados por ésta y por los cuales debe responder; se evidencia que estos avances no se están legalizando oportunamente, como el caso de los girados a Lilia Edith Aparicio, en octubre 17 le giraron dos avances por $13.1 y $17.1 millones de los cuales legalizó el primero en diciembre de 2003 y del segundo tenía un saldo de $16.9 millones por legalizar a marzo 10 de 2004; pese a esto, en febrero 12 de 2004 le conceden un nuevo avance por $13.2 millones.  

Los hechos anteriores, evidencian que el Sistema de Control Interno no cumple con los objetivos  establecidos en los literales a) y  e) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993 referentes a proteger los recursos de la organización y asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros, lo cual genera riesgos en el manejo de los recursos a través de avances.

Respuesta dada por la Administración:

“La actual Administración en cumplimiento de los principios de transparencia y defensa de lo público, emitió la circular No. 003 de febrero 24 de 2004, con la cual se establecen criterios y procedimientos para el giro de avances. Esta decisión se tomó considerando que era necesario establecer reglas claras para el manejo de los recursos de la Universidad a través de tal mecanismo Se anexa copia de la circular mencionada.

De otra parte mediante memorando de Rectoría No. 026 de abril 2 de 2004, se solicitó a la Oficina Asesora de Asuntos Disciplinarios para que en coordinación con la Tesorería se requirieran a los funcionarios que a la fecha no han legalizado  los avances respectivos. (Se anexa copia del memorando)

En referencia con los avances por concepto de gastos de acreditación, la Universidad dentro de su autonomía académica y financiera, utiliza el poder discrecional  para escoger  o seleccionar las localidades que más le convienen para realizar los eventos académicos  a que haya lugar.

En relación con las actas de anulación de cheques girados por concepto de avances, es de anotar que obedece a que en determinadas ocasiones, los beneficiarios no retiran el titulo valor oportunamente, obligando a la anulación de los mismos."

La Universidad en su respuesta corrobora que no se tomaron las acciones correctivas durante el 2003 y tampoco se ha reglamentado lo correspondiente al giro y legalización de avances; las Circulares emitidas por la Administración no han sido suficientes porque, como en el caso de Lilia Edith Aparicio, en octubre 17 le giraron dos avances por $13.1 y $17.1 millones de los cuales legalizó el primero en diciembre de 2003 y del segundo tenía un saldo de $16.9 millones por legalizar a marzo 10 de 2004; pese a esto, en febrero 12 de 2004 le conceden un nuevo avance por $13.2 millones.  

Lo anterior se constituye en un hallazgo administrativo que evidencia incumplimiento a las actividades planteadas en el Plan de Mejoramiento, por lo anterior se iniciará un proceso sancionatorio.

Operacionalización de los elementos:

4.3.2.9.5 La División Financiera no cuenta con un sistema integrado de información, actualmente se encuentran integradas las áreas de Contabilidad y Tesorería, faltando Presupuesto, Almacén, Recursos Humanos y lo correspondiente a los ingresos propios por servicios educativos,  esta situación genera diferencias de saldos entre las áreas y demoras y duplicidad de actividades en el proceso de registro de la información. 

En cumplimiento de los compromisos establecidos en el Plan de Mejoramiento, la Universidad se encuentra adelantando las acciones pertinentes para subsanar estas deficiencias, de lo cual no se presenta un avance significativo a 31 de diciembre de 2003.

Respuesta dada por la  administración:

"Como ya se había comunicado a la Contraloría, mediante oficio de la misma fecha, la Universidad se encuentra gestionando con la Secretaría de Hacienda Distrital un convenio para acceder al software de ésta institución, con el fin de integrar las áreas de la División Financiera… "

Desde el 2001, la Universidad viene dando la misma respuesta referente a que se encuentra gestionando el proceso de integración de la información financiera mediante un software, sin que a la fecha se presente un avance significativo en esta actividad; esta situación denota falta de gestión para desarrollar dicha actividad puesto que  la misma Universidad reconoce que esta herramienta mejorará el registro y reporte de la información financiera; sin embargo, a la fecha no cuenta con dicho sistema ni presenta un avance significativo en el mismo.

Esta observación se encuentra contemplada dentro del Plan de Mejoramiento, se continuará efectuando seguimiento al mismo. 

Documentación 

4.3.2.9.6. En el proceso de depuración de las partidas pendientes por depurar de vigencias anteriores en las cuentas de avances, bancos,  y cuentas por pagar se han efectuado registros que  no cuenta con los documentos soportes.

Respuesta dada por la administración:

"Respecto a los soportes de los comprobantes de ajuste de las cuentas de avances y bancos de vigencias anteriores, es necesario aclarar que dichos comprobantes sí cuentan con los debidos soportes.  Por lo tanto solicitó respetuosamente precisar los comprobantes que no poseen los soportes."

La Universidad argumenta desconocer los comprobantes que carecen de soporte, éstos están contemplados en el numeral 4.3.2.1.2 de este informe contiene la evaluación de la cuenta de bancos donde se  indican los comprobantes mediante los cuales se  efectuaron  reclasificaciones sin contar con los soportes respectivos, así:  Notas 2-295, 2-594 2-302 2-301 2-300, 2-90 y 2-593 generadas por la tesorería entre junio y noviembre de 2002  y en el 2003 mediante el comprobante C-002-395 de mayo 12 de 2003.

Respecto a las cuentas por pagar, en el numeral 4.3.2.5.1 se indica que corresponde a los ajustes efectuados a las partidas que presentaban naturaleza contraria a diciembre de 2002.

Lo anterior se constituye en un hallazgo administrativo que evidencia incumplimiento a las actividades planteadas en el Plan de Mejoramiento, puesto que durante la vigencia de 2003 continúan presentándose las mismas falencias en el registro de ajustes en la cuenta de bancos que ya habían sido observadas en el 2002;  y no se ha solucionado lo referente a cuentas por pagar.

4.3.2.9.7. Los procedimientos no se han actualizado ni adoptado formalmente, esta actividad se encuentra en proceso. 

Respuesta dada por la administración:

"La Oficina de Planeación y Control, en aras de modernizar la gestión institucional, se encuentra trabajando en la mejora continua de los procesos y procedimientos de la Universidad…"
Esta observación está contemplada en el Plan de Mejoramiento y cuenta con un término hasta junio de 2004 para su culminación, se efectuará seguimiento.

Retroalimentación

4.3.2.9.8- El Área Financiera no ha tomado las medidas pertinentes para subsanar las observaciones formuladas, evidenciando nuevamente la falta de controles y seguimiento al proceso de depuración contable de partidas antiguas, puesto  que los comprobantes y registros efectuados mediante  notas de ajustes no se encuentran debidamente soportados y la Oficina de Control Interno no se ha pronunciado al respecto, evidenciándose incumplimiento al Plan de Mejoramiento.

Respuesta dada por la Administración:

"A través del Comité coordinador de Control Interno de Saneamiento Contable y de la evaluación de los avances al Plan de Mejoramiento, se han impartido las directrices para que los registros cuenten con los soportes y requisitos establecidos por la ley"
No se acepta la respuesta, puesto que las funciones del Comité Coordinador de Saneamiento Contable no se limitan a impartir directrices, entre las funciones contempladas en el artículo 7 del Decreto 1282 de 2002, el literal d) establece: ”Realizar seguimiento con lo dispuesto en la Ley 716 de 2001 y en las normas que lo reglamenten, modifique o sustituya” .

Este hecho se constituye en un hallazgo administrativo que evidencia incumplimiento a las actividades planteadas en el Plan de Mejoramiento. 
Por las observaciones señaladas en los párrafos anteriores, se concluye que el Sistema de Control Interno Contable de la Universidad no es Eficiente ni Eficaz y no garantiza la confiabilidad de la información presentada en los Estados Contables con corte a diciembre 31 de 2003.
El Sistema de Control Interno Contable sigue siendo ineficiente e ineficaz y continúa presentando como elementos críticos, el Ambiente de Control,  Medición y Administración del Riesgo, los Sistemas de Información, Documentación y la Retroalimentación; evidenciándose que falta seguimiento y control a las actividades desarrolladas en el área financiera, por parte de la Oficina de Control Interno.

4.3.2.10-Resultados de la Evaluación al Proceso de Saneamiento Contable
La Administración de la Universidad Distrital en cumplimiento de la Ley 716 de 2001 realizó las siguientes actividades:

· Mediante Resolución de Rectoría No. 1301 de diciembre 20 de 2002, se creó el Comité de Saneamiento Contable, se establecieron en  los funcionarios que la integran y sus funciones, lo cual fue divulgado en la misma fecha.

· Mediante Acta No.1 del 24 de diciembre de 2002, se instala el comité y recomunican sus funciones a los integrantes.

· Mediante Acta No. 2  de 2003  identificaron y aprobaron las cuentas objeto de saneamiento contable, así:

Código Cuenta
Nombre de la Cuenta.


Saldo a 31-12-03
1105 al 1950           Cuentas del Activo                               $3.624,3 millones

1996                       Bienes y Derechos en Investigación       3.300,9 millones

2101 al 2950          Cuentas del Pasivo                                 7.818,5 millones

2996                       Obligaciones en Investigación                3.237,7 millones

· Mediante Resolución 003 del 13 de enero de 2003, de Rectoría, se establecen las políticas y procedimientos para el proceso de saneamiento contable. Para el seguimiento y control del  proceso de saneamiento, la Universidad no cuenta con un cronograma, esta actividad la realizan a través de mesas de trabajo, donde se le informa a cada dependencia la información a depurar.

Dentro de la evaluación realizada por el Grupo auditor se llegó a establecer que dentro del proceso sancionatorio contable no se han identificado plenamente las cuentas a depurar, ni se tiene un cronograma que permita realizar el procedimiento y control de estas cuentas.

Bancos 

En el proceso de depuración de esta cuenta  se han efectuado Ajustes con el fin de disminuir las partidas conciliatorias de vigencias anteriores, que no obedecen a un análisis previo ni se encuentran debidamente soportados, situación que le resta confiabilidad al proceso de saneamiento contable; tal como se enuncia en el  acápite de Resultados de la Auditoría.  

Avances y Anticipos

En el proceso de depuración y Saneamiento Contable se han efectuado reclasificaciones de saldos de esta cuenta a la de Bienes y Derechos en Investigación,  sobre los cuales no han efectuado acciones para establecer su situación real ni han iniciado las acciones disciplinarias correspondientes; además, los saldos de los avances y anticipos de los años 95 al 98 por valor de $ 206.7 millones, en este momento, y de no mediar circunstancias especiales, ya estarían inmersas en una prescripción para iniciar el cobro coactivo.

Cuentas por pagar:

En el proceso de depuración de esta cuenta  se han efectuado Ajustes con el fin de disminuir las partidas con naturaleza contraria, que no obedecen a un análisis previo ni se encuentran debidamente soportados, situación que le resta confiabilidad al proceso de saneamiento contable; tal como se enuncia en el  acápite de Resultados de la Auditoría.  

Propiedad Planta y Equipo

Se observó que producto del inventario físico efectuado por la Universidad, el Almacén reportó en bodega elementos devolutivos por $ 150.0 millones  los cuales no se encuentran físicamente allí sino que están en servicio; además, reporta faltantes por $1.546 millones  sobre los cuales no  han iniciado ningún proceso disciplinario, por no estar identificados los responsables. 

Lo anterior denota falencias tanto en el levantamiento del inventario como en el proceso de identificación de faltantes, situación que afecta la razonabilidad de las cifras presentadas en los estados contables, tal como se menciona en el acápite de Resultados de la Auditoría. 
Si bien es cierto, la aplicación de la ley de saneamiento contable otorga un plazo para la depuración de los saldos de los estados contables hasta diciembre 31 de 2005, esto no implica que hasta esa fecha la administración de la Universidad puede ignorar el cumplimiento de la normatividad establecida en el Plan General de Contabilidad Pública. 

Una vez analizados los informes relacionados con la evaluación  al desarrollo de actividades efectuadas en el proceso de saneamiento contable presentados por la oficina de control interno, se evidencia que esta no  cumplió con su función  de acompañar y evaluar  en forma separada, independiente y objetiva este proceso, puesto que la contraloría evidenció irregularidades que no se encuentran plasmadas en ningún informe presentado por esta oficina.

De otra parte, en las notas a los estados contables de carácter específico, La Universidad efectuó el correspondiente pronunciamiento sobre el proceso de saneamiento contable y las partidas  que dieron origen a dicho proceso; sobre el cual la auditoría de la Contraloría  efectuó las correspondientes observaciones. 

4.3.3. Contratación.

La contratación de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, esta  reglamentada por  el artículo 93 de  la Ley 30 de 1992 y  el Acuerdo No.009 de 1998, el Acuerdo 008 de agosto de 2003 y la Resolución 266  del 11 de septiembre de 2003. Como resultado de la evaluación, se evaluaron 8 órdenes de compra seleccionados mediante el sistema de muestreo, cuyos resultados se relacionan a continuación:
4.3.3.1 La Universidad Distrital suscribió la Orden de Compra No. 006  del 03 de febrero de 2003,  con  la firma ADIWEA E.U. y  Víctor Salamanca, jefe de sección de compras  y Roberto Vergara Portela, como ordenador del gasto.

El objeto es la compra  de elementos para los gimnasios y grupos de deportes y Danzas de la Universidad, por valor de $ 38.832.160., con plazo  de  30 días.

Sin embargo,  el 04 de marzo de 2004 , mediante acta aclaratoria a la orden de compra oo6 de 2003, se reunieron el Jefe de Compras y el Ordenador del Gasto, con el fin de anular los Ítems No.26,34 y 36, toda vez que el proveedor manifestó  incapacidad para entregar los elementos pactados en la  orden. Por lo tanto el valor de la orden pasó a ser de $ 30.784.000.
Con oficio SC- 0679-03 de junio seis de 2003, el Jefe del Almacén le informo a la Jefe de Bienestar Institucional, que los compromisos  acordados en anteriores reuniones eran los siguientes:

· Inventariar los balones de voleibol que se habían dañado.

· Inventariar los instrumentos  musicales para cambiarlos

· Inventariar los instrumentos musicales que no se necesitaban para cambiarlos por otros.

Adicionalmente a lo anterior, el proveedor se comprometió  a cambiar los dos juegos de arcos de microfutbol por elementos deportivos y que los Ítems 1,2 y 3 eran los que se debían haber traído a la sede Administrativa para que le proveedor los recogiera e hiciera los cambios.

En el oficio DBI-0584 se informa que (”)…… no fueron entregados un cronometro, dos discos, 10 lazos para saltar, todos los instrumentos musicales y los arcos de microfutbol”.

 Con lo anterior se esta evidenciando incumplimiento del proveedor con lo pactado en la orden de compra.  Además  si la entidad hubiese exigido  póliza para amparar la compra tenía el sustento jurídico para obligarlo a cumplir y a la fecha ya se hubiese dado cumplimiento  a las entregas. 

Con lo anterior, se evidencia que la administración no esta dando aplicación a la normatividad existente expedida por la Universidad porque en las ordenes de compra señaladas se  incumplió el Principio de  Economía, de que trata el Literal d) del Acuerdo No. 009 de 1998, expedido  por el Consejo Superior Universitario, en el que  señala que “Los procedimientos se adelantaran con economía de tiempo y medios y contendrán las etapas estrictamente necesarias para el cumplimiento de la finalidad”.

Igualmente, se señala  en el mismo Acuerdo en el  inciso tercero y cuarto del artículo 11 “El ordenador del gasto debe realizar su gestión dentro de los parámetros de calidad  y economía y elaborar el estudio pertinente con el fin de adelantar la actuación contractual”

El Acuerdo señala  en el inciso tercero y cuarto del artículo 11 “El ordenador del gasto debe realizar su gestión dentro de los parámetros de calidad  y economía y elaborar el estudio pertinente con el fin de adelantar la actuación contractual”

Igualmente en  el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, señala los Objetivos del Sistema de Control Interno,” Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que lo afecten”.

Del mismo modo transgreden el numeral 21 del Artículo 34 de la Ley 734 de 2002.

Respuesta dada por la administración:
“La utilización de actas aclaratorias por parte de la Sección de Compras era una práctica que venía dándose con el fin de agilizar la entrega de bienes a determinadas dependencias de la Universidad, evitando que la falta de un solo ítem afectará el suministro de los bienes; no obstante, dada la entrada en vigencia del Estatuto de Contratación (Acuerdo No. 009 del Consejo Superior) y la resolución reglamentaria No. 014 de febrero 5 de 2004, proferida por la nueva administración, ésta situación no se ha vuelto a presentar. Aún así, se dará traslado de los casos a la Oficina de Asuntos Disciplinarios para que proceda a las investigaciones respectivas”.

”En ningún momento el proveedor incumplió en los entregado (sic) y en los plazos de entrega, toda vez que lo suministrado obedece a lo plasmado en la orden de compra e hizo efectivo las garantias de los elementos que le fueron reclamados”.

Aunque la Entidad esta tratando de subsanar las irregularidades presentadas con la expedición del  Acuerdo 009 del Consejo Superior y la Resolución No. 266 del 11 de septiembre de 2003, no desvirtúa la observación planteada. Por lo tanto se considera un hallazgo administrativo, el cual deberá incluirse dentro del Plan de Mejoramiento.

4.3.3.2.  En la Orden de Compra No. 119 del 27 de junio de 2003, suscrito con la firma ADM. LTDA., plazo de cincuenta días, cuyo objeto es la compra de elementos para el grupo de montañismo de la Universidad, por valor de $ 6.806.532, no se suscribió  la Orden por el Proveedor y tampoco se dio cumplimiento a la entrega de los elementos porque pasados tres meses después de haberse suscrito la orden se acordó modificar por medio de  Acta la  anulación de los Ítems  7 y 9. Igualmente se cambio el valor de la orden a $ 4.117.652.

Con lo anterior, se evidencia que la administración no esta dando aplicación a la normatividad existente expedida por la Universidad porque en las ordenes de compra señaladas se  incumplió el Principio de  Economía, de que trata el Literal d) del Acuerdo No. 009 de 1998, expedido  por el Consejo Superior Universitario, en el que  señala que “Los procedimientos se adelantaran con economía de tiempo y medios y contendrán las etapas estrictamente necesarias para el cumplimiento de la finalidad”.

En el  numeral cuarto del artículo 12 del Acuerdo 008 de 1998 , expedido por el y establece como Consejo Superior Universitario señala el procedimiento que se establece para la contratación  procedimiento “ firmar el  contrato”.

Igualmente, se señala  en el mismo Acuerdo en el  inciso tercero y cuarto del artículo 11 “El ordenador del gasto debe realizar su gestión dentro de los parámetros de calidad  y economía y elaborar el estudio pertinente con el fin de adelantar la actuación contractual”

En cumplimiento del Principio de Economía, consagrado en el Literal d) del Acuerdo No. 009 de 1998, expedido  por el Consejo Superior Universitario, se consagra “ Los procedimientos se adelantaran con economía de tiempo y medios y contendrán las etapas estrictamente necesarias para el cumplimiento de la finalidad”.

Igualmente en  el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, señala los Objetivos del Sistema de Control Interno,” Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que lo afecten”.

Del mismo modo transgreden el numeral 21 del Artículo 34 de la Ley 734 de 2002.

Respuesta dada por la administración:
“La utilización de actas aclaratorias por parte de la Sección de Compras era una práctica que venía dándose con el fin de agilizar la entrega de bienes a determinadas dependencias de la Universidad, evitando que la falta de un solo ítem afectará el suministro de los bienes; no obstante, dada la entrada en vigencia del Estatuto de Contratación (Acuerdo No. 009 del Consejo Superior) y la resolución reglamentaria No. 014 de febrero 5 de 2004, proferida por la nueva administración, ésta situación no se ha vuelto a presentar. Aún así, se dará traslado de los casos a la Oficina de Asuntos Disciplinarios para que proceda a las investigaciones respectivas”.

“La orden de compra mencionada contiene elementos que son de importación para los cuales el proveedor solicito plazo en su entrega por mora del distribuidor en Estados Unidos, el resto de los elementos fueron entregados  dentro de los plazos establecidos por la Universidad.

“Al determinar que el distribuidor en Estados Unidos no iba a cumplir se determino realizar un acta aclaratoria en donde se manifestaba lo expuesto y se aclara que únicamente se cancelará el valor de lo entregado por el proveedor.”

Aunque la Entidad está tratando de subsanar las irregularidades presentadas con la expedición del  Acuerdo 009 del Consejo Superior y la Resolución No. 266 del 11 de septiembre de 2003, no desvirtúa la observación planteada. Por lo tanto se considera un hallazgo Administrativo y debe incluirse dentro del Plan de Mejoramiento.

4.3.3.3. En la Orden de Compra No.80 del 02-05-03, con la firma DISTRUMEDICA LTDA, cuyo objeto es la compra para insumos para laboratorios de la facultad de Medio Ambiente y Ciencias de la Educación, por valor de $ 9.537.984, con un plazo de 60 días, no se suscribió la orden por el proveedor, ni tampoco se le exigió póliza donde ampare la calidad de los elementos suministrados por el proveedor. 

Con lo anterior, se evidencia que la administración no esta dando aplicación a la normatividad existente expedida por la Universidad porque en las ordenes de compra señaladas se  incumplió el Principio de  Economía, de que trata el Literal d) del Acuerdo No. 009 de 1998, expedido  por el Consejo Superior Universitario, en el que  señala que “Los procedimientos se adelantaran con economía de tiempo y medios y contendrán las etapas estrictamente necesarias para el cumplimiento de la finalidad”.

El inciso 8º del artículo 29, señala las garantías  con las cuales deben ampararse la  calidad de los elementos suministrados.  

En el  numeral cuarto del artículo 12 del Acuerdo 008 de 1998 , expedido por el y establece como Consejo Superior Universitario señala el procedimiento que se establece para la contratación  procedimiento “ firmar el  contrato”.

Igualmente en  el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, señala los Objetivos del Sistema de Control Interno,” Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que lo afecten”.

 
En cumplimiento del Principio de   Economía, consagrado en el Literal d) del Acuerdo No. 009 de 1998, expedido  por el Consejo Superior Universitario, se consagra “ Los procedimientos se adelantaran con economía de tiempo y medios y contendrán las etapas estrictamente necesarias para el cumplimiento de la finalidad”.

Respuesta dada por la administración:
“La utilización de actas aclaratorias por parte de la Sección de Compras era una práctica que venía dándose con el fin de agilizar la entrega de bienes a determinadas dependencias de la Universidad, evitando que la falta de un solo ítem afectará el suministro de los bienes; no obstante, dada la entrada en vigencia del Estatuto de Contratación (Acuerdo No. 009 del Consejo Superior) y la resolución reglamentaria No. 014 de febrero 5 de 2004, proferida por la nueva administración, ésta situación no se ha vuelto a presentar. Aún así, se dará traslado de los casos a la Oficina de Asuntos Disciplinarios para que proceda a las investigaciones respectivas”.
“La orden de compra es un contrato sin formalidades  plenas, el cual queda perfeccionado con la aceptación de la propuesta (cotización), lo cual hace parte integral de la orden de compra y la firma del ordenador del gasto”.

“En el formato que indican que no firmo el proveedor, es un formato de prueba, toda vez que dicho formato por cuantía no es firmado por el representante legal de la empresa contratista, en cuanto a solicitar pólizas en un contrato simplificado sin formalidades no es necesario solicitarlas ya que se rige por el derecho privado”. 

Aunque la Entidad esta tratando de subsanar las irregularidades presentadas con la expedición del  Acuerdo 009 del Consejo Superior y la Resolución No. 266 del 11 de septiembre de 2003, no desvirtúa la observación planteada. Por lo tanto se considera un hallazgo administrativo y deberá incluirse dentro del Plan de Mejoramiento.

4.3.3.3.1 En la Orden de Compra No. 076 del 02-05-2003, con la firma G.&  Sucesores Ltda., cuyo objeto es la compra de insumos para laboratorio de Biología para la facultad de Ciencias de la Educación. No se suscribió la Orden  por el proveedor, ni se exigió póliza para amparar el objeto de la compra. 

Con lo anterior, se evidencia que la administración no esta dando aplicación a la normatividad existente expedida por la Universidad porque en las ordenes de compra señaladas se  incumplió el Principio de  Economía, de que trata el Literal d) del Acuerdo No. 009 de 1998, expedido  por el Consejo Superior Universitario, en el que  señala que “Los procedimientos se adelantaran con economía de tiempo y medios y contendrán las etapas estrictamente necesarias para el cumplimiento de la finalidad”.

El inciso 8º del artículo 29, señala las garantías  con las cuales deben ampararse la  calidad de los elementos suministrados.  

En el  numeral cuarto del artículo 12 del Acuerdo 008 de 1998 , expedido por el Consejo Superior Universitario señala el procedimiento que se establece para la contratación  y establece como procedimiento “ firmar el  contrato”.

Igualmente en  el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, señala los Objetivos del Sistema de Control Interno,” Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que lo afecten”.

Respuesta dada por la administración:
“La utilización de actas aclaratorias por parte de la Sección de Compras era una práctica que venía dándose con el fin de agilizar la entrega de bienes a determinadas dependencias de la Universidad, evitando que la falta de un solo ítem afectará el suministro de los bienes; no obstante, dada la entrada en vigencia del Estatuto de Contratación (Acuerdo No. 009 del Consejo Superior) y la resolución reglamentaria No. 014 de febrero 5 de 2004, proferida por la nueva administración, ésta situación no se ha vuelto a presentar. Aún así, se dará traslado de los casos a la Oficina de Asuntos Disciplinarios para que proceda a las investigaciones respectivas”.
“En el formato que indican que no firmo el proveedor, es un formato de prueba, toda vez que dicho formato por cuantía no es firmado por el representante legal de la empresa contratista, en cuanto a solicitar pólizas en un contrato simplificado sin formalidades no es necesario solicitarlas ya que se rige por el derecho privado”. 

Aunque la Entidad esta tratando de subsanar las irregularidades presentadas con la expedición del  Acuerdo 009 del Consejo Superior y la Resolución No. 266 del 11 de septiembre de 2003, no desvirtúa la observación planteada. Por lo tanto se considera un hallazgo administrativo y deberá incluirse dentro del Plan de Mejoramiento.

4.3.3.3.2  Orden de Compra  No.249  del 7 de diciembre de 2003,con la firma  Policromía Digital, por valor de $ 3.097.200, cuyo objeto es la compra de almanaques 2004 con destino a la Coordinación General de Acreditación Institucional, no se suscribió la orden por el proveedor.

Con lo anterior, se evidencia que la administración no esta dando aplicación a la normatividad existente expedida por la Universidad porque en las ordenes de compra señaladas se  incumplió el Principio de  Economía, de que trata el Literal d) del Acuerdo No. 009 de 1998, expedido  por el Consejo Superior Universitario, en el que  señala que “Los procedimientos se adelantaran con economía de tiempo y medios y contendrán las etapas estrictamente necesarias para el cumplimiento de la finalidad”.

En el  numeral cuarto del artículo 12 del Acuerdo 008 de 1998 , expedido por el Consejo Superior Universitario señala el procedimiento que se establece para la contratación  y establece como procedimiento “ firmar el  contrato”.

 Igualmente en  el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, señala los Objetivos del Sistema de Control Interno,” Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que lo afecten”.

 
Igualmente en  el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, señala los Objetivos del Sistema de Control Interno,” Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten”. 
Respuesta dada por la administración:
“La utilización de actas aclaratorias por parte de la Sección de Compras era una práctica que venía dándose con el fin de agilizar la entrega de bienes a determinadas dependencias de la Universidad, evitando que la falta de un solo ítem afectará el suministro de los bienes; no obstante, dada la entrada en vigencia del Estatuto de Contratación (Acuerdo No. 009 del Consejo Superior) y la resolución reglamentaria No. 014 de febrero 5 de 2004, proferida por la nueva administración, ésta situación no se ha vuelto a presentar. Aún así, se dará traslado de los casos a la Oficina de Asuntos Disciplinarios para que proceda a las investigaciones respectivas”.
“En el formato que indican que no firmo el proveedor, es un formato de prueba, toda vez que dicho formato por cuantía no es firmado por el representante legal de la empresa contratista, en cuanto a solicitar pólizas en un contrato simplificado sin formalidades no es necesario solicitarlas ya que se rige por el derecho privado”. 

Aunque la Entidad esta tratando de subsanar las irregularidades presentadas con la expedición del  Acuerdo 009 del Consejo Superior y la Resolución No. 266 del 11 de septiembre de 2003, no desvirtúa la observación planteada. Por lo tanto se considera un hallazgo administrativo y deberá incluirse dentro del Plan de Mejoramiento.

4.3.3.3.3 En la Orden de Compra No. 237 del 05-12 -2003 con la firma KASAI LTDA, cuyo objeto es la compra de repuestos para los desionizadores con destino al laboratorio de Química, la Orden no se suscribió por el proveedor.  

Con lo anterior, se evidencia que la administración no esta dando aplicación a la normatividad existente expedida por la Universidad porque en las ordenes de compra señaladas se  incumplió el Principio de  Economía, de que trata el Literal d) del Acuerdo No. 009 de 1998, expedido  por el Consejo Superior Universitario, en el que  señala que “Los procedimientos se adelantaran con economía de tiempo y medios y contendrán las etapas estrictamente necesarias para el cumplimiento de la finalidad”.

En el  numeral cuarto del artículo 12 del Acuerdo 008 de 1998 , expedido por el Consejo Superior Universitario señala el procedimiento que se establece para la contratación  y establece como procedimiento “ firmar el  contrato”.

Respuesta dada por la administración:
“La utilización de actas aclaratorias por parte de la Sección de Compras era una práctica que venía dándose con el fin de agilizar la entrega de bienes a determinadas dependencias de la Universidad, evitando que la falta de un solo ítem afectará el suministro de los bienes; no obstante, dada la entrada en vigencia del Estatuto de Contratación (Acuerdo No. 009 del Consejo Superior) y la resolución reglamentaria No. 014 de febrero 5 de 2004, proferida por la nueva administración, ésta situación no se ha vuelto a presentar. Aún así, se dará traslado de los casos a la Oficina de Asuntos Disciplinarios para que proceda a las investigaciones respectivas”.
“En el formato que indican que no firmo el proveedor, es un formato de prueba, toda vez que dicho formato por cuantía no es firmado por el representante legal de la empresa contratista, en cuanto a solicitar pólizas en un contrato simplificado sin formalidades no es necesario solicitarlas ya que se rige por el derecho privado”. 

Aunque la Entidad esta tratando de subsanar las irregularidades presentadas con la expedición del  Acuerdo 009 del Consejo Superior y la Resolución No. 266 del 11 de septiembre de 2003, no desvirtúa la observación planteada. Por lo tanto se Constituye en un hallazgo administrativo y deberá incluirse dentro del Plan de Mejoramiento.

4.3.3.3.4 En el contrato  de Compraventa, número 00041, suscrito el 31 de diciembre de 2003, con la firma  TANZAS  INSTRUMENTS LTDA, por valor de U.S. $4.055.40, equivalente a  $ 13.642.366, con duración de 90 días a partir del giro directo, se evidenció  que dentro del clausulado del contrato no se pacto el cubrimiento  del buen manejo y correcta  inversión del anticipo o paga anticipado, transgrediendo el artículo 4º  de la Resolución No. 266  del 11 de septiembre de 2003. De igual forma, la póliza  que entrego el contratista no se revisó y aprobó en su oportunidad por el área responsable por lo que fue necesario corregirlo mediante otrosi, en los meses de enero y marzo de 2004.
Con lo anterior se observa que no existe acompañamiento del área  de Control Interno y de la misma Oficina Jurídica, trasgrediendo el artículo 2º y el literal h) del artículo 12  de la Ley 87 de 1993  y el inciso segundo del artículo 28 de la Resolución No. 266 del 11 de septiembre de 2003.

Respuesta de la administración:
“La nueva administración de la Universidad ha dado cumplimiento a las obligaciones que en materia de contratación impone el Plan de Desempeño Institucional y los principios de la contratación pública, adoptándose el nuevo Estatuto de Contratación, el cual fue recientemente reglamentado por ésta Rectoría y que consagra procedimientos claros y precisos, además de responsabilidades y competencias para los diferentes servidores que intervienen en los procesos de contratación de la entidad.

Sobre la observación específica del acompañamiento de las Oficinas Asesoras de la Rectoría, en lo relativo al papel desempeñado por la Oficina Jurídica frente a las garantías contractuales se encuentra regulado igualmente en el Estatuto de Contratación. En relación con el papel de la Oficina de Control Interno, cabe anotar que si bien ésta es la dinamizadora del Sistema de Control Interno, no lo remplaza, por cuanto dicho sistema está constituido por cada una de las unidades, procesos y mecanismos de la organización. En su Plan de Acción la Oficina de Control Interno contempla el asesoramiento y acompañamiento de todos los procesos de la organización con el fin de fortalecerlo. En este sentido el Sistema se enfocará a prevenir y subsanar las deficiencias presentadas en el proceso de compras”.

Analizada la respuesta remitida se comparte en lo referente a que se esta dando aplicabilidad a la nueva reglamentación, en cuanto a lo demás el  hallazgo se mantiene como de carácter administrativo y debe incluirse  en el Plan de Mejoramiento.

4.3.3.3.5  En el  Contrato No. 040, suscrito el 30 de diciembre de 2003, con la firma INSTRUMENTACION LTDA, cuyo objeto es la adquisición de 10 osciloscopios,  por valor de  US$ 6.400, equivalente a $ 21.529.600 incluido el IVA, precios FOB Miami. La forma de pago pactada fue el 100% anticipado, mediante carta de crédito o giro directo. Se evidencia que en el clausulado del contrato no se pactó el cubrimiento y el buen manejo  y correcta inversión del anticipo ó pago anticipado, transgrediendo el inciso 4º del artículo 30 de la Resolución  No. 266 de septiembre de 2003. 

En el parágrafo se estipuló que los elementos del contrato serían  entregados en la facultad de Tecnología de la Universidad, sin embargo no se entiende por qué  sin ninguna justificación mediante OTROSI, se cambió la entrega  en la Zona Aduanera de Bogotá y además se adiciona en US$200 , equivalente a $ 555.600.

A pesar de que el contrato se contrato se inició el 30-12-2003 , se evidencia que la póliza de anticipos se expidió hasta el 17-02-2004.

Con lo anterior se evidencia que no se tiene en cuenta la normatividad aplicable para la  suscripción de la contratación, transgrediendo el Artículo 29 de la Resolución  No. 266 del 11 de septiembre de 2003, que  señala “los contratos podrán modificarse…en forma motivada….”, Igualmente se observa que no existe acompañamiento del área  de Control Interno y de la misma Oficina Jurídica.

De la misma forma,  se transgredió  el  literal d) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993 de  Control Interno y   el inciso segundo del artículo 28 de la Resolución No. 266 del 11 de septiembre de 2003.

Respuesta de la administración:
“Con relación al contrato suscrito con Instrumentación Ltda. y la garantía de correcta inversión del anticipo, se subsanó con el otrosí de enero 27 de 2004. La garantía de correcto manejo del anticipo (Póliza No. 043704056 de febrero 17 de 2004) fue allegada por el contratista a la Oficina Jurídica, en fecha anterior al desembolso del pago anticipado. Es de anotar que no se hizo ninguna adición al contrato por un valor $555.600 como ustedes lo afirman. 

Con relación a la entrega de los bienes en la zona aduanera de Bogotá, se hizo esta modificación por cuanto inicialmente se pactó en la cláusula segunda que fuera FOB – MIAMI, lo cual derivaría en mayores trámites y riesgos para la Universidad”. 

La respuesta dada por la entidad no desvirtúa la observación planteada por este ente de control. Por lo tanto se constituye en un hallazgo administrativo  y debe incluirse en el Plan de Mejoramiento. 

En cumplimiento del programa de auditoría, fueron seleccionadas las siguientes órdenes de prestación de servicios (O.P.S.), cuya evaluación arrojó los siguientes resultados:

4.3.3.3.6  La O.P.S.  No. 014  con Eugenio Carlos Manotas, suscrito el 20-01-2003, por valor de $ 25.800.000, por un término de  de un año, cuyo objeto fue conceptuar y asesorar jurídicamente, representar  a la Universidad en todos los   y actividades propias de la dependencia.

4.3.3.3.7 La O.P.S  No. 022 con Lector Enrique Ferrer Leal, suscrita el 13-01-2003, por valor de $28.750.000, por un término de  11 meses y medio, cuyo objeto fue Asesorar a la rectoría  en la parte jurídica, en asuntos que competen a su despacho.

           4.3.3.3.8. La  O.P.S  No. 24 con  Mabel Pinzón Hernández, suscrito el 13-01-2003, por valor de $ 26.400.000, por un término de 9 meses y su objeto fue conceptuar y asesorar jurídicamente, representar a la Universidad  en todos los procesos y actividades  propias de la dependencia.

4.3.3.3.9. La  O.P.S.  No. 01 con Dora María Navarra, suscrito 13-01-2003, por valor de $ 19.800.000, por un término de 9 meses y el objeto fue conceptuar y asesorar jurídicamente y representar a la Universidad en todos los procesos  y actividades propias a la dependencia.

4.3.3.3.10.  La O.P.S.  No. O55 con Laura Victoria Fajardo, suscrito  el 23-01-2003, por valor de $ 24.150.000 por un termino de 10 meses y medio y que tuvo por objeto prestar asesoría jurídica  en el desarrollo de las investigaciones disciplinarias  y t�das las demás actividades a desarrollar por la Oficina Jurídica.

4.3.3.11  La O.P.S.  No.081 con Raúl Montoya Negrete, suscrito el 04-02-2003, por valor de $ 26.200.000, por un término de 10 meses y medio, cuyo objeto era Prestar servicios de asesoría jurídica y Administrativa en la Rectoría.

En las mencionadas ordenes de prestación de servicios no se evidenció que para su suscripción se haya adelantados los estudios pertinentes para  justificar que no existía en la planta de personal  los funcionarios  para adelantar dicha función, transgrediendo el numeral 1º  del  Articulo 12 del Acuerdo 009 de 1998 y  el Literal a) del artículo 4º del Acuerdo 009 de 1998.

Los objetos a ejecutar por los contratistas son  semejantes, el tiempo pactado para su ejecución en general es igual  y sin embargo los honorarios pagados a los contratistas presentan  marcadas diferencias, igualmente  se observa que continuamente se modifican las ordenes de Prestación de Servicios en tiempo y en valor sin ninguna justificación,  por  lo que se estaría trasgrediendo el principio de eficacia contemplado en el literal c)  del artículo 4º del Acuerdo 09 de 1998. Igualmente que no existe acompañamiento por el área de Control Interno.

Respuesta a las anteriores observaciones dada por la administración:
“La Oficina Asesora Jurídica de la Universidad contrata anualmente los servicios profesionales de abogados externos que se encargan de representarla judicialmente ante los diferente estrados en los que se ventilan demandas de diferentes jurisdicciones presentadas contra la Institución y también a su vez los que adelanta la entidad contra terceros. Dicha contratación de abogados externos se realiza en la medida en que la atención a  estos procesos judiciales debe hacerse a través de profesionales del derecho, en ejercicio de la profesión de abogado, actividad esta que no pueden desempeñar los servidores públicos por estar legalmente inhabilitados para ello. De otra parte para la asignación de ciertas labores por parte de la Rectoría se requiere de profesionales con experiencia específica en las áreas relacionadas con dichas actividades, perfiles estos que no estaban disponibles en la planta de personal.

Además de estas labores de representación judicial asignada a los abogados externos, se les exige la elaboración de conceptos y apoyo a la Oficina Asesora Jurídica, como lo es en ambos casos las órdenes de prestación suscritas con Eugenio Manotas, Beltsy Mabel Pinzón, y  Dora María Navarro.

Con respecto a los asesores jurídicos de la Rectoría y Vicerrectoría, se asignan labores y tareas específicas a los contratistas como sigue…

Héctor Ferrer Leal: Coordinación con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Presidencia de la República…..

Mario Rail Montoya Negrete: Sustanciación y proyección de actos administrativos a expedirse por parte de la rectoría….

Tales actividades y cumplimiento de las mismas, por parte de los abogados externos y asesores pueden verificarse en los respectivos informes de gestión que reposan  en las correspondientes carpetas de los contratos. Sobre los honorarios  pactados con dichos profesionales, correspondieron a límites establecidos  en resoluciones establecidas para dichos efectos……..

La modalidad de contratación empleada con los referidos profesionales  fue directa, razón por la cual a la luz del Estatuto de Contratación vigente en su momento, en razón a su cuantía, no era necesario adelantar proceso de selección”.

Las respuestas emitidas por la Universidad, no se aceptan en su totalidad, ya que se hace necesario que hacia  futuro se tenga en cuenta que la remuneración que se pacta  por Ordenes de Prestación de servicios, esté sujeta a las condiciones generales del mercado, respecto al valor de la oferta de servicios profesionales, técnicos y asistenciales, para lo cual debe tenerse en cuenta los valores establecidas en el Distrito. Por tanto se constituyen en hallazgos administrativos y  deberán incluirse dentro del Plan de Mejoramiento. 

4.3.3.3.12  La Universidad suscribió  convenio de prestación de servicios de medicina prepagada y plan obligatorio de salud con la firma Cafesalud Medicina Prepagada S.A., el 18 de abril de 1997, el cual ha sido modificado mediante Otrosí, en varias oportunidades, siendo el último el suscrito el 24-12- 2003 con plazo de seis meses, encontrándose:

· En el clausulado del convenio no se pactó las pólizas con las cuales se debía amparar la prestación del servicio

· No se evidencia en la carpeta del convenio soportes de  la exposición de motivos para su suscripción. 

· Dentro del convenio no quedo estipulado el rubro presupuestal al cual se debe afectar, ni se evidencia disponibilidad y reserva alguna.

· En informes de interventoria realizados por el auditor médico se evidencia que se están utilizando materiales para tratamientos estéticos orales sin ser autorizados por la Ley 100.

· De igual forma en dichos informes se revela que hay sobrecostos por parte de los proveedores en los servicios de optometría.

· Se están autorizando servicios suntuosos y cosméticos para funcionarios de la entidad.

· Se autorizan medicamentos que no han cumplido con los trámites de la EPS; sin el conocimiento y verificación de la auditoría medica.

Con lo anterior se transgredió  el artículo 5º ,6º, 19 y los  numerales  1º y 2º, artículo 24  del Manual de Contratación de la Universidad Distrital, expedido  mediante  Resolución 274 del 24 de octubre de 1997.

Respuesta dada por la Entidad:

“Con relación al punto que no se pactó las pólizas con las cuales se debía amparar la prestación del servicio le informo que una vez revisado los convenios de Prestación de Servicios de Medicina Prepagada y el Plan Obligatorio de Salud firmado con CAFESALUD el 18 de abril de 1997, y Compensar Plan Empresarial, suscrito el 29 de diciembre de 2000, en los soportes no se encontró la póliza  en mención, como tampoco se halló  el soporte referente a la exposición de motivos para su suscripción.

En cuanto a que en el convenio no quedó estipulado el rubro presupuestal  el cual se debe afectar; se dispuso en la cláusula  Apropiación que la Universidad  se  obliga a incluir las partidas  presupuestales necesarias para atender la ejecución del contrato en los presupuestos anuales de gasto con cargo al rubro correspondiente.

Por información verbal suministrada por  el Jefe de la Sección de Presupuesto, el rubro que corresponde  para el caso que nos ocupa es el de salud-administrativos, salud-docentes, salud -pensionados, éstos son atendidos por el rubro denominado Fondo de Pensionados. La Oficina de Presupuesto expide mensualmente la respectiva disponibilidad  Presupuestal, de acuerdo a la solicitud que realice el ordenador del gasto teniendo en cuenta  las novedades presentadas durante el mes.

 Respecto al informe de interventoria en donde se evidencia que se están utilizando materiales para tratamiento estéticos orales sin ser autorizados por la Ley 100.

La Universidad Francisco José de Caldas, teniendo en cuenta el informe del Auditor médico, empezó un programa de ajustes graduales  y progresivos en cada uno de éstos temas; los resultados de dichos ajustes se evidencian en el informe de auditoría médica del mes de octubre de 2003, con descensos importantes, evitándole a la Universidad gastos significativos.

Sobrecostos por parte de los proveedores en los servicios de optometría.

Con base en los informes presentados por el Auditor médico, se limitó el suministro en lentes y monturas, se omitió el suministro de cualquier tipo de filtro, y se ajustó el suministro de lentes de contacto a lo estrictamente pactado en las convenciones colectivas de trabajo.

A la fecha se  solicitaron  nuevas propuestas de suministro de optometría, buscando en ellas mayor eficiencia, eficacia y rentabilidad en el servicio a prestar, enmarcadas dentro de la Ley 100 y demás normas establecidas en la Universidad sobre el particular.

Se están autorizando servicios suntuosos y cosméticos para funcionarios de la Entidad.

La Universidad, respecto a este tema ya adopto los correctivos pertinentes y desde hace aproximadamente seis (6) meses no se evidencia el suministro de estros elementos considerados en la Ley 100de 1993 como cosméticos o estéticos, como se puede constatar en los archivos de autorizaciones de servicio que reposan en la oficina de la Interventoria de la Universidad. 

Se esta autorizando medicamentos que no han cumplido con los trámites de la E.P.S. sin el consentimiento y verificación de la auditoria médica. 

La  Universidad a través de la Auditoría Médica, esta requiriendo a la E.PS. para que den cumplimiento a lo establecido en la Ley 100 de 1993, Acuerdo 228 de 2002, Resolución 5061 de 1997 que establece el suministro de los medicamentos del plan obligatorio en salud y los medicamentos no POS..

Estos documentos se pueden verificar en los archivos de la Oficina de la Interventoria para la E.P.S”.

Aunque la Entidad esta tratando de subsanar las irregularidades presentadas  no se desvirtúa la observación planteada. Por lo tanto se considera un hallazgo administrativo y  deberá incluirse dentro del Plan de Mejoramiento.

4.3.3.3.13 Mediante convenio de prestación de servicio del Plan Complementario Empresarial entre la Universidad Distrital y Compensar EPS, suscrito el 29 de diciembre de 2000 y  modificado en varias oportunidades mediante otrosí, último con una vigencia del primero de enero  del 2004 al 31 de diciembre del mismo año,  se evidenció:

· No existen documentos en los cuales se pueda verificar cual fue la oferta mas acertada para contratar con dicha firma. 

· Dentro del convenio no quedo estipulado el rubro presupuestal al cual se debe afectar, ni se evidencia disponibilidad y reserva alguna

· No se pactó en el clausulado del convenio las pólizas que amparan  el objeto.

Lo anterior transgrede el inciso 2º. del artículo 11 y  los  numerales 1, 2, 3,5, y 6 del artículos 12, 27 y 29  del Acuerdo 09 de 1998

Respuesta de la Entidad:

“Con relación al punto que no se pactó las pólizas con las cuales se debía amparar la prestación del servicio le informó que una vez revisado los convenios de Prestación de Servicio le informo que una vez revisado los convenios de Prestación de Servicios de Medicina Prepagada y el Plan Obligatorio de Salud firmado con CAFESALUD el 18 de abril de 1997, y Compensar Plan Empresarial, suscrito el 29 de diciembre de 2000, en los soportes no se encontró la póliza  en mención, como tampoco se halló  el soporte referente a la exposición de motivos para su suscripción.

En cuanto a que en el convenio no quedó estipulado el rubro presupuestal  el cual se debe afectar; se dispuso en la cláusula  Apropiación que la Universidad  se  obliga a incluir las partidas  presupuestales necesarias para atender la ejecución del contrato en los presupuestos anuales de gasto con cargo al rubro correspondiente.

Por información verbal suministrada por  el Jefe de la Sección de Presupuesto, el rubro que corresponde  para el caso que nos ocupa es el de salud-administrativos, salud-docentes, salud -pensionados, éstos son atendidos por el rubro denominado Fondo de Pensionados. La Oficina de Presupuesto expide mensualmente la respectiva disponibilidad  Presupuestal, de acuerdo a la solicitud que realice el ordenador del gasto teniendo en cuenta  las novedades presentadas durante el mes.
 Respecto al informe de interventoria en donde se evidencia que se están utilizando materiales para tratamiento estéticos orales sin ser autorizados por la Ley 100.

 La Universidad Francisco José de Caldas, teniendo en cuenta el informe del Auditor médico, empezó un programa de ajustes graduales  y progresivos en cada uno de éstos temas; los resultados de dichos ajustes se evidencian en el informe de auditoría médica del mes de octubre de 2003, con descensos importantes, evitándole a la Universidad gastos significativos.

Sobrecostos por parte de los proveedores en los servicios de optometría.

Con base en los informes presentados por el Auditor médico, se limitó el suministro en lentes y monturas, se omitió el suministro de cualquier tipo de filtro, y se ajustó el suministro de lentes de contacto a lo estrictamente pactado en las convenciones colectivas de trabajo.

A la fecha se  solicitaron  nuevas propuestas de suministro de optometría, buscando en ellas mayor eficiencia, eficacia y rentabilidad en el servicio a prestar, enmarcadas dentro de la Ley 100 y demás normas establecidas en la Universidad sobre el particular.

Se están autorizando servicios suntuosos y cosméticos para funcionarios de la Entidad.

La Universidad, respecto a este tema ya adopto los correctivos pertinentes y desde hace aproximadamente seis (6) meses no se evidencia el suministro de estros elementos considerados en la Ley 100de 1993 como cosméticos o estéticos, como se puede constatar en los archivos de autorizaciones de servicio que reposan en la oficina de la Interventoria de la Universidad. 

Se esta autorizando medicamentos que no han cumplido con los trámites de la E.P.S. sin el consentimiento y verificación de la auditoria médica. 

La  Universidad a través de la Auditoría Médica, esta requiriendo a la E.PS. para que den cumplimiento a lo establecido en la Ley 100 de 1993, Acuerdo 228 de 2002, Resolución 5061 de 1997 que establece el suministro de los medicamentos del plan obligatorio en salud y los medicamentos no POS..

Estos documentos se pueden verificar en los archivos de la Oficina de la Interventoria para la E.P.S.”
Aunque la Entidad esta tratando de subsanar las irregularidades presentadas no desvirtúa la observación planteada. Por lo tanto se considera un hallazgo administrativo y deberá incluirse dentro del Plan de Mejoramiento.

4.3.3.4 Sentencias Judiciales

4.3.3.4.1. El señor Lucio Posada, suscribió con la  Universidad Francisco José de Caldas,  el contrato de Prestación de Servicios  No.057 del 6 de agosto de  1998,  para desempeñar el oficio de vigilante  y desarrollar actividades de limpieza  de maleza en la finca TIBAR, de propiedad de la Universidad y que esta ubicada en el municipio de Choachi,  con una asignación de $ 600.000. 

Las labores asignadas desde el 6 de agosto de 1998 hasta el  1º de septiembre de 2001, se desarrollaron conforme  a las sendas ordenes de prestación de servicios; pero a partir del 1º de  septiembre de 2001, hasta el 3 de agosto de 2002, el demandante desarrollo su actividad sin orden de prestación de servicios.

El 7 de febrero de 2002 el  Jefe de Recursos Financieros de la Institución le  manifestó mediante comunicación escrita que la orden de prestación solo iba hasta el 3 de agosto de 2002  y  que por lo tanto se requería la entrega de la finca.

Trabada la relación Jurídico Procesal  se evidenció que la parte demandada  no contesto la demanda  oportunamente, por lo cual  el despacho lo  aprecio como indicio grave.  

Por lo anterior, el Juzgado Dieciocho Laboral del Circuito de Bogotá D.C., mediante fallo No. 295 de 2003, resolvió declarar “que entre el señor LUCIO POSADA  y la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, existió un contrato de trabajo, escrito a término indefinido, el cual estuvo vigente entre el 6 de de agosto de 1998 al 3 de agosto de 2002”.  

Como consecuencia de la anterior declaración,  se condenó a la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, a pagar a favor del demandante, Lucio Posada, las sumas de  cuarenta y nueve millones quinientos mil ($ 49.5) Millones.                   

Mediante Orden de Pago No. P-12-00000002842 del 16-12-2003 a nombre de Posada Lucio se canceló por concepto de Pago de prestaciones sociales, cesantías, intereses a las cesantías, sanción por mora en el pago, indemnización, prima de servicios y vacaciones, según fallo 295 de 2003 del Juzgado Dieciocho 
Laboral del Circuito de Bogotá , OF.DA. 861 de 2003. mediante Disponibilidad 5132 y reserva presupuestal No. 3963., la suma de $ 49.5 millones.

Con lo anterior se  evidencia que la entidad no dio cumplimiento al Decreto 1848 de 1969, Decreto 2127 de 1945, artículos 1,2, a,b,y c., y al numeral 3º. Del artículo 32 de la Ley 80 de 1993. 

Respuesta dada por la entidad:

“Para el caso de Lucio Posada, el fallo proferido por el Juzgado 18 Laboral del Circuito por el cual se ordena a la Universidad Distrital cancelar la suma de $49.5 millones fue apelado, y la suma referida se consignó a ordenes del juzgado 18 hasta tanto se decida el recurso de apelación…(“).
“La sentencia condenatoria proferida fue apelada el día 13 de febrero de 2004, por el doctor Alberto Pabón Mora, abogado externo de la Universidad Distrital, y se encuentra en trámite ante la Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá, lo que significa que el proceso aún no ha terminado, pues está pendiente de desatar dicho recurso donde se espera se revoque la sentencia de primera instancia y se acepten las razones expuestas por la universidad y se reconozca que no existió contrato de trabajo.

De todo lo anterior, se concluye que aún no se puede predicar “el detrimento al Distrito”, hasta tanto no se resuelva el mencionado recurso, sin perjuicio de que se inicien las acciones disciplinarias y fiscales a que haya lugar por la comisión de estos hechos”.     

La observación se mantiene como administrativa y se deberá incluirse dentro del Plan de Mejoramiento. 

4.3.3.4.2. La señora  Clemencia  del Pilar Ardila de Ariza, se vinculo a la Universidad el 16 de junio de 1981, en el cargo de Secretaria Grado 04. A comienzos  del año de 1990, fue ascendida al cargo  de secretaria grado 11. El 27 de mayo de 1996, fue trasladada al área de Bienestar Universitario, para prestar sus servicios como psicóloga, según consta en el oficio 001081 emanada de la División de Personal y firmado por el Jefe de la División.

A raíz del nuevo cargo la funcionaria solicito en varias oportunidades tanto al Jefe de Personal como al Secretario General de la Universidad para que se le nivelara el sueldo y se le pagará por el cargo que estaba desempeñando, sin lograr que se definiera  su petición.

Por lo anterior se demando a la  Universidad y se  solicitó que se declarare “ que entre el 28 de mayo de 1996 y el 31 de marzo de 1997, se desempeño como psicóloga en el cargo de Profesional Universitario 3020, en la Universidad Distrital; y condenar a la accionada a pagarle la diferencia salarial entre el 28 de mayo de 1996 y el 31 de marzo de 1997;  a reliquidarle y pagarle primas, vacaciones, quinquenios, auxilios, cesantías, intereses a las cesantías causados y pagados desde el 28 de mayo de 1996 hasta el día de su retiro de la Universidad, junto con las indemnizaciones por el no pago oportuno de salarios y prestaciones  debidos al momento de su retiro de la Universidad”.

El Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Expediente No 25000-23-25-000-1999-5819-01, falló “ revocando  parcialmente la sentencia del 3 de agosto de 2001, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que declaró probada la excepción de caducidad de la acción incoada por CLEMENCIA DELPILAR ARDILA ARIZA. En su lugar declarar la nulidad del oficio No O.J-350-99, suscrito por el Jefe de la Oficina Jurídica de la Universidad Francisco José de Caldas, mediante el cual se negó a la actora el derecho al reajuste salarial durante el lapso comprendido entre el 28 de mayo de 1996 y el 31 de marzo de 1997, junto con los reajustes de primas, quinquenios, vacaciones, cesantías, indemnizaciones y demás prestaciones sociales recibidas por la actora durante y con posterioridad a la legalización de su nombramiento como profesional Universitaria 3020.

Como consecuencia de lo anterior se condenó a la Universidad al ”pago de la diferencia salarial entre lo pagado a la actora en el cargo de Secretaria y en el realmente servido, entre el 28 de mayo de 1996 y el 31 de marzo de 1997, igualmente a la reliquidación y pago de primas, vacaciones, quinquenios, auxilios, cesantías e intereses a las cesantías causados y pagados desde el 28 de mayo de 1996 hasta el día de su retiro de la Universidad,  como lo ordena el artículo 178 del C.C.A. , a la  actualización de las condenas”.

En el oficio del 18 de julio de 2003-1200, el jefe de División de Recursos Humanos le solicita al jefe de Presupuesto expedir Disponibilidad y Reserva Presupuestal por valor de $ 45.894.595 con el objeto de pagar las condenas del fallo proferido por el Consejo de Estado…esta suma se distribuida así  $ 45.856.813 a nombre de Clemencia del Pilar Ardila Ariza y $ 37.782.00 a nombre de SINTRAUD, por concepto de aportes debidos a mayor valor de la asignación salarial. 

Mediante Orden de pago No. P-12-000000001516 del 21 de 07 de 2003, a nombre de SINTRA UD., por concepto de pagar las condenas  del fallo proferido  por el Consejo de Estado, el 26 de septiembre de 2002, oficio 1200 de julio 15 de 2003 de Recursos Humanos con visto bueno del Director Administrativo. Disponibilidad 2791 y Reserva Presupuestal 2128, por  valor de treinta y siete mil setecientos ochenta y dos  ($ 37.782)

Con Orden de Pago No. P-120000001517 se ordenó pagar el valor de cuarenta y cinco millones ochocientos cincuenta y seis mil ochocientos trece( $ 45.856.813) a nombre de Ardila Arza Clemencia del Pilar.

Con lo anterior la entidad a su cargo transgredió la Constitución Política en su  artículo 53 , el  Decreto 1950 de 1973, artículos 29,34 y 37., Numeral 2º. Artículo 40 de la Ley 200 de 1995 

Respuesta de la administración:

“Los pagos se han hecho dando cumplimiento a las sentencias proferidas por las autoridades competentes, al respecto me permito informar que en el próximo comité de conciliación serán llevados dichos casos por parte de los abogados externos, que intervinieron en los procesos, a fin de estudiar la viabilidad o no de iniciar las correspondientes acciones de repetición.”

La respuesta dada por al entidad no desvirtúa la observación planteada. Por lo tanto se constituye en una hallazgo administrativo de carácter disciplinario. Se dará traslado a la Personería de Bogotá

4.3.3.4.3.  La señora Martha Lucia Mesa de Granja, se vinculó a la Universidad Francisco José de Caldas,  el 20 de enero de 1987, e inscrita en carrera administrativa  con el cargo de Jefe de Sección  mediante Resolución  001 de 1988, expedida por el  Consejo de Personal Administrativo, con fundamento en el Acuerdo 11 de 1998, artículos 215-3 y fue declarada insubsistente sin  justificación motivada y sin dejar constancia en la hoja de vida mediante Resolución No. 762  de agosto de 1995.

 Mediante fallo del Consejo de Estado, sala de lo Contencioso Administrativo, con radicación número 25000-23-25-000-1995-39940-01, se concluyó que “ a la fecha de expedición del acto que declaro insubsistente a la actora, 17 de agosto de 1995, esta se encontraba amparada por fuero de carrera administrativa que le otorgo su inscripción, mediante Resolución 001 de 1998 del Consejo de Personal Administrativo de la Universidad, por lo tanto solo podía ser retirada del servicio por motivos y con la observancia de los procedimientos legal establecido para esta clase de funcionarios. Por tal motivo  el fallo proferido ordena “ Revocar la sentencia del 28 de octubre de 1999 proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca dentro del proceso No. 96-39940, por medio de la cual se negaron las súplicas de la demanda y en su lugar se dispuso DECLARAR la nulidad De la Resolución 762 del 17 de agosto de 1995, expedida por el Rector de la Universidad Francisco José de Caldas, mediante la cual se declaro insubsistente  el nombramiento de Martha Lucia Mesa de Granja del cargo de Jefe Código 2075, grado 04,adscrito a la sección de contabilidad.

En el fallo se ordeno el reintegro  de Martha Lucia Mesa de Granja, al cargo de Jefe de Sección de Contabilidad a otro empleo igual o equivalente dentro de la planta de personal y al pago  de los salarios, prestaciones y demás emolumentos desde el 17 de agosto de 1995 hasta cuando sea efectivamente  reintegrada a sus labores

De los valores reconocidos se deducirán los valores cancelados por la entidad demandada como prestaciones sociales por efectos del retiro y los aportes correspondientes a pensión que deberán ser enviados por la demandada a la institución a cargo de esta prestación respecto de la demandante”.

Con Orden de Pago No. P-12-00000001433 del 8 de julio de 2003 a nombre del I.S.S. Instituto de Seguros Sociales, por concepto de aportes de pensión por sentencia judicial de la afiliación de Martha Lucia Mesa de Granja, con C.C. 41.595.735 autorización de  pago del I.S.S. No. 19044 de junio 25 de 2003, oficio DA 380-03 de julio 2/03 de la Dirección Administrativa Disponibilidad 2708 y Reserva Presupuestal No. 2084, por valor de  cuarenta y un millones trescientos mil setecientos cuarenta y nueve ( $ 41.300.7millones).

Con lo señalado se transgredió  la Carta Política, artículos 1, 2,6, 25,53, 58, y 125.  Acuerdo Distrital No. 11  de 1998, artículos 209-1, 212, 213 y 215-3, la Resolución 762 de 1995.
Respuesta de la administración:

“Los pagos se han hecho dando cumplimiento a las sentencias proferidas por las autoridades competentes, al respecto me permito informar que en el próximo comité de conciliación serán llevados dichos casos por parte de los abogados externos, que intervinieron en los procesos, a fin de estudiar la viabilidad o no de iniciar las correspondientes acciones de repetición.”

Se acepta la respuesta remitida por la entidad.
4.3.3.4.4 El doctor Jorge Enrique Vergara Vergara, Jefe de la  Oficina de Asuntos Disciplinarios de la Universidad Distrital, envió a la Contraloría de Bogotá el Expediente No. 443 de 2002, para que se procediera adelantar lo de nuestra competencia. Mediante  memorando 50000-188 de febrero  de 2004 el  Director de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva lo remite a la Dirección de Educación, Cultura, Recreación y Deporte, para que se tenga en cuenta en el desarrollo del proceso de Prestación de Servicios Micro.

En desarrollo del mencionado proceso, se evidenció que mediante Resolución No 401 del 30 de diciembre de 2003, expedida por el rector de la Universidad Francisco José de Caldas, se resolvió el recurso de apelación del proceso 443-02.

En los hechos contemplados en la Resolución 005 de septiembre de 2003, dentro del expediente 443-2002, el señor Jaime Humberto Angulo, informó que el día 28  de enero del año 2002, acudió a la Tesorería General de la Universidad para solicitar  la entrega de  un cheque por valor de catorce millones novecientos mil doscientos ($14.900.200), que habría girado a su nombre para la compra de equipos con destino a la especialización y Maestría en Teleinformática, siendo atendido por el señor Gustavo Suárez , quien le indico  que no se encontraba la orden de pago ni el respectivo cheque.

Con base en los hechos,  la Oficina Asesora de Asuntos Disciplinarios de la Universidad le abrió  investigación disciplinaria al señor ALEXANDER BEDOYA MONTALVO, en su calidad de Auxiliar Administrativo y que  desempeñaba las funciones de cajero de la Universidad, por haber el incumplimiento de sus deberes, funciones e incursión en una prohibición, por no haber actuado con diligencia y eficiencia en la labor encomendada, porque ocasionó  que se entregará el cheque No. 009452 , por valor de catorce millones  novecientos mil doscientos, girado a nombre de Jairo Humberto Angulo Ch., sin haberse  cumplido con los procedimientos necesarios lo que ocasionó el posterior cobro y hurto del dinero. 

Por lo anterior, se expidió la Resolución No. 401 del 30 de diciembre de 2003, resolviendo el recurso de apelación en donde se resuelve modificar  Resolución No. 05 de septiembre de 17 de 2003, en el sentido de sancionar disciplinariamente al funcionario  ALEXANDER BEDOYA MONTALVO, identificado con cédula de ciudadanía No. 15.675.720 de Planeta Rica (Córdoba), con suspensión en el ejercicio de sus funciones por el término de  noventa (90) días.  

De la evaluación realizada se evidenció al señor Alexander Bedoya Montalvo, se le imputa el presunto incumplimiento de sus deberes y la incursión en prohibiciones, toda vez que fue la persona que en cumplimiento de sus funciones de cajero, de manera irregular entrego el día 28 de diciembre de 2001, el cheque No. 009452 por valor de catorce millones  novecientos mil doscientos, girado a nombre del ingeniero Jaime Humberto Angulo, coordinador de la especialización en Teleinformática de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, y que según él no lo reclamó.
Por lo anterior, el funcionario fue sancionado disciplinariamente,  porque  transgredió  el artículo 40 de  la Ley 200 de 1994  y el Manual de Procesos  y Procedimientos expedido por la Universidad.  

Con base en lo señalado anteriormente, este Ente  de Control,  considera que con la negligencia en la actuación del funcionario se causo un detrimento al Distrito, en cuantía de  catorce millones  novecientos mil doscientos pesos (14.900.200), por no haber cumplido con los procedimientos establecidos para la entrega de los cheques. Por lo anterior se constituye en un hallazgo administrativo de carácter fiscal, el cual será remitido a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá para lo de su competencia.

Respuesta de la administración:
“ Me permito manifestarle que la Administración esta de acuerdo con este hallazgo teniendo en cuenta que esta irregularidad se detecto  por auditoria practicada por la Oficina Asesora de Control Interno en febrero de 2001; considerando que es procedente adelantar el correspondiente juicio Fiscal ante la Jurisdicción de Responsabilidad Fiscal y Dirección Coactiva”.

Se acepta la respuesta emitida por la administración y se constituye en un hallazgo de carácter fiscal y se dará traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal  y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá para lo de su competencia. 

4.3.4. Plan de Desarrollo

4.3.4.1. Revisados los documento soportes del proyecto No. 4149 “Dotación de Laboratorios”, se encontró en el contrato No. 025 de diciembre 04 de 2003 de compra venta celebrado entre la Universidad Distrital y la firma Quimbaya Resources Exploration E.U., por un valor de $37.5 millones y una duración de 30 días, se encontró que no se cumplió con las especificaciones del software determinadas en el objeto del contrato, por cuanto el software virtuoso Lite entregado, no deja crear el proyecto y solo trabaja por modelos separados, lo que no permite trabajo ni por fajas ni por bloques, lo anterior de acuerdo con oficio de fecha 19 febrero de 2004 dirigido a la Oficina Asesora jurídica por la Técnica  y la jefe de Laboratorios de la Facultad de Catastral,  .

Dentro de la estructura del software presentado, se encuentra un modulo que permite trabajar por fajas y bloques pero según lo expresado por el coordinador de la facultad de ingeniería catastral, para activarlo requiere de una licencia de funcionamiento cuyo costo aproximado es de $U.S.14.000; no obstante esto, el día 25 de marzo de 2004, el gerente de Quimbaya Resources, el Coordinador de Ingeniería Catastral y Geodesia y la Jefe de Laboratorios de Catastral, firman el acta de recibido a satisfacción.

Con lo anterior se evidencia incumplimiento en lo estipulado en el articulo 3º. del acuerdo 08/03, estatuto de contratación, que define los fines de la contratación: “La contratación que adelanta la Universidad Distrital es uno de los medios que permite la realización y el cumplimiento material de los objetivos y misión para los cuales fue creada y la continua y eficiente prestación del servicio publico de la educación superior .

Los particulares, al proponer, celebrar y ejecutar contratos con la Universidad Distrital, tendrán en cuenta que además de la obtención de utilidades cuya protección garantiza el estado, colaboran con ella en el logro de sus fines y cumplen con una función social que, como tal, implica obligaciones”. 

También se incumple con lo definido en el articulo 4º  del Acuerdo 08/03, estatuto de contratación, sobre los principios aplicables a la contratación como son el principio de buena fe, economía, eficacia, eficiencia, objetividad y responsabilidad.

De igual forma se transgrede el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, donde se señalan los Objetivos del Sistema de Control Interno,” Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten”, y el literal b) de la misma Ley donde se señala que se debe  “garantizar la eficacia, la eficiencia y economía en todas las operaciones promoviendo y facilitando la correcta ejecución de las funciones y actividades definidas para el logro de la misión institucional”.

La situación presentada puede ser originada por el desconocimiento de las normas, o en la desarticulación funcional y la inexistencia de un plan de compras fundamentado en la identificación de necesidades reales.

Respuesta dada por la administración:

"Se solicitará un  informe minucioso al Coordinador del Laboratorio de ingeniería Catastral y Geodesia, supervisor del contrato de Compra Venta No.025 de Diciembre 4 de 2003,  con el fin de dar claridad al cumplimiento del objeto del contrato. Una vez se haya realizado la respectiva aclaración por parte del supervisor se procederá a tomar las medidas del caso, esto es, hacer efectiva la póliza de calidad y correcto funcionamiento y se compulsarán copias de los hechos a la Oficina Asesora de Asuntos Disciplinarios para lo de su competencia".
Analizada la respuesta dada por la administración, se evidencia conformidad frente a la observación, por lo tanto se mantiene como hallazgo administrativo deberá ser incluido dentro del plan de mejoramiento 

4.3.4.2. En cumplimiento del mismo proyecto No. 4149 “Dotación de Laboratorios”, se reviso el contrato de compraventa 003 de febrero 28 de 2003 celebrado entre la Universidad Distrital y la firma Electroequipos Colombia Ltda., se evidenció el cambio del péndulo balístico registrado en el objeto del contrato, debido a daños causados en el proceso de importación atribuidos al mal manejo por parte de funcionarios de la Aduana, por un  juego de óptica láser ref. U 17300, 3 juegos de óptica láser ref. U 17301, 1 juego de rayo láser ref. U 17302 u 1 balanza electrónica ref. U 99999-023, de acuerdo con lo establecido en el acta aclaratoria firmada entre las partes el 15 de agosto de 2003.

Por lo anterior se transgredió el inciso c) del articulo 4º  del Acuerdo 009 de 1998, Estatuto de Contratación, donde se señala el principio de eficacia aplicable a la contratación y el Articulo 11 del Acuerdo 009/98, sobre los requisitos precontractuales, “El ordenador del gasto debe realizar su gestión dentro de los parámetros de calidad y economía y elaborar el estudio pertinente con el fin de adelantar la actuación contractual”. De igual manera se trasgrede el articulo 32 que señala la modificación, adición y prorrogas de los contratos. 

De igual forma se transgrede el literal a) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993, respecto a los Objetivos del Sistema de Control Interno,” Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten” y el literal b) de la misma ley respecto a “garantizar la eficacia, la eficiencia y economía en todas las operaciones promoviendo y facilitando la correcta ejecución de las funciones y actividades definidas para el logro de la misión institucional”.

La situación presentada puede ser originada por el desconocimiento de las normas, o la desarticulación funcional y la inexistencia de un plan de compras fundamentado en la identificación de necesidades reales.

Respuesta dada por la administración:

"Una vez revisada la carpeta contentiva del contrato No. 003 de febrero 28 de 2003, no se encontró el acta aclaratoria de agosto 15 mencionada por ustedes, como tampoco ninguna  solicitud de modificación al contrato por parte del Coordinador del Laboratorio de Física de la Facultad de Ciencias y Educación, supervisor del contrato, al ordenador del gasto, para que procediera  a estudiar la viabilidad del cambio de los elementos. 

Así las cosas se solicitará a la Oficina Asesora de Asuntos Disciplinarios se inicie la investigación correspondiente".
Evaluada la respuesta dada por la administración se observa que el acta aclaratoria si existe y esta Contraloría obtuvo la copia folio 38 de fecha 15 de agosto de 2003 firmada por el Rector, el supervisor del contrato y el representante legal de Electroequipos Ltda. "acta aclaratoria al contrato de compraventa No 003 del 17 de enero de 2003 celebrado entre la universidad Distrital y Electroequipos Colombia Ltda.", por lo tanto la observación se mantienen como  hallazgo administrativo y disciplinario, deberá incluirse dentro del Plan de Mejoramiento, igualmente se remitirá a la Personería de Bogota para lo de su competencia. 

4.3.4.3 Revisado el proyecto No. 4147 “Construcción de la facultad del medio ambiente” inscrito en el Plan de Desarrollo Distrital, se evaluó el contrato No 011 del  18 de diciembre de  2002, por un valor de $24.2 millones, suscrito entre la Universidad Distrital y Graico Ltda., en comité de obra según acta de reunión No 01 de enero 17 de 2003 en el numeral 3  referido al concepto “compensación de cantidades de obra” se observa que la menor cantidad presentada en los ítems 1.1.5 “delineadores luminosos” y 1.1.6.1. “vallas de identificación”, compensará proporcionalmente los costos que genere el numeral 2. “movimientos de tierra”.

Adicionalmente, mediante otrosí  de fecha 25 de febrero de 2003 se amplio el termino de duración y el monto del contrato en 15 días y se incremento el valor inicial del contrato en $11.5 millones equivalente a un 46% sin la debida justificación.

Lo anterior evidencia improvisación en la planeación de las obras.

Con lo anterior se transgredió  el inciso c) del articulo 4º, Articulo 11 y el Articulo 37 del acuerdo 009/98, Estatuto de Contratación. Igualmente trangrede los literales  a) y b) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993.
La situación presentada puede ser originada por el desconocimiento de las normas, o en la desarticulación funcional y la inexistencia de un plan de compras fundamentado en la identificación de necesidades reales.

Respuesta dada por la administración:

"En el Acta de Reunión Nº 01 del 17 de Enero de 2003, contemplaba únicamente; que en esa fecha y de acuerdo con Plan de Manejo de Transito aprobado y solicitado por la alcaldía mayor de Bogotá a través del IDU en la licencia de excavación Nº 8970 del 2 de octubre de 2003; donde se establecía se debían colocar unos pasacalles y una señal luminosa no contempladas inicialmente en el contrato, y que el costo que generaba colocar dichos elementos en ese momento se compensaría parcialmente con la disminución de las cantidades en los ítem 1.1.5 y 1.1.6.1.

Es de aclarar que según lo informado por la Interventoria Ingeam E. U. cuyo representante legal es el Ingeniero Carlos Martínez, la adición de los $11.5 millones obedecieron a mayores cantidades de obra las cuales resultaron de lo exigido en la licencia de excavación la cual establece por ejemplo, que las losas de anden afectadas por la excavación se deben hacer nuevas en su totalidad".

Analizada la respuesta dada por la entidad se acepta en lo relacionado con la compensación de mayor cantidad obra en Ítems 2. “movimientos de tierra”, sin embargo  en lo relacionado con el incremento, al comparar las actas de febrero 14 de 2003 “relación de cantidad de obra final y precios ejecutados” del informe de interventoria de la firma INGEAM la diferencia presentada es en el precio final de cada una y  en las observaciones presentadas en el acta adicional  tampoco se observa diferencia  en el acta de entrega y recibo físico de obra de fecha marzo 10 de 2003, por consiguiente este hallazgo es considerado de carácter  administrativo y disciplinario, porque  no se aprecia justificación para dicha adición, deberá ser incluido en el plan de mejoramiento y se dará traslado a la Personería de Bogotá para lo de su competencia. 

4.3.4.4. Dentro de las metas inscritas en el Plan de Desarrollo, se inscribió el proyecto 4147 construcción de la Facultad del Medio Ambiente, donde una de las metas fue  la construcción de 130 mts de cunetas, 225 mts de drenajes y de 190 de cunetas. Al realizar la evaluación y avance de ejecución de este proyecto, se evidenció que en el contrato 014 de abril 30/02, celebrado entre la Universidad Distrital y Ávila Ltda. ampliándose el termino del contrato mediante Otrosí, en 60 días y adicionándose el objeto del contrato para la construcción de un pedestal  en el costado oriental del Polideportivo Martha Yomasa  se construyó  solamente 99.60 mts..de cunetas, transgrediendo  el  Artículo 39 del Acuerdo 003 de 1997, define el Plan operativo como la programación de los recursos para la realización de los proyectos, planes de acción y de trabajo y resulta de la identificación de las necesidades y proyecciones que hagan los funcionarios o las dependencias y el  literal b) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993.
Igualmente se incumple con el literal e) del artículo 12 de la Ley 87 de 1993 que hace referencia a la cabal culminación de los proyectos, de igual forma incumple con lo normado con el literal f) del artículo 3º de la Ley 152 de 1994 que hace referencia  al principio de continuidad
La situación presentada puede ser originada por el desconocimiento de las normas y la no corrección de esta observación puede generar sobrecostos para la Universidad y que no se logren los objetivos y la misión institucional

Respuesta dada por la administración:

"Según revisión realizada por la interventoria  Ingeam E. U. cuyo representante legal es el Ingeniero Carlos Martínez de las cantidades de obra contratadas, y de acuerdo con consultas hechas al Consorcio Civiles Ltda. y Civiltec ejecutores el estudio geotécnico, reporta que unas cantidades de obra se disminuirán pero que otras se incrementaran como al final lo muestra el acta de liquidación de obra; en cuanto al plazo hubo necesidad de ampliarlo porque al ejecutar los caissons el suelo de fundación propuesto en el estudio no se encontraba y hubo la necesidad de localizar al Ingeniero que realizo el estudio para la debida consulta la cual solo fue resuelta hasta el 3 de abril de 2003. En lo referente a que no se ejecutaron las cunetas refiérase al numeral 3.2 (209.00 m), drenajes numeral 3.1 4.5 (99.60 m y 30.00 m respectivamente). Como consecuencia de las menores cantidades de obra y ha solicitud del Decano de la Facultad del Medio Ambiente  Ingeniero Inocencio Bahamon mediante oficio DFMA-378-03 se hizo la respectiva sustentación para desarrollar las obras adicionales; las cuales fueron presentadas al ordenador del gasto es decir al Director Administrativo las cuales fueron aprobadas y se realizo la ampliación el Objeto del contrato tal y como aparece en el otro si".

Evaluada la respuesta dada por la administración, se acepta parcialmente en lo relacionado con la ampliación de los plazos por cuanto en el  informe de interventoria  de la firma INGEAM, se señala que  en los Comités de Obra, mediante actas de reunión de los días 03 de marzo 28 y 04 de abril del 2003 , se informa de los cambios y se solicitó la ampliación de los términos en lo relacionado con la no ejecución de las cunetas y los drenajes. La administración no da  justificación no da justificación de las cunetas y los drenajes. Por  consiguiente este hallazgo administrativo y deberá incluirse en el Plan de Mejoramiento.

4.3.4.5. En el contrato de obra 005/99 por un valor inicial de $4.863.7 millones para la Construcción Facultad de Ingenierías celebrado entre la Universidad Distrital y el Consorcio Robayo Ramírez, se amplio los términos establecidos en el objeto mediante otrosí y se adiciono en $8.088.7 millones, para un total de $ 12.952.4 millones, equivalente al 166% del valor inicial del contrato y 21 meses adicionales al tiempo pactado; adicionalmente mediante oficio de fecha noviembre 12 de 2003 del jefe de recursos físicos de la Universidad le informa al ingeniero representante del consorcio Robayo Ramírez de las anomalías presentadas en la obra, como son filtraciones de agua y de gases, el jefe de la  oficina de planeación de la Universidad con oficio OAPC 120-2004 de febrero 27 de 2004 requiere al consorcio para que realice las reparaciones necesarias de las filtraciones presentadas, sin que a la fecha se haya subsanado las anomalías. 

Con lo anterior se transgredió  los  incisos c),d) y e) del articulo 4 y el Artículo 11 y 37 del Acuerdo 009 de 1998 del  Estatuto de contratación. Igualmente se transgredió  el literal a)   del artículo 2º  y el literal b) de la Ley 87 de 1993.
Con el incremento del 166% en el valor  del contrato,  se transgredió el parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1.993, donde señala que "los contratos que celebren las entidades estatales… no podrán exceder del cincuenta (50%) del valor del respectivo contrato." 

Respuesta dada por la administración:

"En la observación relacionada con el Contrato de obra 005/99 construcción Facultad de Ingeniería celebrado entre la Universidad Distrital y el Consorcio  Robayo Ramírez, le informo que la reclamación a efectuarse frente al mencionado consorcio, fue asignada al Doctor EUGENIO CARLOS MANOTAS, abogado externo adscrito a la Oficina Asesora Jurídica".

Evaluada la respuesta dada por la administración, la observación se mantiene toda vez que la Universidad cuenta con las pólizas de garantía y estabilidad de las obras vigentes hasta el 25/03/08. Por  lo anterior el hallazgo se mantiene respecto a este caso como de carácter administrativo y debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

Con relación al incremento del 166% al valor inicial del contrato se determina como hallazgo administrativo y disciplinario por cuanto si bien la Ley 30/92 faculta a la Universidad para expedir su estatuto contractual referido a las actividades de su misión institucional, pero para este caso el objeto del contrato no corresponde al desarrollo propio de las actividades misionales, razón por la cual la Ley aplicable es el Estatuto de Contratación Ley 80 de 1993; dicho hallazgo deberá incluirse en el Plan de Mejoramiento y se dará traslado a la Personería de Bogotá para lo de su competencia.

4.3.4.6. En el Proyecto de Defensa del Espacio Público y Prevención de diversas formas de contaminación ambiental, inscrito al plan institucional 2001-2005, que hace parte de la macro política I, se fijo como meta realizar un taller semestral para que contribuya a concientizar a toda la comunidad universitaria acerca de la preservación del medio ambiente, del cuidado y mantenimiento de las instalaciones físicas, sin embargo en el  oficio DBI-1021 de 23/12/03 del informe de gestión, se habla de que se encuentra en proceso y con un porcentaje de cumplimiento del 30%, incumpliéndose con lo programado para ejecutar en dicho proyecto.

Con lo anterior se transgredió el  Artículo 39 del Acuerdo 003 de 1997, define el Plan operativo como la programación de los recursos para la realización de los proyectos, planes de acción y de trabajo y resulta de la identificación de las necesidades y proyecciones que hagan los funcionarios o las dependencias y el  literal b) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993.
Igualmente se incumple con el literal e) del artículo 12 de la Ley 87 de 1993 que hace referencia a la cabal culminación de los proyectos, de igual forma incumple con lo normado con el literal f) del artículo 3º de la Ley 152 de 1994 que hace referencia  al principio de continuidad.

La situación presentada esta evidenciando que no se dio cumplimiento a las metas planeadas para ejecutar en el Plan de Desarrollo.

Respuesta dada por la administración:

"Teniendo en cuenta que este proyecto fue inscrito dentro del Plan de Desarrollo año 2001 – 2005, y que esta enfocado a realizar el diagnóstico ambiental y sanitario en las diferentes sedes con el fin de crear un ambiente sano para la comunidad universitaria y los espacios necesarios para el diálogo, la convivencia e integración, de tal manera que haya sentido de pertenencia con la institución.

Inicialmente se solicitó la contratación de un profesional idóneo (Ingeniero Ambiental y Sanitario) con el objeto de realizar talleres y conferencias de sensibilización que contribuyan al cuidado y mantenimiento de cada una de las sedes por parte de la comunidad universitaria y el estudio de cada una de las Facultades que permita diagnosticar el estado de las instalaciones sanitarias, cafeterías, laboratorios, aulas, accesos y salidas, señalización, áreas de esparcimiento, residuos sólidos, contaminación visual, entre otros.

El indicador (30%) hace referencia al estudio del proyecto que realizó un Ingeniero Ambiental y Sanitario en el cual diagnóstico el estado de la Facultad de Ciencias y Educación.

Teniendo en cuenta que el profesional no fue contratado por motivos presupuestales no se dio continuación a dicho proyecto y al taller descrito en la meta”.

Con la  respuesta dada por la administración, se corrobora  que hubo incumplimiento de las metas programadas del proyecto, por consiguiente se constituye en hallazgo de carácter administrativo y la universidad deberá adoptar los correctivos en el plan de mejoramiento

4.3.4.7 En cumplimiento del Plan Institucional 2001-2005, se inscribió el programa Sistema integrado de información, comunicación y gestión del conocimiento donde fueron determinados los proyectos Sistematización financiera y contable y sistematización jurídica, que tienen como metas la implementación del software y codificación y realización de pruebas, integración del sistema y diseño de manuales técnicos y del usuario, sin embargo en el oficio OAS-2993 2003 se evidenció que las metas no se cumplieron. 
Con lo anterior se transgredió el  Artículo 39 del Acuerdo 003 de 1997, define el Plan operativo como la programación de los recursos para la realización de los proyectos, planes de acción y de trabajo y resulta de la identificación de las necesidades y proyecciones que hagan los funcionarios o las dependencias y el  literal b) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993.
También se transgrede el literal e) del artículo 12 de la Ley 87 de 1993 que hace referencia a la cabal culminación de los proyectos, de igual forma incumple con lo normado con el literal f) del artículo 3º de la Ley 152 de 1994 que hace referencia  al principio de continuidad.

Respuesta dada por la administración:

"A la Oficina Asesora de Sistemas se le asignó recursos para esta actividad como consta en el oficio OAPC-163-2004, lo que permitió reformular el plan y remitirlo a la oficina de planeación y a la oficina de control interno. Sin embargo con dificultades a la fecha se han tenido adelantos significativos en los subsistemas académicos y de personal, se esta en espera de la firma de un convenio con la Secretaría de Hacienda para obtener los subsistemas financieros, inventarios, contratación y correspondencia".  
Con la  respuesta dada por la administración, se corrobora  que hubo incumplimiento de las metas programadas del proyecto, por consiguiente se constituye en hallazgo de carácter administrativo y la universidad deberá adoptar los correctivos en el plan de mejoramiento

4.3.4.8 En cumplimiento del Plan Institucional 2001-2005, se inscribió el proyecto Implementación del software de inventarios, fijando como meta mantener en un 100% actualizados los inventarios de bienes de consumo y bienes devolutivos que permita ofrecer información confiable y oportuna. El software fue instalado en un 100%, sin embargo su funcionamiento y capacitación no se han dado totalmente por lo cual los inventarios no han sido actualizados.
Con lo anterior se transgredió el  Artículo 39 del Acuerdo 003 de 1997, define el Plan operativo como la programación de los recursos para la realización de los proyectos, planes de acción y de trabajo y resulta de la identificación de las necesidades y proyecciones que hagan los funcionarios o las dependencias y el  literal b) del artículo 2º de la Ley 87 de 1993.
Igualmente se incumple con el literal e) del artículo 12 de la Ley 87 de 1993 que hace referencia a la cabal culminación de los proyectos, de igual forma incumple con lo normado con el literal f) del artículo 3º de la Ley 152 de 1994 que hace referencia  al principio de continuidad.

La situación presentada puede ser originada por el desconocimiento de las funciones asignadas.

 La no corrección de esta observación puede generar sobrecostos para la Universidad y que no se logren los objetivos y la misión institucional y sea calificada en términos de ineficacia.

Respuesta dada por la administración:

"Me permito aclarar que la labor del levantamiento físico y plaqueteo de los inventarios de la Universidad Distrital, fueron realizados en los finales de los años 2002 y 2003 manteniendo ésta información actualizada en un 100% la cual fue digitada en ACCESS, tal como lo venía sugiriendo la Secretaría de Hacienda dentro del convenio ínter administrativo.   Por lo que no estamos de acuerdo con lo planteado por ese ente de control, ya que los inventarios se encuentran a la fecha actualizados.

Debo aclarar que las tareas asignadas por la secretaría de Hacienda en la depuración de nuestra base de datos se cumplieron en un 100%  para la migración de nuestra base de datos al programa  de la nueva versión 8I".

Evaluada la respuesta dada por la administración, la observación se mantiene toda vez que esta hace referencia al cumplimiento de las metas programadas en el proyecto de Plan de Desarrollo, por consiguiente se constituye en hallazgo administrativo y la universidad deberá adoptar los correctivos en el plan de mejoramiento

4.3.5 Gestión y Resultados.

4.3.5.1 El Plan Operativo de la Institución, no se realizó teniendo en cuenta el proyecto operativo académico ni los proyectos administrativo, financiero y físico, los cuales no fueron presentados oportunamente y de haberlo hecho debieron estar fundamentados en la identificación de las necesidades reales de la entidad reflejadas  en la adecuada elaboración del presupuesto de ingresos y gastos y por esa vía la determinación del plan de compras, de acción, de contratación, etc. que le den sentido al sistema de planeación de la organización.

El artículo 39 del Acuerdo 003 de 1997, define el Plan operativo como la programación de los recursos para la realización de los proyectos, planes de acción y de trabajo y resulta de la identificación de las necesidades y proyecciones que hagan los funcionarios o las dependencias.

Respuesta de la Administración:

“Con el propósito de impulsar el Sistema de Planeación, la Administración, a través de la Oficina de Planeación ha adelantado jornadas de sensibilización con las distintas unidades académicas y administrativas de la institución para que éste proceso se ajuste a los requerimientos de la Universidad y a la normatividad vigente, particularmente para la formulación del presupuesto y de los planes de la vigencia 2005. No obstante, la elaboración y aprobación del presupuesto del actual ejercicio fiscal se elaboró de acuerdo con una identificación de necesidades de las facultades y demás áreas administrativas”.

Una vez valorada la respuesta de la anterior observación de carácter administrativo, no se desvirtúa en consecuencia se mantiene y debe ser incluida en el Plan de Mejoramiento, con los correctivos correspondientes.

4.3.5.2  Los planes de acción y los planes de trabajo presentados a la Oficina Asesora de Planeación presentados por los funcionarios de las distintas dependencias para su correspondiente seguimiento y evaluación, no presentan oportunamente los objetivos, metas, responsables, la estimación de los recursos necesarios para dar cumplimiento a los propósitos de cada área.

El artículo 40 de del Acuerdo No. 003 de 1997 señala que “en los grupos funcionales, dependencias asesoras o áreas, todos los proyectos y los órganos directivos presentarán su plan de acción por un año, señalando los objetivos, metas, responsables y recursos”.

Respuesta de la Administración:

“Con el propósito de constituir efectivamente un Sistema de Planeación en la Universidad Distrital, se diseñarán estrategias que permitan el fortalecimiento de la cultura de planeación, a través de instrumentos como la implementación de un sistema de indicadores, el fortalecimiento de la cultura del proyecto, la medición y el autocontrol, la actualización e implementación de las manuales de funcionamientos y de procedimientos y el mejoramiento de los sistemas de información”.

Una vez valorada la respuesta de la anterior observación de carácter administrativo, no se desvirtúa en consecuencia se mantiene y debe ser incluida en el Plan de Mejoramiento, con los correctivos correspondientes.

4.3.5.3 La universidad no dispone de un Estatuto Financiero que normalice las actividades las actividades de las dependencias involucradas en la gestión financiera y evite la improvisación en la ejecución de sus operaciones, además que la información producida por el sistema de Planeación no corresponda a la ejecución presupuestal.

El artículo 28 de la Ley 30 de 1992, en aplicación del concepto de la autonomía universitaria “…reconoce a las universidades el derecho  a darse y modificar sus estatutos” ; ante la inexistencia de dicho Estatuto, ceben prevalecer las disposiciones contempladas en el Estatuto Orgánico de Presupuesto Distrital o Decreto No. 714 de 1996 que establece la obligatoriedad de conformar un Sistema presupuestal constituido por un Plan Financiero Plurianual, un Plan Operativo Anual de Inversiones  y por el Presupuesto Anual del Distrito Capital de entre otros organismos, los entes autónomos universitarios.

De igual forma el presupuesto de la Universidad como ente autónomo Universitario y como reflejo del presupuesto anual del Distrito Capital, para dar cumplimiento del principio de planificación, “Deberá guardar concordancia con los contenidos del Plan de Desarrollo, del Plan Financiero y el Plan Operativo Anual de Inversiones según lo contemplado en el literal b) del articulo 13 del mismo estatuto orgánico.

Respuesta de la administración:

En la agenda de la Comisión Presupuestal y Financiera, recientemente creada mediante resolución No. 043 de marzo 9 de 2004, uno de los puntos prioritarios a tratar será el estudio, elaboración y presentación al Consejo Superior de un Estatuto Presupuestal Y Financiero, con el propósito de consolidar los mecanismos de mejoramiento y autocontrol institucional.

Una vez valorada la respuesta de la anterior observación de carácter administrativo, no se desvirtúa en consecuencia se mantiene y debe ser incluida en el Plan de Mejoramiento, con los correctivos correspondientes.

4.3.5.4.  La oficina Asesora de Planeación y Control no es invitada a conformar el Comité de Evaluación de las propuestas en cumplimiento del proceso de contratación de la entidad de acuerdo con lo expresado en el oficio DA-015-2004 del 22 de enero de 2004 que remite el informe de contratación de la inversión del 2003 dirigido al Jefe de la Oficina Asesora de Planeación y Control por parte del Director administrativo y con el oficio AOPC-022-2004 del 23 de enero de 2004 dirigida al director administrativo por parte del jefe de la Oficina de Planeación.

El capitulo VII de la Resolución No. 266 del 11 de septiembre de 2003, señala los procedimientos para la selección del contratista y el artículo 22 establece que el comité de evaluación de las propuestas estará integrado por el director administrativo, el jefe de la Oficina Jurídica el director de la Oficina de Planeación, el jefe de la División Financiera y el delegado del rector.

Respuesta de la Administración:

“La Universidad ha dado cumplimiento a la Resolución No. 266 del 11 de septiembre de 2003 y por tanto ha cursado las respectivas invitaciones a los integrantes de dicho Comité de evaluación de las propuestas de contratación, de la cual forma parte el Jefe de Planeación, tal y como se puede comprobar en las constancias de invitación cursadas por la Dirección Administrativa;   excepcionalmente, no se invitó al doctor Eduard Pinilla a la reunión celebrada el 29 de enero del presente año (oficio OAPC 022-2004), situación que ha sido subsanada.  Una de las mayores dificultades en la contratación hasta el año 2003 estuvo representada en la falta de planeación de la contratación, situación superada para la actual vigencia presupuestal, en donde se ha concertado con las diferentes dependencias el plan de compras anual, el cual ha venido siendo sistematizado por la Oficina de Planeación”.

Una vez valorada la respuesta de la anterior observación de carácter administrativo, no se desvirtúa en consecuencia se mantiene y debe ser incluida en el Plan de Mejoramiento, con los correctivos correspondientes.

4.3.5.5. Fueron adquiridos por la Entidad 176 computadores a diferentes firmas  por un valor total de $$657.420.000,oo, sin tener en cuenta la oferta realizada por la firma  Iberoamerican Science and Technology Education Consortium (Consorcio Iberoamericano de Educación en Ciencia y Tecnología) ISTEC, según la cual sus afiliados, pueden adquirir computadores de ultima generación – es decir que reúne todas las especificaciones técnicas de los equipos adquiridos por la Universidad- de las mejores marcas del mercado a un costo promedio de U.S. 300 cada uno, dentro del programa de apoyo a la investigación y desarrollo, en cuyo caso los computadores costarían alrededor de $$154.548.111,oo, es decir $502.871.889,oo menos del valor cancelado.

Pero si se hubieran adquirido al costo máximo ofrecido por las firmas inscritas en ISTEC, es decir a US 500, el valor cancelado seria de $ 257.580.185,oo, es decir el sobrecosto sería de 399.839.815,oo. Esta situación se evidencia en la siguiente tabla:

CUADRO No. 14

COMPARATIVO DE LOS PRECIOS CANCELADOS FRENTE A LA OFERTA DE ISTEC 

	Contrato N° 
	Fecha
	Cant
	Valor Unitario
	Valor Total pagado
	Valor a pagar  según ISTEC a us 300
	Valor a pagar  según ISTEC a us 500
	Diferencia por compra a  us300
	Diferencia por compra a us 500

	001
	29-01-03
	100 
	$4.000.000
	$400.000.000
	$88.968.000
	148.280.000
	$311.032.000
	251.720.000

	Otrosí

 001
	26-02-03
	21 
	$4.000.000
	$84.000.000
	$18.596.403
	30994.005
	$65.403597
	53.005.995

	04
	26-03-03
	17 
	$3.950.000
	$67.150.000
	$15.075.906
	25126.510
	$52.074.094
	42.023.490

	028
	24-12-03
	28 
	$2.645.000
	$74.060.000
	$23.573.172
	39.288.620
	$50.486.828
	34.771.380

	O.C.

 267
	31-12-03
	9 
	$2.720.000
	$24.480.000
	$7.501.167
	12.501.945
	$16.978.833
	11.978.055

	O.C. 

267
	31-12-03
	1 
	$7.730.000
	$7.730.000
	$833.463
	1.389.105
	$6.896.537
	6.340.895

	TOTAL
	
	176
	
	$657.420.000
	$154.548.111
	257.580.185
	$502.871.889
	399.839.815


La situación presentada contraviene lo expresado por el artículo 40 de del Acuerdo No. 003 de 1997 señala que los grupos funcionales, dependencias asesoras o áreas, todos los proyectos y los órganos directivos “presentarán su plan de acción por un año, señalando los objetivos, metas, responsables y recursos”; esta omisión conduce a que las adquisiciones realizadas no obedezcan a un Plan de Compras y/o de contratación previamente concertados.

Según oficio CERI – 418 -04 firmado por Director del Centro de Relaciones Interinstitucionales, Ing. JAIRO HUMBERTO TORRES ACOSTA Ph.D., dirigido al Despacho del señor Rector,  la Universidad Distrital esta afiliada como miembro del Consorcio Iberoamericano de Educación en Ciencia y Tecnología –ISTEC-.

Respuesta de la Administración:

“A continuación me permito dar las explicaciones formuladas en el hallazgo de la Contraloría en los siguientes términos:

En primer lugar, en el caso del contrato 001 de 2003, la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, adelantó una investigación preliminar, por presuntos sobrecostos en la compra de cien (100) computadores adquiridos a la firma CORSICOMS, codificada bajo el expediente No. 654 de 2003, la cual fue remitida a la Personería del Distrito Capital, mediante Auto No. 074 de Marzo 08 de 2004 de la Oficina Asesora de Asuntos Disciplinarios de la Universidad,  por lo cual es competencia de ese organismo adelantar la investigación correspondiente.

En cuanto a la aplicación del artículo 40 del Acuerdo 03 de 1997, la Universidad trabaja con planes de acción, los cuales se vienen desarrollando de acuerdo con el plan de mejoramiento concertado con la Contraloría Distrital. Respecto del plan de compras, con la resolución 015 de 2004 se precisa la reglamentación del acuerdo 09 de 2003, que por lo complejo del proceso de implementación (al plantearse el propósito de transformar toda la cultura ejecución del gasto, que pasaría de ritmos coyunturales a la aplicación de una planeación rigurosa anual), está en curso de implementación a partir de los planes de acción, los planes de contratación y de compras en curso. Un correctivo específico al procedimiento de ejecución presupuestal, es que esta administración trazó orientaciones acerca del problema de la ejecución de avances, tal como se establece en la circular 003 del DIA MES 2004 emanada de rectoría.  

Con estas consideraciones procedo a absolver sus interrogantes:

1. Si la Universidad Distrital está afiliada como miembro del Consorcio ISTEC, ¿cuál es la dificultad para allegar los documentos que confirmen el hecho?

No existe dificultad para allegar los documentos.  Se encuentra en archivos que la Facultad Tecnológica adelantó las gestiones para cancelar la franquicia por el año 2003 ante la Tesorería de la Universidad.

2. ¿Desde cuándo la Universidad Distrital está afiliada a ISTEC?

Tenemos registros de afiliaciones desde el año 2001. Ver anexo X (ISTEC Date 5/31/2003).

3. ¿Qué validez tiene dentro de iniciativa “adquisición de equipos de cómputo” la oferta presentada por ISTEC?

Ninguna validez. Como explicamos ampliamente en la parte inicial de nuestra respuesta, no existe oferta formal alguna de venta de equipos presentada por istec A LA UNIVERSIDAD. Lo que encontramos en archivos es el informe de comisión del ex-rector de su participación en evento “Ibero American Summit on Engineering Education – iasee, realizado en la Universidad de Vale do Paraiba en Sao Paulo – Brasil,  en marzo de 2003, no comunicado oficialmente al Consejo Superior ni a las instancias administrativas de la Universidad. 

4. ¿Por qué fueron adquiridos los equipos de cómputo a diferentes firmas y precios, sabiendo de los descuentos ofrecidos por ISTEC?

Sin oferta formal y real de ISTEC, los equipos relacionados fueron adquiridos siguiendo procedimientos usuales, y en aquellos casos, como las del contrato 01 de 2003, donde se presumen irregularidades, se ha ordenado la investigación correspondiente.

5.  ¿Se cotizó con la firma ISTEC, los computadores y equipos de laboratorio que la Universidad adquirió, así como la posibilidad de obtener asesoría en los diferentes campos de investigación?

Desde hace algunos años, la Universidad tiene relaciones con ISTEC en el campo de apoyo a programas de doctorados y por las razones argumentadas anteriormente, no se cotizó en ningún momento para compra de computadores y equipos de laboratorio. 

En oficio de fecha 21 de abril de 2004, este organismo de control solicita entre otras cosas el envío de una copia del informe rendido al Consejo Superior en el que según el oficio No. 318 del 19 de abril de 2004, se socializa la información remitida por el consorcio ISTEC.

Respuesta de la entidad:

“Anexamos informe presentado por el ex rector Doctor Marco Antonio Pinzón Castiblanco al Consejo superior de la Universidad Distrital… provisto para ser tratado en el punto 6.1 del orden del día de abril 25 de 2003 del Consejo Superior Universitario, sin embargo no se llegó al punto en mención y se pospuso para una futura sesión. Al revisar los archivos de las sesiones del Consejo Superior, encontramos que a la fecha no se volvió a programar la presentación del informe… (“).

En oficio de fecha 21 de abril de 2004, se solicita también explicar las razones por las cuales estando la Universidad afiliada al Consorcio ISTEC a partir del año 2001, no fueron incluidos los servicios ofrecidos en las iniciativas del mismo, en el momento de adquirir computadores, equipos de laboratorio y asistencia técnica…mas aún cuando según el oficio No. 315 del 16 de abril de 2004, la entidad, en el caso del contrato No. 001 se 2003, adelantó investigación preliminar por presuntos sobrecostos en la compra de 100 computadores a la firma CORSICOMS, remitida a la Personería Distrital.

Respuesta de la entidad:

“La Universidad no consideró los servicios del Consorcio ISTEC a partir del año 2001, en cuanto a adquirir computadores, porque hasta en marzo de 2003, cuando el rector de la Universidad Distrital, Doctor Marco Antonio Pinzón, participó en el “Ibero american Summit on Enginnering Education – IASEE”, Universidade do vale do Paraiba – Sao Paulo, Brazil, al parecer el Consorcio ISTEC ofreció a la Universidad equipos de computo” (el subrayado es nuestro).

“Toda vez que la mencionada propuesta contenía elementos de informalidad, extemporaneidad, riesgo, incompatibilidad, legalidad y costos no analizados, que son imprescindibles de aclarar:

Planeación: Las entidades deben prever la adquisición de elementos pertinentes al cumplimiento de sus estrategias de carácter Estratégico y los Objetivos Tácticos de sus planes, lo cual incluye la satisfacción de necesidades en el momento oportuno dentro de parámetros conocidos de accesibilidad, pertinencia, compatibilidad y coherencia. Por lo anterior se define como extemporánea la propuesta Informal.

Informalidad: La Universidad nunca recibió una comunicación formal, donde se ofreciesen los productos tecnológicos, base del informe, lo cual por aspectos Legales, no pueden ser tenidos en cuenta, por cuanto se registra una fenomenología que se hace de alta complejidad cualquier proceso de contratación de tipo publico o privado.

Extemporaneidad: La propuesta informal se efectuó fuera de los términos de tiempo, mediante los cuales la Universidad Adelanta sus procesos de Planeación de la contratación y de compras.

Además, en la propuesta informal realizada en el evento anteriormente referido, se hizo claridad alas Instituciones que para acogerse al supuesto de la compra de los mencionados elementos tecnológico; las diferentes Instituciones deberían hacer solicitudes por un gran numero de elementos para ser tenidas en cuenta, de otra parte, cuando la suma de solicitudes de equipos adelantadas por los diferentes miembros de ISTEC, completaran un valor determinado, entonces se iniciaría por parte del ISTEC, el proceso de adquisición en desarrollo del convenio con los proveedores de los Insumos. Por lo anteriormente expuesto se colige que no hay certeza de la fecha real en la cual la Universidad podría incorporar lo solicitado al inventario y el inicio de su aprovechamiento. Claramente este es uno de los motivos por los cuales a la fecha no se tiene conocimiento alguno,  de solicitud realizada ni satisfecha a ninguna Institución vinculada al ISTEC. 

Riesgo e incompatibilidad: Analizados los elementos anteriormente expuestos se evidencia los altos riesgos contenidos en la consecución de la opción propuesta, adicionalmente se debe aclarar que los elementos a adquirir corresponden a una tecnología,  que no se sabe si es compatible con la tecnología instalada en la Universidad.

Legalidad y costos no analizados: Inmersos en la propuesta informal, hay algunos elementos que deben ser tenidos en cuenta, con el fin de  desvirtuar la supuesta economía y ahorro, esgrimidos por ese Ente de Control; por ejemplo, los precios de la mencionada propuesta son FOB, por lo cual las Instituciones que se acogieran, deberían asumir los costos de bodegaje en Miami, Los fletes de importación, que para el caso de tecnologías analizadas son onerosas. La nacionalización de Hardware y software, requieren elementos especiales, sin considerar la compatibilidad y riesgo de su adquisición. Por consiguiente un elemento legal como es el “Campus Agreement”, de la Institución, donde se resumen las licencias de utilización de software, podría haberse incrementado en valores no previstos, ni programados por fuera del Programa Anual de Caja P.A.C.”.
Evaluada las respuestas presentadas por la Entidad, no se admiten por considerar que se ha presentado un desaprovechamiento del ofrecimiento realizado por ISTEC, que ante la presencia de criterios objetivos de selección de los proveedores, se habría solicitado a las  firmas miembros de ISTEC la formalización de las ofertas antes que esperar a que las envíen, que por su condición de afiliado desde 2001, resulta ilógico desconocer la importancia que para la Universidad Distrital tiene dicho ofrecimiento, que en ninguna de las respuestas a las solicitudes de información sobre el particular se anexo soporte alguno que evidenciara alguna gestión ante alguna de las firmas oferentes.

Lo anterior se refuerza aún mas, si se ha venido cancelando una cuota de afiliación, que para el año 2003 fue de $ 4.3 millones y no se entiende como no fue considerada la oferta en el momento de ordenar la adquisición de los 176 equipos de computación que se podría calificar como una cifra considerable.

Si la administración en los numerales 4.3.5.1 y 4.3.5.2 de este informe admite las deficiencias presentadas en la elaboración del Plan operativo de la institución y de los planes de acción y de trabajo respectivamente, mal podría asegurar, a sabiendas de la inexistencia de Plan de Compras y Plan de Contratación, que “Las entidades deben prever la adquisición de elementos pertinentes al cumplimiento de sus estrategias de carácter estratégico (sic) y los objetivos tácticos de sus planes….(“) y dentro del mismo oficio de respuestas al informe preliminar afirmar que “La propuesta informal se efectuó fuera de los términos de tiempo, mediante los cuales la universidad adelanta sus procesos de planeación de la contratación y de compras” (el subrayado es nuestro)

Existe evidencia plena y suficiente que distintas universidades públicas y privadas del país han utilizado los servicios ofrecidos por el consorcio ISTEC y evidencia de los ofrecimientos y donaciones que se han realizado a la Universidad Distrital sin recibir a cambio respuesta alguna.

La Ley 610 de 2000, consagra en su artículo 3 la definición de: -Gestión Fiscal -  “como el conjunto de actividades económicas, jurídicas y tecnológicas, que realizan los servidores públicos y las personas de derecho privado que manejen o administren recursos o fondos públicos, tendientes a la adecuada y correcta adquisición, planeación, conservación, administración, custodia, explotación, enajenación, consumo, adjudicación, gasto, inversión y disposición de los bienes públicos, así como a la recaudación, manejo e inversión de sus rentas en orden a cumplir los fines esenciales del Estado, con sujeción a los principios de legalidad, eficiencia, economía, eficacia, equidad, imparcialidad, moralidad, transparencia, publicidad y valoración de los costos ambientales”. 

La eficiencia (uso óptimo de los recursos) es considerada como un propósito gerencial a través del cual se pretende la maximización en el empleo de los diferentes recursos a disposición de la entidad, lo cual implica que ninguno de ellos pueda estar por debajo de sus posibilidades reales de uso y en donde nada se puede desaprovechar. De esta concepción surge el nexo directo con la austeridad que impone la obligación de evitar todo despilfarro, el mal uso y el deterioro de los recursos.

Esta misma Ley en el artículo 6°, contempla que se entiende ”por daño patrimonial al Estado, la lesión del patrimonio público, representado en el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, uso indebido o deterioro de los bienes o recursos públicos, o a los intereses patrimoniales del Estado producida por una gestión antieconómica, ineficaz, ineficiente, in equitativa e inoportuna, que en términos generales, no se aplique al cumplimiento de los cometidos y fines esenciales del estado, particularizados por el objetivo funcional y organizacional, programa o proyecto de los sujetos de vigilancia y control de las Contralorías. 

Dicho daño podrá ocasionarse por acción u omisión de los servidores públicos o por la persona natural o jurídica de derecho privado, que en forma dolosa o culposa produzcan directamente o contribuyan al detrimento al patrimonio público”.

La Resolución No. 1101 del 29 de julio de 2002, señala que es el rector el representante legal y primera autoridad académica, administrativa y ejecutiva de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, asignando dentro de sus funciones en el numeral 6 la de “Suscribir los convenios y contratos que comprometan a la Universidad de conformidad con la Ley y los reglamentos”.

El artículo 34 de la Ley 734 de 2002 –Código Disciplinario Único-, consagra en el numeral 1 como deber para todo servidor público, “Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Constitución… los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas, los contratos de trabajo y las ordenes superiores emitidas por funcionario competente”.

Lo expuesto en forma precedente nos lleva a concluir la causación de un desmedro a los intereses patrimoniales de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas, en la medida en que se canceló $502.8 millones adicionales si la liquidación se realiza teniendo en cuenta el costo promedio es decir US 300; y si se tiene en cuenta la liquidación realizada con el tope máximo de la oferta, es decir US 500, el sobrecosto fue de $399.8 millones; lo anterior tienen como fundamento la deficiente gestión del Servidor Público que patento el daño al tenor de lo normado en el artículo 6º de la Ley 610 de 2000. 

Por lo expuesto, se configura un hallazgo fiscal y disciplinario que conlleva a un detrimento por $ 339.8 millones y  según numeral 31 del artículo 48 de la Ley 734 de febrero 5 de 2002 se dará traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y  a la Personería Distrital respectivamente, para lo de su competencia.

4.3.5.6. La Universidad Distrital Francisco José de Caldas, no presentó el procedimiento para verificar el cumplimiento de la carga académica de los docentes de planta ni el procedimiento para cancelar a los mismos docentes su sueldo como personal de nomina, a pesar de haber sido solicitados mediante oficio No. 34000-018221 del 24 de noviembre de 2003 y  nuevamente mediante oficio de fecha marzo 30 de 2004.

El artículo 209 de la Constitución política señala que “La función Pública esta al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, celeridad, imparcialidad y publicidad… (“).

Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública en todos sus niveles, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la Ley”.

El artículo 4º del Decreto 1537 de 2001, señala a la fase administración del riesgo “Como parte integral del fortalecimiento de los sistemas de control interno en las entidades públicas las autoridades correspondientes establecerán y aplicarán políticas de administración del riesgo (…)”, en concordancia con el articulo 1º, parágrafo único, y el literal a) del  artículo 2º de la Ley 87 de 1993, busca “Brindar protección a los recursos de la organización y garantizar su adecuada administración ante los eventuales riesgos que lo puedan afectar”.

La Resolución No. 1101 del 29 de julio de 2002 -Manual descriptivo de funciones generales y específicas-, señala que es el rector el representante legal y primera autoridad académica, administrativa y ejecutiva de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas y establece dentro de sus funciones en el numeral 8 la de “Expedir los manuales de cargos, funciones y procedimientos administrativos”

El artículo 34 de la Ley 734 de 2002 –Código Disciplinario Único-, consagra en el numeral 1 como deber para todo servidor público, “Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Constitución, los tratados de Derecho Internacional humanitario, los demás ratificados por el Congreso, las Leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas, los contratos de trabajo y las ordenes superiores emitidas por funcionario competente”.

Por otra parte, el numeral g), artículo 16 del Acuerdo 003 de 1997, establece como función del Rector “Expedir Manuales de cargos, funciones y procedimientos administrativos” y el numeral h), artículo 16 de la misma norma señala también como función del rector “Establecer y supervisar sistemas de evaluación del desempeño, de gestión y de auto evaluación”

Asimismo, a las directivas de la Universidad Distrital por ser un Establecimiento Público educativo adscrito a una entidad territorial distrital, les corresponde en su jurisdicción, dar cumplimiento a lo establecido para el Presidente de la República en el numeral 21 del artículo 189 de la Constitución Política “Ejercer la inspección y vigilancia de la enseñanza conforme a la Ley”

Por otra parte, el numeral 2 del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, señala como falta gravísima “Obstaculizar en forma grave la o las investigaciones que realicen las autoridades administrativas, jurisdiccionales o de control… (“)

Cuando la administración de la Universidad no presenta respuesta sobre la solicitud realizada, a pesar de las múltiples solicitudes, se presenta el riesgo de realizar una gestión antieconómica, a que se vean amenazados los recursos de la misma, a que se incumplan los objetivos institucionales y a que desaparezca la razón de ser de la misma Universidad.

Respuesta de la entidad:

(“)… Un factor relevante para poder inferir el cumplimiento de las actividades académicas son dichos resultados (proceso de evaluación docente). Por tal razón estamos analizando para dar trámite a su solicitud las respuestas referidas al asunto que nos ocupa…. En cuanto tengamos estos resultados, inmediatamente se los haremos llegar… (“).

La respuesta presentada no se acepta por cuanto la solicitud realizada en ningún momento cuestiona la llamada autonomía universitaria, lo que se pretende evitar a través de la evaluación del sistema de control interno y al seguimiento a los planes de mejoramiento, es alertar para que la entidad no incurra en situaciones que le puedan provocar a la entidad, daño en la aplicación de los recursos.

Tal es el caso de la situación comentada, la entidad al no poder demostrar la existencia de los procedimientos solicitados, esta evidenciando fallas en la mayoría de las fases en que se soporta la evaluación del Sistema de Control Interno, por consiguiente la observación se mantiene como  hallazgo administrativo y disciplinario y deberá incluirse dentro del Plan de Mejoramiento, igualmente se remitirá a la Personería de Bogota para lo de su competencia. 
4.3.6. Balance Social

4.3.6.1. Como resultado de la evaluación del balance social presentado por la entidad, se pudo comprobar que la cobertura presentada por la institución en cumplimiento de los proyectos inscritos en el Plan de Desarrollo, no corresponde a la realidad por cuanto los equipos adquiridos en cumplimiento del proyecto del presupuesto de inversión “Dotación de Laboratorios”, sólo beneficiaran por una parte a los estudiantes de algunas carreras en los últimos semestres y por otra parte solo beneficiaran a estos últimos cuando hayan sido instalados o recibidos a satisfacción, lo cual a la fecha de la realización de la auditoría no se había realizado.

Respuesta de la entidad:

(")…en relación con el proyecto de inversión 4149 "Dotación de Laboratorios Universidad Distrital", de acuerdo con la programación de recursos inicial de $ 2.135 millones de pesos, este se ejecutó el 98.83%, es decir $2.110 millones de pesos lo cual indica que la meta financiera del proyecto se alcanzó satisfactoriamente.

En relación con la mayor cobertura del proyecto, será a través de una adecuada programación académica, la cual deberá consultar las necesidades de cada uno de los proyectos curriculares, que se cubrirá la demanda de los servicios de laboratorios de estudiantes y profesores, no solo de los ultimos semestres, sino también de los estudiantes que inician el ciclo de formación profesional. La Universidad está consciente que se debe optimizar el uso de los recursos públicos, por ello los proyectos de laboratorios fueron concebidos, desde su formulación para dar acceso al mayor número de estudiantes y profesores de la institución".

Una vez valorada la respuesta de la anterior observación de carácter administrativo, esta no se desvirtúa, por lo tanto se mantiene y debe ser incluida en el Plan de Mejoramiento, con los correctivos correspondientes.

4.3.6.2. No se  registran los beneficios ni beneficiarios de los convenios que suscribe la Universidad con otros organismos, ni de los programas de extensión como tampoco se registra en el informe de balance social remitido en la cuenta por la entidad los beneficiarios de la gestión desarrollada por la emisora Laud 90.4 F.M. Estéreo.

Respuesta de la entidad:

"Referente a este hallazgo, en el balance social no se reportó lo relacionado con la emisora LAUD y el IDEXUD, por cuanto dichos programas no hacen parte de la inversión social de la universidad, sino de funciones básicas de la institución financiadas con recursos de funcionamiento. Si bien en educación superior, por su especificidad y vocación social, cualquier gasto público puede ser considerado como inversión, para efectos presupuestales y del balance social, se hace dicha distinción".

Una vez valorada la respuesta de la anterior observación de carácter administrativo, esta no se desvirtúa, por lo tanto se mantiene y debe ser incluida en el Plan de Mejoramiento, con los correctivos correspondientes.

4.3.6.3. El formato anexo No. 17-3-1 que hace parte de la Resolución No. 003 de 2002, señala que en términos de cobertura es necesario establecer si la población que demanda los servicios esta siendo atendida en su totalidad por la entidad. También señala que mediante la determinación de la cobertura se identifica la población que se beneficie con la acción de la entidad.

Respuesta de la Entidad:

"En cuanto al formato anexo 17-3-1, la Universidad reportó la población beneficiada y de acuerdo con el porcentaje, se refleja que la entidad dado a su déficit en infraestructura física, biblioteca, laboratorios, salas de informática y presupuesto para la contratación de docentes, no tiene la capacidad para ampliar el número de cupos, hasta el 100% de la población que demanda el servicio. Es de aclarar que este problema no es solamente de la Universidad Distrital, sino del Sistema General de Educación Superior; así el Gobierno nacional y Distrital en sus planes de desarrollo plasma ambiciosas metas de ampliación de cobertura, sin contemplar una nueva asignación de recursos, tendientes a cubrir los gastos de funcionamiento e inversión para atender una ampliación mayor".

Una vez valorada la respuesta de la anterior observación de carácter administrativo, esta no se desvirtúa, por lo tanto se mantiene y debe ser incluida en el Plan de Mejoramiento, con los correctivos correspondientes.

4.3.7.Nomina

4.3.7.1. Salud Prepagada

4.3.7.1.1.La Universidad celebró contratos con Cafesalud  y con Compensar, con el objeto de cubrir la medicina prepagada de los funcionarios del régimen antiguo incluidos los trabajadores oficiales, funcionarios públicos administrativos y funcionarios públicos docentes. La contraloría evidenció que mediante órdenes de pago Nos. 434, 435 de abril 8, 1095 y 1136 de mayo 30 de 2003, 1445 y 1453 de julio 15, 1653 de agosto 8, 1857 de septiembre, 2145 de octubre, 2829 de noviembre y 2879 de diciembre de 2003, se canceló medicina prepagada a los empleados públicos docentes vinculados con anterioridad a la vigencia del Decreto 55 de 1994 por valor de $299.2 millones y a los empleados públicos administrativos del régimen antiguo por $502.2 millones. Este beneficio está otorgado a todos los funcionarios de régimen antiguo a través de convención colectiva.

Según concepto jurídico emitido por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica (e), María Clemencia Ariza Ciceri, del Ministerio de Educación, de fecha Julio 23 de 2003 " ..El Código Sustantivo del Trabajo en sus artículos 415 y 416 plasma normas relativas a la presentación de pliegos de condiciones, convenciones colectivas, derecho de huelga;  y establece que los sindicatos de empleados públicos no pueden presentar pliego de peticiones ni celebrar convenciones colectivas. …Visto lo anterior se tiene que los docentes empleados públicos no pueden ser beneficiarios de prerrogativas convenciones…solo pueden elevar solicitudes respetuosas ante la administración sobre aquellos aspectos señalados expresamente en la Ley, lo que excluye la negociación colectiva en el caso de los servidores públicos.."

La anterior situación se presenta por haber extendido todos los beneficios de la convención colectiva que solo deben gozar trabajadores oficiales, a los empleados públicos, docentes y administrativos, conllevando a un daño patrimonial en  cuantía de $801.4 millones.  

Respuesta de la administración:

La Universidad suscribió contratos con las EPS Cafesalud y Compensar  en la modalidad de planes complementarios  para el conjunto de empleados vinculados con anterioridad a junio de 1994, al tenor de las previsiones del Artículo 236 de la Ley 100,concordante con el Artículo 68 del Decreto 1298 de 1994
La Universidad celebró contratos con Cafesalud y con Compensar desde el año 1995,  los cuales se encontraban vigentes al momento de asumir funciones la actual administración. Dicha celebración se produjo a consecuencia de la expedición de la Ley 100 de 1993, que dio lugar a la liquidación de Bienestar Universitario a través de la cual se prestaba un servicio integral de salud al conjunto de empleados ,docentes y pensionados, de conformidad con Acuerdos del Consejo Superior y Convenciones Colectivas vigentes.
Durante el presente trimestre la actual administración se encuentra evaluando integralmente los contratos y la situación de salud de los afiliados de la universidad a las EPS, así como el cumplimiento de la EPS Compensar y Cafesalud tanto del POS como el Plan complementario de salud y está realizando gestiones ante la Superintendencia Nacional de Salud, orientadas a obtener un acompañamiento por Cafesalud a los afiliados……

El  Artículo 236 de la Ley 100 se debería haber aplicado siempre y cuando el Bienestar Universitario no se hubiera liquidado solo transformado en EPS. Respecto al Artículo 68 del Decreto 1298 de 1994 que citan en la respuesta, éste fue declarado inexequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C 255-95 del 7 de junio de 1995.

Por lo anterior, la respuesta no se acepta, toda vez que no desvirtúa la observación planteada por este ente de control, constituyéndose en un hallazgo administrativo de carácter fiscal y disciplinario. Por consiguiente se dará traslado a la Dirección de Responsabilidad fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá.

4.3.7.1.2. .- La Universidad celebró contratos con Cafesalud y Compensar, con el objeto de cubrir la medicina prepagada de los funcionarios del régimen antiguo incluidos los trabajadores oficiales, administrativos públicos  y docentes públicos. De igual forma la contraloría evidenció que mediante ordenes de pago Nos. 434,435 de abril 8, 1095 y 1136 de mayo 30 de 2003, 1445 y 1453 de julio 15,1653 de agosto 8, 1857 de septiembre, 2145 de octubre, 2829 de noviembre y 2879 de diciembre de 2003, la universidad cancelo medicina prepagada a los pensionados que en su época fueron administrativos públicos y docentes públicos, beneficio otorgado a todos los funcionarios del régimen antiguo a través de la convención colectiva.

Como se dijo anteriormente, según concepto jurídico emitido por el Ministerio de Educación…” 
El Código Sustantivo de Trabajo en sus artículos 415 y 416 plasma normas relativas a la presentación de pliegos de condiciones, convenciones colectivas, derecho de huelga; y establece que los sindicatos de empleados públicos no pueden presentar pliego de peticiones ni celebrar convenciones colectivas…Visto lo anterior se tiene que los docentes empleados públicos no pueden ser beneficiarios de prerrogativas, convenciones, solo pueden elevar solicitudes respetuosas ante la administración sobre aquellos aspectos señalados expresamente en la Ley, lo que excluye la negociación colectiva en el caso de los servidores públicos…”
Por lo anterior se concluye que por el hecho de haber sido extendido a través de Acuerdos todos los beneficios que gozan los trabajadores oficiales en sus convenciones,  a los servidores públicos docentes y públicos administrativos, por consiguiente a los pensionados, se configura un daño patrimonial en cuantía de $1.409.2 millones.

Respuesta de la administración:

“La Universidad en aplicación del Decreto 1919/02, por el cual se fija el régimen de prestaciones sociales para los empleados públicos y se regula el régimen mínimo prestacional de los trabajadores oficiales del nivel territorial, suspendió la aplicación de las actas de convenio, mediante las cuales se hacían extensivos beneficios de la convención colectiva de los trabajadores oficiales a empleados públicos activos y pensionados de la institución…

En cuanto a su personal docente, se acogió primeramente al concepto jurídico emanado del Ministerio de Educación Nacional en el cual se afirmó que los “ acuerdos del Consejo Superior de la Universidad no son normatividad aplicable en materia de prestaciones sociales de los empleados públicos docentes de la universidad”  Igualmente se aplicó el artículo 1º. Del Decreto 3779 de diciembre 26 de 2003, que a la letra dice “Los empleados Públicos docentes de las universidades públicas que no optaron por el régimen salarial y prestacional previsto en el Decreto 1279 de 2002, continuarán rigiéndose por el régimen salarial y prestacional que legalmente les corresponde..”

Los antecedentes de la prestación del servicio de salud de la universidad  a sus empleados públicos, personal docente, trabajadores oficiales y pensionados, se remonta a la prestación de éste a través de Bienestar Universitario, dependencia que encuentra soporte normativo en el Decreto Ley 80 de 1980, la Ley 30 de 1992 y la Ley 647 de 2001.

En ese orden de ideas, la universidad poseía un servicio de salud propio, prestado a través de su bienestar universitario a sus empleados, personal docente y estudiantes, soportado como se vio en normatividad de rango legal, mas no, en la extensión de convención colectiva mediante actas convenio para empleados públicos o en Acuerdos internos que recogían peticiones respetuosas del personal docente.

Teniendo en cuenta lo anterior, debe deslindarse el sistema propio de servicios de salud de la universidad, con la extensión de convenciones colectivas a empleados públicos, situación ésta, que en materia prestacional fue recogida por la universidad al igual que aconteció en otras entidades del Distrito con la expedición del Decreto 1919 de 2002.

Con la promulgación de la Ley 100 de 1993, esta contemplada la posibilidad que las cajas, fondos y entidades de seguridad social del sector público, empresas y entidades del sector público de cualquier orden, que con anterioridad a su entrada en vigencia vinieran prestando servicios de salud, tendrían dos años para transformarse en empresas promotoras de salud, adaptarse al nuevo sistema, o para efectuar su liquidación, de acuerdo con la reglamentación que al respecto expidiera el gobierno nacional.

Lamisca Ley dispone que las entidades públicas antes referidas, que a juicio del gobierno no requieran transformarse en empresas promotoras de salud, ni liquidarse podrán continuar prestando los servicios de salud a los servidores que se encuentren vinculados a la respectiva entidad en la fecha de iniciación de vigencia de la Ley y hasta el término de la relación laboral o durante el período de jubilación, en la forma como lo vienen haciendo.

Dentro del marco legal antes descrito, la Universidad optó por seguir prestando los servicios de salud que venia brindando a través del Bienestar Universitario, mediante la afiliación de los beneficiarios a empresas promotoras de salud…..”

Las explicaciones ofrecidas por la Rectoría de la Universidad Distrital, en cabeza del doctor Ricardo García Duarte, no desvirtúan la existencia del hallazgo que sobre extensión de beneficios a todos los funcionarios del Ente público, en materia de medicina prepagada, destacó la auditoria.

En efecto, el artículo 236 de la ley 100 de 1993 señala: Las cajas, fondos y entidades de seguridad social del sector público empresas y entidades del sector público de cualquier orden, que con anterioridad a la vigencia de la presente ley presten servicios de salud o amparen a sus afiliados riesgos de enfermedades, general y maternidad, tendrán (2) dos años para transformarse en empresas promotoras de salud, adaptarse al nuevo sistema o para efectuar su liquidación, de acuerdo con la reglamentación que al respecto expida el Gobierno Nacional…..Las entidades públicas antes referidas que a juicio del Gobierno Nacional, no requieran transformarse en Empresa Promotoras de Salud, ni liquidarse, podrán continuar prestando los servicios de salud a los servidores que se encuentren vinculados a la respectiva entidad en la fecha de iniciación de vigencia de la presente ley y hasta el término de la relación laboral…….En caso de liquidación de las cajas, fondos, entidades previsionales y empresas del sector público, los empleadores garantizarán la afiliación de sus trabajadores a otra entidad promotora de salud….”

De la simple lectura del texto de la norma puede inferirse que su aplicación tratándose de extensión de beneficios, se refiere solo a  aquellas entidades, fondos o cajas que optaron por convertirse en Empresas promotoras de salud (EPS), lo cual no es el caso del Fondo de la Universidad Distrital. De allí que el argumento esgrimido no es válido en la medida en que no se aplica al caso controvertido. 

De otra parte y abundando en razones para sostener el hallazgo, debemos señalar, que a pesar que la misma ley dispone el ofrecimiento por parte de las entidades promotoras de salud, de planes complementarios al plan obligatorio, su financiación en su totalidad, se hará con recursos del afiliado, distintos a las cotizaciones obligatorias previstas en el artículo 204 de la precitada ley 100 de 1993 (Artículo 169 ley 100).

Lo anterior para significar que la medicina prepagada debe ser asumida por el afiliado y no como  erróneamente se esta haciendo en la actualidad, con recursos del Ente Público.

Este argumento, está íntimamente relacionado con las disposiciones contenidas en los artículos 414 y 416 del Código sustantivo  del trabajo que señala que los sindicatos de empleados públicos, no pueden presentar pliegos de condiciones, ni celebrar convenciones colectivas. De allí  que la aplicación extensiva de la convención a todos los trabajadores de la Universidad, conlleva a la irregularidad que significa  contratar  medicina prepagada para todos los funcionarios, cuando el derecho solo lo tendrían los trabajadores oficiales. 

En este sentido se reitera, la universidad Distrital Francisco José de Caldas, al suscribir contratos de medicina prepagada para todos sus funcionarios, transgredió disposiciones legales y ocasionó una mengua a los intereses patrimoniales del Distrito. Por consiguiente se dará traslado a la Dirección de Responsabilidad fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá.

4.3.8. Cesantías 
4.3.8.1. A la fecha de esta auditoria, se evidenció que con Resolución 180 del 5 de mayo de 2003, aclaran la resolución 019A/2003  donde justifican el mayor valor pagado por cesantías parciales, al Doctor Marco Antonio Pinzón Castiblanco,  aduciendo gastos de escrituras, concepto que  no se contempla en la Resolución 159 del 23 de abril/92 norma vigente para la liquidación parcial de cesantías, existiendo la misma diferencia encontrada en la evaluación de la vigencia 2002, sin que exista un traslado a asuntos disciplinarios de la universidad, ni ningún requerimiento por parte de los responsables del seguimiento, para el reintegro de este valor. 

En el caso del funcionario Roberto Vergara Portela, se evidenció que se le reconocieron y pagaron cesantías parciales desde diciembre de 2002 para reparaciones locativas, solo en el mes de julio de 2003 presenta  una promesa de compraventa por valor de $95.0 millones sin el respectivo certificado de tradición y aún no ha legalizado el retiro de dichas cesantías, ni existe traslado a asuntos disciplinarios por parte del responsable del seguimiento, por el incumplimiento del lleno de los requisitos. 

Lo anterior evidencia incumplimiento a las actividades contempladas en el Plan de Mejoramiento, puesto que la Universidad se comprometió a diciembre de 2003, a soportar el giro de las cesantías parciales conforme a lo establecido en la Resolución 159 del 23 de abril de 1992.

Respuesta dada por la administración

“En primer término debo aclarar que los pagos por concepto de cesantías a los Señores Marco Antonio Pinzón y Roberto Vergara Pórtela, se realizaron en la anterior administración y con anterioridad a mi posesión como Rector. De otro lado, estos hechos son de conocimiento de la Personería Distrital, entidad que se encuentra desarrollando el respectivo proceso disciplinario, razón por la cual la Oficina de Asuntos Disciplinarios carece de competencia en este caso.

De acuerdo con la información suministrada por la División de Recursos Humanos, dichos trámites se realizaron con base en la documentación presentada por los citados funcionarios”.

La contraloría tiene conocimiento del proceso que esta cursando en la Personería de Bogota. Sin embargo, la respuesta dada por la entidad no desvirtúa la observación planteada, toda vez que la universidad incumplió las actividades planteadas en el Plan de mejoramiento, las cuales vencieron el 31 de diciembre de 2003. 

Este hecho se constituye en un hallazgo administrativo por incumplimiento al  plan de mejoramiento. Por lo tanto se dará inicio a un proceso sancionatorio.

4.3.9. Quinquenios 
4.3.9.1. La Contraloría efectuó seguimiento al pago de quinquenios efectuado durante la vigencia 2003, evidenciando que mediante órdenes de pago Nos. 201 de febrero 13 de 2003, 428 del 15 de marzo de 2003, 1817 del 28 agosto de 2003,  276 del 27 de febrero de 2003,   1971 del 15 de septiembre de 2003,  2247 del 15 de octubre de 2003 y  2540 del 14 de noviembre de 2003 se cancelaron quinquenios por $84.9 millones a los funcionarios de la Universidad Maritza Torres Carrasco, Rafael Díaz Borbón, Joaquín Meza Álvarez, Fernando Rodríguez Mojica y Edgar Jacinto Rincón Rojas, vinculados como Docentes, aplicando lo establecido en los Acuerdos del Consejo Superior. 

Los empleados públicos docentes vinculados antes de la vigencia del Decreto 55 de 1994 se rigen por la Ley 6 de 1945 y normas que lo modifiquen  y  los vinculados con posterioridad al Decreto 55 de 1994 se rigen por el Decreto 1444 de 1992. Según lo establecido en la Ley 4 de 1992, el Gobierno Nacional  es quien tiene la competencia para fijar el régimen salarial y prestacional  de los docentes. Por lo tanto, los Acuerdos del Consejo Superior de la Universidad no son normatividad aplicable en materia de prestaciones sociales de los empleados públicos docentes de las Universidades, puesto que los Decretos 1444 de 1992, 055 de 1994, Ley 100 de 1993 ni la Constitución Política han autorizado su aplicación. (Concepto jurídico emitido por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica (e), María Clemencia Ariza Ciceri, del Ministerio de Educación).

Esta situación se presenta por la indebida aplicación de las normas que regulan el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos docentes, conllevando a un daño patrimonial en la cuantía señalada.  

Respuesta dada por la administración

“Como se ha reiterado en varias oportunidades el problema del pago del quinquenio a docentes no cobijados por el Decreto 1279 de 2002, se ha constituido en un problema, que reviste de la mayor complejidad jurídica y que afecta no solo a la Universidad Distrital, sino a todas las universidades públicas del país y a algunas de las entidades del sector central y descentralizado del Distrito Capital y sólo en el último año es que se ha venido produciendo algunos pronunciamientos de parte de autoridades administrativas y judiciales.

Teniendo en cuenta que el marco jurídico del régimen prestacional de ciertas entidades distritales entre estas las universidades, se caracterizaba por no tener una claridad legal y jurídica, toda vez que las normas preexistentes y especializadas sobre el caso, verbigracia la Ley 30 de 1992 “ por la cual se organiza el servicio público de la educación superior” no posee precisiones sobre el particular, limitándose a remitirse a otros cuerpos normativos, como es el caso de la Ley 4ª de 1992 sin que allí se encontraran normas específicas aplicables a las universidades oficiales, dado el carácter especial que tienen los entes universitarios autónomos.

En este orden de ideas, mediante oficio 762 de junio de 2003, el rector de la Universidad solicita no disponer de los recursos para pagos de factores extralegales a los docentes no cobijados por el Decreto 1279  de 2002, suspendiéndose así el pago de quinquenios a dichos docentes. Revisadas las ordenes de pago enunciadas en la comunicación, se pudo establecer que solamente las ordenes de pago No. 201 de 13.02.03, 276 de 27.02.03 y la 428 de 15.03.03 corresponden al pago de quinquenios docentes”

La respuesta dada por la entidad corrobora la observación planteada por este ente de control, en el sentido del daño patrimonial en cuantía de $84.9 millones. Por consiguiente se dará traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá.

4.3.10. Fondo de Pensiones

4.3.10.1. La Contraloría evidenció al efectuar seguimiento al Fondo de Pensiones Públicas de la Universidad Distrital el cual fue creado mediante Acuerdo 05 de 1997 del Consejo Superior Universitario que hasta la fecha de la auditoria, no se han elaborado ni adoptado mediante acto administrativo los manuales de funciones y procedimientos

Esta situación se presenta por falta de gestión y adopción de acciones correctivas oportunas para el buen desarrollo de las actividades desarrolladas para el manejo de las pensiones. 
Respuesta dada por la administración:

“En cuanto a este punto, me permito aclarar que ésta administración ha presentado a consideración del Consejo Superior Universitario, el proyecto de modificación del Acuerdo 05 de 1997, por medio del cual se creó el Fondo de Pensiones Públicas de la Universidad Distrital, con el fin de adaptar dicha norma a lo preceptuado en el decreto 2337 de 1996. Lo anterior con el fin de operacionalizar el reconocimiento y pago de las pensiones de los funcionarios de la Universidad”. 

No se acepta la respuesta toda vez que los argumentos expuestos no corresponden a la observación formulada, independiente de que se modifique el acuerdo, en el plan de mejoramiento la universidad se comprometió a elaborar los manuales de funciones y procedimientos y adoptarlos mediante acto administrativo

Este hecho se constituye en un hallazgo administrativo de carácter disciplinario por incumplimiento de los deberes que trata el numeral 1 del Articulo 34 de la Ley 734 de 2002, ya que se evidencia incumplimiento en el  plan de mejoramiento, toda vez que las acciones correctivas tenían plazo de realizarlas hasta febrero del 2004; Por lo tanto, se dará inicio a un proceso sancionatorio y se dará traslado a la personería de Bogotá

4.3.10.2.- La contraloría observó que desde el segundo semestre de 2002 se inició el proceso de cobro de las cuotas partes, facturándose aproximadamente en esta vigencia $860.2 millones, de los cuales solo ingresaron en el 2003 $9.7 millones.

La Universidad debe velar por el cumplimiento de lo normado en el Artículo 4º.,numeral 7 del Decreto 2337 de 1996, en el  Acuerdo 05 de 1997 del Consejo Superior Universitario en todos sus artículos, Artículo 169 del Decreto Ley 1421 de 1993, de conformidad con los artículos 68 y 79 del Código Contencioso Administrativo. Por otra parte la oficina de Control Interno debe cumplir lo normado en los literales b) c),d) y e) del Artículo 12 de la Ley 87 de 1993

Esta situación se presenta por falta de gestión para la puesta en marcha de este Fondo teniendo en cuenta que fue creado desde el año 1997, conllevando a que no se apruebe el Plan de Desempeño y por consiguiente la universidad no pueda contar con los recursos de la Estampilla.

Respuesta dada por la administración

“En lo que hace referencia al proceso de cobro de las cuotas partes pensiónales, el cual se inició desde el segundo semestre de 2002, se generaron cuentas de cobro por un valor total de  $850.526.873,63 (relación adjunta),  se ha realizado gestión para su pago; sin embargo dichos tramites dependerán de la respuesta oportuna de las entidades requeridas, toda vez que debe realizarse la correspondiente liquidación presupuestal, su reconocimiento y pago. 

A través de la Dirección Administrativa se acordó con el Grupo de Auditoria del ente fiscalizador,  constituir un equipo interdisciplinario de profesionales para dar cumplimiento a los compromisos adquiridos por la Universidad en el Plan de Mejoramiento inscrito en vigencias anteriores, se determino un plazo mínimo de tres (3) meses para alcanzar este cometido, proveyendo la logística indispensable”. 

La Universidad en su respuesta corrobora que no ha culminado el proceso de cobro de cuotas partes ni se evidencia un avance significativo en la facturación y recaudo efectivo de las cuotas partes.

Esta situación se debe a que la Entidad no ha puesto en funcionamiento el Fondo de Pensiones creado desde 1997, no ha efectuado un estudio acucioso de las hojas de vida para establecer la situación de cada uno de los pensionados y  no cuenta con una base de datos que le permita identificar las entidades concurrentes para poder saber con certeza el monto a recaudar  y pagar por cuotas partes, observando que aún la universidad continúa destinando gran parte de sus recursos a cancelar el valor de las pensiones, lo cual podría ser menos oneroso para ésta en la medida que identifique y  recaude dichos valores. 

Este hecho se constituye en un hallazgo administrativo de carácter disciplinario por incumplimiento de los deberes que trata el numeral 1 del Articulo 34 de la Ley 734 de 2002, ya que se evidencia incumplimiento en el  plan de mejoramiento, toda vez que las acciones correctivas tenían plazo de realizarlas hasta enero del 2004; Por lo tanto, se dará inicio a un proceso sancionatorio y se dará traslado a la personería de Bogotá

4.3.11. Control Interno

4.3.11.1. Una vez analizados los informes relacionados con la evaluación  al desarrollo de actividades efectuadas en el proceso de saneamiento contable presentados por la oficina de control interno, se evidencia que esta no está cumpliendo con su función  de acompañar y evaluar  en forma separada, independiente y objetiva este proceso. Puesto que la contraloría evidencio irregularidades que no se encuentran plasmadas en ningún informe presentado por esta oficina

En el caso de seguimiento a la depuración oportuna de las conciliaciones bancarias se observa que en los informes presentados por la oficina de control interno de mayo 30 de 2003,septiembre de 2003 y diciembre de 2003, se dice lo mismo …" En cumplimiento de un plan de mejoramiento se depuraron algunas de las partidas antiguas, las restantes se presentarán ante el comité de depuraciones, además, por recomendación de la oficina asesora de control interno, la rectoría ordeno administrar únicamente las cuentas bancarias estrictamente necesarias…"  sin evidenciar ningún pronunciamiento sobre las irregularidades que se han cometido en el proceso de depuración de esta cuenta, como es el registro de comprobantes sin el debido análisis ni soportes.

Por lo anterior se evidencia incumplimiento a lo establecido en los Artículos 2º. 3º. Y 12º. De la Ley 87 de 1993 en concordancia con lo preceptuado con la Ley 716 de 2001

La entidad no dio respuesta a las observaciones de esta área, por lo tanto quedan en firme.

Respuesta al informe preliminar:
“No comparto la aseveración en cuanto a lo que hace relación a que la Oficina Asesora de control Interno no realiza acompañamiento y asesoría para lo referente al saneamiento contable por cuanto constancia de esa gestión se puede verificar en las correspondientes actas del Comité Coordinador de Control Interno y Comité de Saneamiento Contable, que hasta la fecha no han Ustedes consultado.”
Referente a la respuesta anterior, es de anotar que la evaluación se efectuó sobre los informes al sistema de control interno contable remitidos por la Oficina de Control Interno mediante oficio OACI-110-04 de marzo 18 de 2004. 
Lo anterior se considera un hallazgo administrativo y deberá ser incluido en el plan de mejoramiento.

5.  ANEXOS

5.1. ANEXO 1

CUADRO No. 15
CUADRO DE HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS









               Millones de Pesos

	TIPO DE HALLAZGO


	CANTIDAD
	VALOR 
	REFERENCIACION

	ADMINISTRATIVOS


	65
	NA
	4.3.1.1,  4.3.1.2,  4.3.2.11,  4.3.2.12,  4.3.2.21,  

 4.3.2.31,  4.3.2.32,  4.3.2.33, 4.3.2.41,  4.3.2.42,  4.3.2.5.1,  4.3.2.6.1,  4.3.2.6.2, 4.3.2.6.3,  

4.3.2.7.1, 4.3.2.9.1,  4.3.2.9.2,  4.3.2.9.4,  

4.3.2.9.5,  4.3.2.9.6,  4.3.2.9.7,  4.3.2.9.8, 4.3.3.1,  

4.3.3.2,  4.3.3.3,  4.3.3.3.1,  4.3.3.3.2,  4.3.3.3.3,  

4.3.3.3.4,  .4.3.3.3.5,  4.3.3.3.6,  4.3.3.3.7,

4.3.3.3.8,  4.3.3.3.9,  4.3.3.3.10,  4.3.3.3.11,  

4.3.3.3.12,  4.3.3.3.13,  4.3.3.4.1,  4.3.3.4.2,  

4.3.4.1,  4.3.4.2,  4.3.4.3, 4.3.4.4,  4.3.4.5, 

4.3.4.6,  4.3.4.7, 4.3.4.8,  4.3.5.1, 4.3.5.2,  

4.3.5.3,  4.3.5.4,   4.3.5.6,  4.3.6.1,  4.3.6.2,  

4.3.6.3,  4.3.8.1,  4.3.10.1,  4.3.10.2,  4.3.11.1

4.3.3.4.4,  4.3.5.5,  4.3.7.1.1,  4.3.7.1.2,  4.3.9.1



	FISCALES


	5
	2.710,2 
	4.3.3.4.4,  4.3.5.5,  4.3.7.1.1,  4.3.7.1.2,  4.3.9.1

	DISCIPLINARIOS


	18
	NA
	4.3.2.1.1., 4.3.2.1.2, 4.3.2.2.1,  4.3.2.6.1, 4.3.2.6.2, 4.3.2.6.3, 4.3.2.7.1,  4.3.3.4.2,

4.3.4.2,  4.3.4.3,  4.3.4.5,  4.3.5.5,  4.3.5.6,

4.3.7.11,  4.3.7.12,  4.3.9.1,  4.3.10.1,  4.3.10.2



	PENALES


	0
	NA
	


NA: No aplica

5.2.  ESTADOS CONTABLES A 31 DE DICIEMBRE DE 2003[image: image2.png]
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